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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el señor Ministro del Interior, don Belisario Velasco Barahona; la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, doña Paulina Veloso Valenzuela, y el señor Ministro Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:16, en presencia de 15 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 63ª, 64ª y 65ª,ordinarias, en 18 y 31 de octubre, y 7 de noviembre, respectivamente, todas del año en curso, que no han sido observadas.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Cinco de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero inicia un proyecto de ley que concede amnistía a infractores de disposiciones sobre reclutamiento de las Fuerzas Armadas (boletín Nº 4.661-02) (Véase en los Anexos documento 1).



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.



Con el segundo retira la urgencia hecha presente al proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.556, sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (boletín Nº 4.250-06).



--Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con los tres siguientes retira la urgencia y la hace presente de nuevo, en el carácter de “suma”, respecto de las siguientes materias:



1) Proyecto de ley sobre competencia desleal (boletín Nº 3.356-03).



2) Proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y le confiere rango de Ministro de Estado (boletín N° 4.148-06).



3) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (boletín Nº 4.322-07).



--Quedan retiradas las urgencias, se tienen presentes las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 25 de la Carta Fundamental, comunica su ausencia del territorio nacional en las fechas y con los propósitos que se señalan:



El día 14 de noviembre en curso, en vuelo hacia el continente asiático, al cual arribará el jueves 16.



Los días 16 a 19 de noviembre, para participar en la Décima Cuarta Reunión Cumbre de Líderes de APEC, que se realizará en Hanoi, República Socialista de Vietnam.



Los días 20 a 22 de noviembre, en visita oficial a Wellington, Nueva Zelanda, para estar de regreso en Chile el miércoles 22, en la noche.



Agrega que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el  Ministro titular de la Cartera de Interior, don Belisario Velasco Baraona.



--Se toma conocimiento.



Cinco de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que ha prestado su aprobación a las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al boletín comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia a juez para conocer aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (boletines números 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18).


Con el segundo informa que aprobó la enmienda del Senado al proyecto de ley que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundiales (boletín N° 4.104-05).



Con el tercero comunica que ha aprobado las modificaciones propuestas por el Senado al proyecto de ley que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales (boletín Nº 4.229-21).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto a sus antecedentes.



Con el cuarto informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo Especial en Materia de Sobrevuelos de Aeronaves de Estado entre la República de Chile y la República Argentina” y su Anexo N° 1, adoptados en Buenos Aires el 16 de diciembre de 1998 (boletín Nº 4.541-10) (Véase en los Anexos documento 2).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Con el quinto comunica que aprobó el proyecto de ley que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauces (boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos) (Véase en los Anexos documento 3).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, concerniente a salida de menores desde Chile (boletín Nº 4.594-07).


--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Diez del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que informa que han sido acogidos a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, decretándose remitir copia al Senado para que, en el plazo de diez días, presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



--Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Contralora General de la República subrogante, mediante el cual da contestación a un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, respecto de CONAF y la Fundación Raíces.



Del señor Ministro del Interior, con el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable señor Pérez Varela, sobre distribución de recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional.



De la señora Ministra de Educación, por medio del que contesta un acuerdo del Senado en cuanto a la prueba TIMSS 2007.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, mediante el cual da respuesta a un acuerdo del Senado respecto de afiliados a la ex Caja de Empleados Particulares de Magallanes.



De la señora Ministra de Salud, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Larraín, sobre funcionamiento de una clínica de diálisis en Cauquenes.



Del señor General Director de Carabineros de Chile, mediante el cual da contestación a un oficio despachado en nombre del Honorable señor Espina, referido a vehículos policiales.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por medio del que da respuesta a un oficio emitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de la planta de tratamiento en el sector de La Pampilla, Coquimbo.



Del señor Secretario General subrogante del Consejo Nacional de Televisión, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable señor Gómez, en cuanto a  programa emitido por Chilevisión.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, con el que responde un oficio dirigido en nombre del Senador señor Espina, respecto de líneas de transmisión eléctrica en la Novena Región.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de la Octava Región, por medio del que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable señor Navarro, en cuanto a resoluciones sanitarias relacionadas con las pymes de la Región del Biobío.



Del señor Director de la CONAMA de la Décima Región, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre de los Senadores señores Allamand y Horvath, sobre contaminación del lago Ranco.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.
Oficio reservado



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, por medio del cual remite a esta Corporación el tercer informe sobre la situación de las tropas chilenas en misión de paz en Haití.



--Se envía a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaídos en las siguientes materias:



1) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona como delito el atentado a pedradas o de otra forma similar a vehículos en marcha (boletín N° 3.698-15) (Véase en los Anexos documento 4).


2) Proyecto, iniciado en moción del Senador señor Bianchi, que modifica la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, en materia de rechazo a instrumento de pago (boletín Nº 4.629-07) (Véase en los Anexos documento 5).



--Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable señor Navarro, con la que inicia un proyecto que modifica la ley Nº 19.253 a fin de excluir de la justicia militar a miembros de comunidades indígenas (boletín Nº 4.669-07) (Véase en los Anexos documento 6).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, conforme a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Senadores señores Letelier, Muñoz Aburto y Vásquez, con la que inician un proyecto de ley sobre inscripciones de inmuebles en nuevos conservadores de bienes raíces (boletín Nº 4.670-07) (Véase en los Anexos documento 7).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

ACUERDOS DE COMITÉS
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- El señor Secretario dará lectura a los acuerdos de los Comités.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión de hoy, los Comités resolvieron por unanimidad lo siguiente:



1.- Citar a sesión extraordinaria para mañana, 15 de noviembre, de 11:30 a 13:30, a fin de tratar el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2007, del que se dará cuenta en esa sesión.



2.- Fijar plazo para presentar indicaciones a dicha iniciativa hasta las 14 de mañana.



3.- Continuar el trámite del proyecto de Ley de Presupuestos en la sesión ordinaria de mañana en la tarde, iniciando su discusión en el primer lugar de  la tabla hasta su total despacho y suprimiendo el Tiempo de Votaciones y la hora de Incidentes, sin perjuicio de despachar los oficios que soliciten los señores Senadores.



4.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de hoy la solicitud de la Presidenta de la República para nombrar al nuevo Contralor General de la República, pasando el proyecto signado con el número 1 (esto es, el que modifica el Sistema de Inscripciones Electorales y el Servicio Electoral), al tercer lugar, y



5.- Colocar en el primer lugar de la tabla de la sesión del próximo martes 28 de noviembre el proyecto sobre reajuste del sector público, si estuviere informado, facultando a la Comisión de Hacienda para tratarlo antes de esa fecha.

V. ORDEN DEL DÍA

DESIGNACIÓN DE SEÑOR PABLO JOSÉ RUIZ-TAGLE VIAL COMO CONTRALOR GENERAL DE LA REPÚBLICA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Según lo resuelto por los Comités, corresponde tratar en el primer lugar del Orden del Día la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República para designar Contralor General de la República al señor Pablo José Ruiz-Tagle Vial, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y con la urgencia establecida en el inciso segundo del artículo 53 de la Carta Fundamental.

--Los antecedentes sobre el oficio (S 914-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 61ª, en 17 de octubre de 2006.


Informe de Comisión:


Constitución, sesión 66ª, en 7 de noviembre de 2006.


Discusión:



Sesión 67ª, en 8 de noviembre de 2006 (queda para segunda discusión).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- En sesión del miércoles 8 de noviembre se efectuó la primera discusión respecto de la solicitud presidencial.



La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, informa a la Sala que en la proposición antedicha se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.



Cabe tener presente que el Senado debe dar su acuerdo a la solicitud con el pronunciamiento favorable de los tres quintos de sus miembros en ejercicio, esto es, al día de hoy, 23 votos.



Finalmente, en sesión del día 8 del mes en curso los Comités Radical Social Demócrata y Demócrata Cristiano solicitaron segunda discusión para la proposición de la Presidenta de la República.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la segunda discusión de la solicitud, tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar el oficio de la señora Presidenta de la República, de fecha 17 de octubre de 2006, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para designar Contralor General de la República al señor Pablo José Ruiz-Tagle Vial, en la vacante provocada por la renuncia del titular, señor Gustavo Sciolla Avendaño, aceptada con fecha 25 de julio de 2006.



El artículo 98 de la Constitución Política regula los requisitos y el procedimiento para el nombramiento del Contralor General de la República: ser abogado con al menos 10 años de titulación, haber cumplido cuarenta años de edad y poseer las demás calidades necesarias para ser ciudadano con derecho a sufragio. Su designación corresponde al Primer Mandatario, previo acuerdo del Senado adoptado por los tres quintos de sus miembros en ejercicio -como mencionó el señor Secretario-; dura ocho años en su cargo, no puede ser designado para el período siguiente y cesa en aquél al cumplir 75 años de edad.



La Comisión invitó al señor Ruiz-Tagle a exponer sus planteamientos sobre el organismo contralor -haré algunas reseñas de su presentación-, quien los dio a conocer a través de un documento denominado "Una Contraloría General de la República moderna al servicio de todos los chilenos".



En dicho texto el señor Pablo Ruiz-Tagle señala:



"Honorable Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores, tengo el honor de concurrir ante ustedes con el fin de tratar la proposición de mi nombre que la Sra. Presidenta de la República ha hecho para proveer el cargo de Contralor General de la República. En relación con esta institución clave, expondré un planteamiento que se refiere a la Contraloría General de la República moderna que necesitamos todos los chilenos. Éste se funda en los principios constitucionales de independencia y autonomía, probidad, transparencia, publicidad, responsabilidad y en el respeto a los derechos fundamentales. Estos principios son mandatos constitucionales que obligan a pensar de manera integrada el derecho constitucional y administrativo y las ciencias de la administración y la economía.



“La historia del control en el poder público se extiende incluso al período anterior a nuestra República. Esta función se moderniza a principios del siglo XX en la organización de la Contraloría General de la República de Chile que en su origen fue una recomendación de la misión Kemmerer, que tuvo por objeto asegurar la seriedad de la economía chilena. A la recomendación extranjera se agregó el control de la legalidad de los actos y decretos de la administración, lo que constituye quizás el rasgo más distintivo de nuestra institucionalidad chilena. Su trascendencia estratégica ha debido resguardarse, por tanto, con la autonomía necesaria tanto de los gobiernos de turno como del ámbito político en general. Ello sin perjuicio de que sus más altas autoridades -los Contralores, nombrados por el Ejecutivo- se han visto, una y otra vez, en conflicto con dicho poder (suscitando decretos de insistencia, e incluso, la remoción del Contralor durante el régimen militar). De lo que se deduce que esta tan mentada "autonomía" ha sido a la vez real, aunque también frágil, cuestión que, a mi juicio, debemos reforzar. En conclusión, precisamos de una nueva "modernización" de este ente contralor conforme a las realidades actuales, y aprovechando esta ocasión, se hace imperioso fortalecer aún más su desempeño autónomo de los restantes poderes del Estado.



"Entre las personas que se han ocupado de las funciones de control en nuestra historia, antes de la existencia de la Contraloría,” -prosigue  el abogado Ruiz-Tagle- “destaco los nombres de don Valentín Letelier y don Julio Philippi. Entre  quienes han servido al cargo de Contralor, independientemente de sus convicciones políticas y sin el ánimo de ser exhaustivo, destaco el nombre de don Humberto Mewes, quien a comienzos de la década del cuarenta, asumió como persona externa al servicio y devolvió al Presidente de la República que lo había nominado y a otras autoridades varios decretos por ser contrarios a la Constitución y las leyes. También este Contralor se destaca porque consiguió los fondos para construir el moderno edificio que es su sede principal y porque fue capaz de reclutar los mejores talentos jurídicos de su época.".



El señor Ruiz-Tagle destacó también al ex Contralor don Enrique Silva Cimma, quien introdujo los conceptos desarrollados por el Consejo de Estado Francés en la jurisprudencia administrativa chilena, tal como la doctrina sobre la desviación de poder, y su ejemplo personal de sobriedad dio sentido de servicio público a toda la administración del Estado.



Luego el señor Ruiz-Tagle expresa en su texto: 



“Hoy nuestra Carta Fundamental dispone que  la Contraloría General de la República participa en un sistema de control junto con muchos otros órganos. Del análisis de nuestro complejo sistema se concluye que debemos considerarlo como un todo integrado, donde la Contraloría cumple un rol, pero donde también hay otros órganos que son responsables y competentes y con los que es necesario coordinarse. Por eso, este planteamiento asume en primer término que debemos utilizar de manera diferenciada los instrumentos y técnicas que corresponde a cada sujeto controlado. Debemos tener en cuenta a este respecto que el gobierno central, es distinto en sus tareas a las municipalidades, y éstas por cierto se distinguen en sus funciones de las diversas formas que asume el Estado empresario y de las instituciones que usan los particulares para recibir fondos y recursos públicos. Sobre todos ellos recae la responsabilidad de la Contraloría, de cuidar la legalidad y el buen uso de los fondos públicos que son patrimonio de todos los ciudadanos.



“La segunda cuestión se refiere a la necesidad de reforzar la independencia y autonomía en toda la función específica de la Contraloría. Para ello es necesario tener presente que dicha autonomía deriva de su rango e independencia normativa constitucional, del sistema de nombramiento y remoción del Contralor y del respeto al principio de especialidad jurídica en el ejercicio responsable de la función de control. A este respecto propongo complementar las disposiciones constitucionales y legales que ya existen, con una reforma jurídica que modernice y adecue las funciones de la Contraloría, para que asegure su autonomía financiera y mejorar las remuneraciones de su personal. También, es necesario remover las dificultades e incongruencias  en el sistema de promoción y ascenso y reforzar las Contralorías Regionales que han adquirido cada vez más importancia por los recursos que están sometidos a su control. Se trata de encontrar un equilibrio óptimo entre la experiencia acumulada y la necesaria renovación que permita organizar un equipo de trabajo que esté motivado por el servicio público.”.



Además, el señor Ruiz Tagle señaló que la Contraloría está formada por aproximadamente mil 450 funcionarios, con 160 abogados, que son esforzados y honestos, y que requieren desarrollar mejor sus capacidades, particularmente en el caso de las personas que realizan control externo, los que deben ser capacitados en técnicas más modernas de control y auditoría.



Más adelante, el aspirante a Contralor añade: 



“En lo que se refiera a la publicidad y la transparencia de la organización de la Contraloría, es sabido que sus Divisiones trabajan en comités, que es necesario transparentar en cuanto a sus integrantes y funciones. También es necesario transparentar información de interés público en internet, que sea más amigable y útil a todos los ciudadanos.



“En cuanto a la responsabilidad y publicidad de los dictámenes,” –indicó- “puede agilizarse el tiempo en que son emitidos, junto con establecer de manera fundada y transparente los criterios que se tendrán en cuenta para extender de 15 a 30 días el plazo del trámite de toma de razón.”.



En relación con la probidad, el abogado Ruiz-Tagle señaló que “este principio no debe pensarse como superioridad funcionaria que se cree con derecho a imponer a los demás su punto de vista, sino como integridad y honradez en el obrar, que se identifica con la capacidad de sacrificar el beneficio individual en aras del interés público. Esta cualidad es muy necesaria en quienes asumen la responsabilidad administrativa. Para cumplir con este principio, deben establecerse plazos y procedimientos transparentes y públicos en la ejecución de todas las funciones de control que sean respetuosos de los derechos fundamentales de las personas afectadas y que despejen toda sospecha de arbitrariedad funcionaria.



“Existen muchas otras materias” (continuó el abogado Ruiz-Tagle) “sobre las que se pueden proponer reformas, algunas de las cuales requieren cambios legislativos, para las que se hace necesario trabajar en el contexto de un acuerdo entre el Gobierno y la Oposición. En otras materias, se trata de coordinar la acción de la Contraloría con las demás instituciones públicas o privadas o se trata de adaptar la jurisprudencia o la práctica administrativa a los principios constitucionales aquí propuestos. En definitiva, la independencia y la autonomía, la probidad y la transparencia, la publicidad, la responsabilidad y el respeto a los derechos fundamentales en que se funda este planteamiento son los pilares que permiten modernizar la Contraloría General de la República. Éste es un trabajo” -agregó el abogado propuesto- “que debe realizarse en equipo con los actuales funcionarios de la Contraloría y no contra ellos, y con la colaboración de los demás poderes del Estado y de todos los ciudadanos chilenos.”.



También concurrió a la Comisión la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Paulina Veloso, quien señaló que el Ejecutivo tuvo en vista tres elementos para postular a don Pablo Ruiz-Tagle al cargo de Contralor General de la República.



“En primer lugar,” -precisó- “la modernización del Estado es considerada como una necesidad crucial para el país. En ese proceso el rol de la Contraloría General de la República es central. Sin embargo, ella no ocupa un lugar adecuado en ese proceso de modernización, lo que amerita una corrección urgente y profunda. Ésta es la primera razón que ha movido a la Presidenta de la República a inclinarse por un candidato externo que tenga la capacidad de liderazgo para revertir esa situación.



“En segundo lugar,” -añadió la señora Ministra-  “se ha tenido a la vista el impresionante currículum del abogado Ruiz-Tagle, que incluye un doctorado en la prestigiosa Universidad de Yale, distinción que poseen menos de cinco profesionales del Derecho en nuestro país, lo que, sumado a su trayectoria docente y profesional privada, lo perfila como un candidato de jerarquía excepcional. Sobre el punto, la Secretaria de Estado destacó que en Chile, a diferencia de otros países de Latinoamérica, persiste aún cierto grado de permeabilidad para que los mejores talentos de la sociedad se interesen en la función pública, lo que permite al Estado contar con figuras de renombre en el campo profesional.



“El tercer factor que se tuvo a la vista” -prosiguió la señora Ministra- “es la probada independencia del señor Ruiz-Tagle, que asegura a toda la ciudadanía un recto cumplimiento de las misiones encomendadas por la Constitución Política de la República a la Contraloría. Observó que, al contrario de lo que la prensa ha sostenido en forma infundada, el abogado propuesto por la Jefa de Estado no tiene ninguna vinculación o dependencia respecto del Gobierno y no existe elemento alguno que indique lo contrario.”.



Luego, los miembros de la Comisión formularon varias preguntas al señor Ruiz-Tagle, las cuales se encuentran contenidas igualmente en el informe, junto a las respuestas respectivas.



Finalmente, dicho órgano revisó los antecedentes relativos a este asunto y constató que el procedimiento seguido se ha ajustado a las prescripciones constitucionales sobre designación de Contralor General de la República y que se han cumplido los requisitos exigidos por el artículo 98 de la Carta Fundamental.



En virtud de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de sus miembros (Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, Muñoz Aburto y Gómez) tiene el honor de informar a la Sala que en la proposición para nombrar a don Pablo José Ruiz-Tagle Vial Contralor General de la República se ha dado cumplimiento a los requisitos, formalidades y procedimientos previstos por el ordenamiento jurídico vigente.



Ésa es la información que quería entregar, señor Presidente, la cual también se encuentra contenida en el documento que Sus Señorías tienen sobre sus escritorios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Ministra.

La señora VELOSO (Ministra Secretaria General de la Presidencia).- Gracias, señor Presidente.



Producto de la reforma constitucional del año 2005, la discusión y la votación de la propuesta de la señora Presidenta para designar al Contralor General son públicas. Ésta es la primera vez que eso ocurrirá. En 1997 y 2002 las sesiones fueron secretas. Por lo mismo, el Gobierno quiere dejar claramente establecidas las razones de su decisión.



La Constitución dispone que corresponde al Primer Mandatario proponer al Senado quién va a ser Contralor General de la República. Al Senado le toca prestar o negar su consentimiento, de acuerdo con los artículos 98 y 53, Nº 5), de la Carta Fundamental. En esas dos normas constitucionales se hallan definidas las potestades de cada uno de los órganos que intervienen en el nombramiento.



Conforme a dicho texto constitucional, no procede que el Ejecutivo vote, ni que el Senado proponga nombres. La Constitución opta por un acto complejo para la designación de esta alta autoridad al establecer que intervienen dos órganos del Estado. 



El hecho de que el Ejecutivo tenga que hacer la propuesta no significa, sin embargo, que se descarte un proceso previo de conversación. De hecho, aquí lo ha habido. El Gobierno conversó con todos los sectores y escuchó sus opiniones, no una, sino muchas veces. Luego tomó una decisión y envió su propuesta. Ahora lo que corresponde es que el Senado resuelva.



El nombre planteado por el Gobierno no ha sido improvisado. Además de conversar con todos los sectores, buscamos una persona de excelencia, que contara con un currículum destacado e irreprochable. 



Se está designando a quien ocupará una alta magistratura en nuestro sistema constitucional. 



Estamos conscientes de que esta designación se da en una coyuntura muy especial. No obstante, el Contralor que se nombre va a exceder el mandato del actual Gobierno. La Constitución establece que la duración en el cargo es de 8 años. Antes de la reforma del 2005, era hasta que se cumplía los 75 años. Por lo mismo, no se trata de un Contralor para este Gobierno. De ahí que no sea correcto tomar una decisión pensando sólo en la actual situación y en los próximos 3 años. 



La Constitución Política exige sólo tres requisitos para nombrar al Contralor: que sea abogado; que haya cumplido 40 años de edad, y que tenga a lo menos 10 años de ejercicio profesional. 



Como se observa, la Carta Fundamental no ordena que el propuesto sea funcionario de la Contraloría; tampoco lo descarta. Pero no se trata de un cargo de carrera. A Contralor no se llega por ascenso ni por concurso, sino mediante una designación en la cual intervienen el Ejecutivo y el Senado.



El Gobierno ha señalado reiteradamente la necesidad de designar a una persona de prestigio, con gran solvencia jurídica y reconocimiento de la comunidad jurídica, además de ser políticamente independiente y capaz de liderar el proceso de modernización de la Contraloría que todos esperamos.



El candidato propuesto por la señora Presidenta, señor Pablo Ruiz-Tagle, cumple sobradamente tales requisitos. Tiene 47 años de edad y 22 de ejercicio profesional. Es abogado de la Universidad de Chile y doctor en Derecho de la Universidad de Yale, una de las más prestigiosas del mundo y primera en el ranking de Estados Unidos. Además es profesor de dos cátedras en una de las escuelas más importantes del país, como es la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, donde imparte los cursos de Derecho Constitucional y de Introducción al Derecho, que constituyen la base del Derecho Administrativo. Nadie puede discutir, en consecuencia, su sólida formación jurídica. En los últimos 30 años, sólo don Arturo Aylwin tuvo una experiencia académica semejante -no igual- a la del señor Ruiz-Tagle.



El candidato posee asimismo la juventud necesaria para imprimir al cargo entusiasmo y dedicación. Todos saben que los últimos Contralores permanecieron por breve tiempo en sus funciones. Don Arturo Aylwin lo hizo entre 1997 y 2002; don Gustavo Sciolla, entre 2002 y 2006. Hace casi nueve años que un Contralor no dura un período completo en el cargo, es decir, 8 años. Y el señor Ruiz-Tagle puede estar todo ese tiempo. Ello permite tener una visión de largo plazo para emprender las reformas que todos esperamos.



El profesor Ruiz-Tagle tiene también experiencia en gestión. A él le correspondió la alta responsabilidad de reorganizar y hacer funcionar la Escuela de Graduados de la Universidad de Chile, para lo cual, además de las tareas administrativas, tuvo que coordinar a los académicos. Y realizó dicho trabajo con liderazgo, brillo y distinción.



Por otra parte, también le ha tocado abocarse a asuntos de gestión interna de su estudio jurídico.



En definitiva, por su sólida formación jurídica, su independencia política, su liderazgo, su capacidad para llevar adelante un proceso de modernización de la Contraloría que resulta indispensable para el siglo XXI, estimamos que el señor Ruiz-Tagle cumple con creces los requisitos que la Constitución exige para el cargo de Contralor, y tiene virtudes que lo hacen un candidato ideal.



Por lo tanto, llamo al Senado, en nombre de la Presidenta de la República, a prestar su consentimiento para que don Pablo Ruiz-Tagle Vial sea designado Contralor General de la República por el período 2006-2014.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, no cabe duda de que la decisión de proponer el nombre de una persona para que ocupe el cargo de Contralor General de la República corresponde a la Primera Mandataria.



Quiero partir expresando que en lo personal no tengo inconveniente alguno en que se designe a un funcionario de la Contraloría o a alguien que no pertenezca a ella. Lo importante es que las personas cumplan los requisitos para llevar adelante la gran tarea que requiere el órgano contralor.



Y más allá de la necesidad de ampliar la planta y aumentar los recursos de la Contraloría, se precisa llevar a cabo un cambio mucho más drástico.



En efecto, hoy estamos en condiciones de avanzar para contar con un Tribunal de Cuentas, con un Tribunal Contencioso Administrativo, con un Instituto de Políticas Públicas, como existe en Inglaterra; entre otros temas que debiésemos abordar.



Por lo tanto, me habría gustado que, junto con el nombre del postulante, hubiésemos tenido mayor oportunidad de debatir cuál debería ser, en un país moderno, el rol de la Contraloría. Además, a mi juicio, se necesita una auditoría que permita a los servicios públicos y a los Ministerios llevar adelante medidas preventivas, a fin de evitar situaciones complejas.



En resumen -insisto-: la facultad de proponer al Contralor es de la Presidenta de la República y el nombramiento debe ratificarlo el Senado.



Como miembro de la Comisión de Constitución, Legislación, y Justicia tuve la oportunidad de escuchar con mucha atención al señor Ruiz-Tagle, a quien no había visto nunca. Y quedé gratamente impresionada de sus condiciones, de sus muestras de independencia, de su capacidad, de su decisión de llevar adelante cambios, que no son fáciles, al interior de una institución como la Contraloría General de la República 



Al mismo tiempo, pude valorar el currículum del señor Ruiz-Tagle, quien, además de ser doctor de la Universidad de Yale -como señaló la señora Ministra-, se ha desempeñado como docente en universidades importantes.



Resulta significativo destacar un elemento no menor que lo caracteriza, sobre todo para quienes están aquí presentes y practican la docencia: el señor Ruiz-Tagle, además de ser calificado en varias oportunidades como el mejor profesor, simultáneamente fue elegido como tal por los propios estudiantes.



El señor Ruiz-Tagle trabaja, adicionalmente, en un estudio jurídico particular, y todos sabemos cuál es el ingreso del Contralor General de la República. Por eso, deseo valorar, especialmente en estos días, en que personas del sector privado, que disfrutan de un buen pasar, que pueden desarrollar allí una carrera profesional brillante -como él lo está haciendo-, tengan la disposición de entrar al servicio público.



Señor Presidente, estimo que nosotros debemos ser capaces de transmitir una señal muy positiva para que ojalá a la Administración Pública puedan ingresar personas de la calidad exhibida por el señor Ruiz-Tagle. Ése es un gesto fortísimo que debemos hacer en el Senado.



Por lo tanto, apoyo la propuesta de la Primera Mandataria para designar Contralor General de la República al señor Ruiz-Tagle.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ofrezco la palabra.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, ¿habrá posibilidad de fundamentar el voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por supuesto.



Tiene la palabra el Honorable señor Zaldívar

El señor ZALDÍVAR (don Adolfo).- Señor Presidente, sin lugar a dudas, estamos en presencia de una proposición realmente excepcional. Las condiciones y los méritos académicos del señor Ruiz-Tagle nadie los puede discutir. Más aún, deseo afirmar que, desde toda perspectiva, él reúne condiciones que van más allá de lo meramente profesional.



Pero aquí no estamos -y la Constitución tampoco nos pide que lo hagamos- ponderando las condiciones técnicas profesionales de una persona. Lo que debemos hacer es pronunciarnos desde el punto de vista político. Nuestra calificación es política, no de otra naturaleza. Y así tiene que ser. Y nadie se puede molestar por ello; menos aquel a quien hoy día nos presentan como el más adecuado para el cargo de Contralor.



En tal sentido, debemos efectuar esa calificación política más allá de lo que pueda significar un respaldo al Gobierno o estar en la Oposición. Ése no es el problema que nos ha de preocupar. Lo que nos tiene que inquietar es cómo fortalecemos el Estado de Derecho. Porque el Estado de Derecho es fundamental si se quiere una democracia en plenitud. Y esto va más allá de las ocasionales mayorías o minorías.



Y quien desempeñe el cargo de Contralor General de la República está llamado a cumplir una función de enorme importancia para controlar debidamente el poder y evitar que éste sea excedido por el que lo ejerce. Lo que se pretende realmente es que la soberanía del pueblo se exprese en las instituciones, no de cualquier forma, sino que cumpliendo con las formalidades y exigencias legales, para que más que de “poder” hablemos de “autoridad”.



Por eso, deseo definirme claramente en esta materia. Y, más aún, quiero plantear a mis Honorables colegas que es bueno que empecemos a reflexionar también sobre la forma como hemos venido tomando algunas decisiones.



Hoy, personalmente deseo afirmar en el Senado que en lo sucesivo mi voto y mi adhesión sólo los entregaré cuando esté plenamente convencido de qué es lo mejor, o si la persona a elegir es la más adecuada para ejercer un cargo de autoridad.



En tal sentido, lo que quiero afirmar hoy es que, políticamente, no me parece conveniente ni prudente que se nos proponga un nombre que no venga de las filas de Contraloría. Porque estamos viviendo -y no nos engañemos- una situación difícil. Hay hechos públicos no menores que tienen conmovida a la población, a la opinión pública. Y debemos dar una muestra de que vamos a fortalecer las instituciones de tal modo que a nadie le quepa duda, más allá de las palabras -porque puede haber muchas palabras, pero si no van acompañadas de acciones de nada sirven-, de que se esclarecerán tales hechos, de que se establecerán las responsabilidades y de que la ley va a ser igual para todos los chilenos.



Por eso, me parece más conveniente una forma distinta de la elegida. No estoy por rechazar a determinada persona. Pero sí puedo decir que, para las circunstancias actuales, la que se nos propone no es la más adecuada.



En consecuencia, creo que el Gobierno debe abrirse a considerar un nombre que implique una opción distinta, no sólo para superar la situación ahora existente, sino también para permitir que nuestras instituciones caminen seguras en el respeto y la adhesión que genera el hecho de que las cosas se lleven a cabo de una forma en que no haya niveles diferentes ni privilegios para nadie.



Señor Presidente, excúseme por sostener algo que en esta hora no me parece menor. Aquí no pueden existir mayorías de un lado y otro. Lo único válido es qué resulta mejor para el país, para las instituciones. Ésa es la única mayoría que hoy día debe contar.



En el pasado vimos cómo en Chile algunos buscaron disponer de tribunales, cortes o contralorías de algún modo manejables. No digo que eso sea lo de este momento. No. Al contrario. Pero me preocupa lo que de ello pueda quedar.



Antes, cuando se actuó así y se subordinó a la Corte Suprema y a la Contraloría General de la República, se provocó un daño inmenso. Y ese daño se produjo por caer en la tentación de tener el poder más allá de lo debido. El poder tiende a corromper. Y el poder absoluto corrompe absolutamente.



Por eso, en instantes en que no tengo dudas acerca de qué es mejor y porque soy partidario del Gobierno; porque quiero que, en la opinión pública, nadie abrigue dudas; porque quiero que la actual Administración alcance el mayor de los éxitos, y porque quiero fortalecer el Estado de Derecho -éste me parece vital; es, quizás, la mayor aspiración si deseamos construir un país donde las instituciones tengan el peso que les corresponde en una democracia, por la autoridad que encarnan-, no puedo aprobar el nombramiento que se nos propone y ejerzo legítimamente el derecho que me da la Constitución para sostener lo que estimo mejor.



Y espero, señor Presidente, que ese planteamiento sirva también para que mañana, ante un  nombramiento en la Corte Suprema, por ejemplo, no estemos definiendo entre un futuro ministro partidario de la Oposición y otro partidario del Gobierno.



En cada caso debemos tener capacidad e independencia para buscar a la persona más adecuada. Y ahí no va a ganar la Oposición ni el Gobierno, sino el país; la gente confiará en las instituciones, y los jóvenes, las futuras generaciones, verán en la política algo noble y no serán espectadores de ajustes menores acerca de qué conviene más a tal o cual mayoría o minoría circunstancial.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a nadie escapa la importancia que en nuestro país tienen la Contraloría General de la República y, por lo tanto, muy en particular, el Contralor, persona que está a cargo de ella y tiene la responsabilidad de conducir, en el desempeño de sus funciones, al equipo humano que la integra.



Dichas funciones, por mandato constitucional, son de la más alta trascendencia y relevancia. Es de responsabilidad del referido órgano ejercer el control de la legalidad de los actos públicos. Por consiguiente, si hay alguna pieza clave para ejercer el control del Estado de Derecho en Chile, es precisamente la Contraloría, que vela porque la totalidad de los actos de la Administración, en todas sus reparticiones, se apegue al orden jurídico vigente.



Como si lo anterior no fuera suficiente, corresponde a la Contraloría la fiscalización del ingreso y la inversión, en general, de los gastos de los fondos fiscales -de todos los chilenos- en los distintos ámbitos de los órganos del Estado.



La creciente disponibilidad de recursos, el incremento del Presupuesto de la Nación, que ha sido cuantioso en los últimos años, obligan en consecuencia a ejercer esa tarea con especial acuciosidad, para evitar el despilfarro, la dilapidación o la apropiación indebida de los dineros públicos, que tienen un objetivo muy importante, pues sirven los fines del Estado, los fines del bien común.



Adicionalmente, la Contraloría tiene como responsabilidades el examen y revisión de las cuentas de todas las entidades públicas, la contabilidad general de la Nación. Y, por cierto, es el órgano encargado de verificar, a través de sumarios, de investigaciones, las posibles irregularidades o incumplimientos en que incurran autoridades y funcionarios públicos durante el desempeño de sus funciones.



Es, pues, una entidad de la mayor connotación pública. Por ende, el nombramiento del Contralor, de su titular, adquiere una singular importancia.



El desarrollo y, en particular, la forma vertiginosa en que ocurren tales hechos en el tiempo actual, sobre todo en los últimos años, plantean la necesidad de una modernización de la Contraloría General de la República. Sin embargo, hay iniciativas que descansan sin tener el impulso indispensable para llevarla a cabo. Y el proceso de nombramiento de un nuevo Contralor, por cierto, debiera ir acompañado de la voluntad de todos por asegurar la modernización en su trabajo, lo cual -insisto- torna particularmente relevante a quien sea designado en ese cargo.



De igual manera, el incremento de las irregularidades e incluso de actos de corrupción, de los cuales hemos sido testigos, exigen una revisión especial de los procedimientos, de las atribuciones y de la forma como se hace carne la seguridad de que nadie puede estar amparado ante situaciones irregulares y de que nadie puede romper la voluntad de los chilenos de que las platas se destinen a los fines que conocemos y de que los responsables de tales conductas sean sancionados.



Lamentablemente, no siempre ocurre así. En los últimos años de la historia de nuestro país han acontecido episodios ingratos donde no se aprecia que hechos como aquéllos hayan llegado a feliz término. La Contraloría ha realizado un esfuerzo importante para lograrlo y, sin embargo, sus resultados aún dejan insatisfechos a los chilenos. Por eso, es imprescindible que en este proceso aseguremos una renovación que garantice a todos los ciudadanos que vamos a elegir a un Contralor que se halle a la altura de las circunstancias.



¿Qué pedimos de un Contralor General? Que sea una persona de la más alta calidad profesional y técnica, con especial experiencia y conocimiento en los procesos específicos que deben llevarse adelante en una institución como la señalada. Ésta no es una cuestión de conocimientos generales, o de cultura, o, simplemente, de altas calificaciones intelectuales. Para asumir las tareas pertinentes se deben tener conocimientos específicos, determinados oficios.



Adicionalmente, se requiere una persona intachable en lo personal, pues necesitamos tener seguridad respecto de la idoneidad moral de quien se hará cargo de las labores correspondientes.



Por último, hay un aspecto extraordinariamente relevante: necesitamos una persona de verdad independiente. Las tareas de la Contraloría General exigen que quien esté a su cargo sea capaz de resistir las inevitables presiones de que puede ser objeto por parte de los sectores más variados, y en particular de aquellos en los que recae su acción. Por lo tanto, la independencia de la persona propuesta, en especial su independencia política, ha de considerarse esencialmente en el nombramiento.



Por ello, cuando la Presidenta de la República ejerce la atribución constitucional de proponer a una persona para que ocupe el cargo de Contralor -el Senado puede aprobarla o rechazarla- y tenemos la oportunidad de conversar con ella, nos llama poderosamente la atención el que en la búsqueda de un candidato se haya seguido un camino que para nosotros está bastante lejos de lo deseable o de lo que conviene a la entidad en cuestión.



En efecto, desde el primer momento las autoridades del Ejecutivo negaron toda posibilidad de que la persona designada proviniera de la propia Contraloría, en circunstancias de que aquel que ha trabajado 20, 30, 40 o más años en este organismo, con independencia de su postura política -por cierto, la tendrá a la hora de ir a las urnas a votar por alguien- y con la autonomía que lo hace prescindir de sus opciones en dicho ámbito durante el desarrollo de sus labores, nos da garantías a todos -Gobierno y Oposición, de un sector u otro, de una corriente política o de otra, de una filosofía jurídica o de otra- de que ejercerá el cargo de Contralor con la debida probidad, con ajuste a la legalidad y con prescindencia de toda presión de que pueda ser objeto.



Ese criterio no fue aceptado por las autoridades de Gobierno. Es más: los nombres que en todo momento surgieron tenían más bien una sensibilidad que los acercaba siempre a las autoridades dirigentes, a la coalición oficialista, cuestión que, con mayor razón, nos hizo pensar que el procedimiento, que el camino, que los criterios del Gobierno -y está en su derecho; porque no podemos imponerle una visión o una perspectiva distinta- eran diferentes de los nuestros.



Mi impresión, señor Presidente, es que subyace en la mentalidad de algunas autoridades gubernamentales la idea de que el Contralor es más bien un funcionario de Gobierno que un hombre de Estado; de que se trata de un cargo de confianza de la autoridad de turno y no de un cargo que debe ser de la confianza de todos los chilenos. Y esto, a mi juicio, hace la diferencia fundamental en la aproximación de cómo debemos sacar adelante el nombramiento que nos ocupa.



Hemos dicho a las autoridades oficialistas que, si nosotros estuviésemos en el Gobierno, nos preocuparíamos en forma especial de que la persona nominada para ocupar el cargo de Contralor viniese propuesta, ojalá, por las filas de la Oposición. Porque si uno tiene la certeza de que el elegido actuará conforme a Derecho y quiere hacer las cosas bien, el mejor testimonio que puede dar al país es el de que quien va a ejercer la labor contralora sea, públicamente, alguien que no tenga ninguna vinculación -ni siquiera asomo- con el Ejecutivo. Es, por lo demás, una garantía propia. Porque, como nadie está libre de que alguien se salga de la línea, el Contralor puede ser la autoridad que ponga al funcionario pertinente dentro de ella, para evitar que se cometan muchos actos de corrupción y que se genere una descomposición moral en el país.



Por lo tanto, hay además una conveniencia desde el punto de vista político para los gobernantes en el hecho de que quien ejerza el cargo en cuestión sea a todas luces una persona totalmente independiente del Gobierno que la propone.



Nuestra impresión de las conversaciones sostenidas es que la que planteamos no es la manera como las actuales autoridades del Ejecutivo consideran que se debe designar al Contralor General de la República. 



Por eso, independiente de la persona sugerida en esta oportunidad -su trayectoria académica es muy destacada, intachable; y, desde luego, en lo personal, también lo es-, no nos parece estar ante un procedimiento que permita darnos garantías de un Contralor que cumpla las exigencias que a nuestro juicio deben imponerse, precisamente por la importancia de las tareas que competen al órgano de que se trata en el control del Estado de Derecho de nuestro país.



Lamento informar que, por lo expuesto, no podemos respaldar la propuesta que hace la Presidenta Bachelet en esta oportunidad.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, la Contraloría, desde 1973 hasta 1980, sobrevivió en el cumplimiento meramente formal de su rol, pero sin hacerlo valer en la práctica.



A través de la resolución Nº 600, de 31 de julio del mismo año, levantó su bandera de rendición ante el Ejecutivo de la época, produciendo un escandaloso vuelco interpretativo en relación con el control previo de legalidad.



Conforme a la ley Nº 10.336, de 1964, el Contralor General estaba facultado para eximir del trámite de toma de razón los decretos o resoluciones sobre materias que considerara no esenciales, como licencias, feriados, permisos con goce de sueldo y otros asuntos similares.



A partir de la mencionada resolución, transformó en general lo que debía ser excepcional. Por esta vía quedaron sin control previo cuestiones de tanta importancia como expulsiones del territorio nacional, prohibición de ingreso al país, cancelaciones de nacionalidad, y otras de gran significación en el campo de los derechos humanos.



Quiero leer un texto muy breve del Informe Volio -del Relator Especial de la ONU del mismo apellido- a la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas: “Esta lamentable y perjudicial mengua del poder de vigilancia de la legalidad, propio de la institución llamada a realizarla con plena autonomía, quedó patente en el ánimo del Relator Especial al escuchar el relato de sus funciones y la interpretación que de ellas hicieron el Contralor y el Subcontralor” -de ese momento- “cuando los visitó. Dieron la impresión de desánimo ante la realidad imperante en su esfera de competencia.”. 



Por otro lado, señor Presidente, el hecho gravísimo de que la propia Contraloría produjo un atropello incalificable a lo que determina su ley orgánica y que durante todos estos años, por inercia, haya continuado en el mismo enfoque ha dado lugar a consecuencias que vamos a hacer del conocimiento público en su momento, porque no es éste el instante más apropiado.



Sin perjuicio de ello, es indiscutible que para ejercer el cargo de Contralor General de la República se necesita experiencia en la Administración del Estado. Y, desde el punto de vista académico, la formación debe estar asentada, a lo menos, en dos pilares básicos: el conocimiento del Derecho Administrativo y el de las ciencias de la Administración.



El candidato propuesto,  señor Ruiz-Tagle, es un excelente constitucionalista y, por cierto, ha brillado en su campo; pero no necesariamente posee las características que le permitirían desempeñarse con entera eficacia al instante mismo de asumir sus funciones.



Aquí se hizo mención del ex Contralor Mewes. Él fue, efectivamente, uno de los dos candidatos extraños a la Contraloría que en su minuto el Ejecutivo de la época propuso al Senado. Pues bien, el señor Mewes, con todo lo talentoso y profundamente conocedor de los aspectos académicos compatibles con su función que era, demoró dos años en tomar genuino conocimiento y control de las materias acerca de las cuales tenía que pronunciarse.



En el país hay un clima institucional delicado. La sensación térmica de corrupción va mucho más allá de los indicadores objetivos. Precisamente por eso, por respeto a la sensibilidad de la opinión pública y de la ciudadanía, es indispensable no dar la más mínima señal de que se pretende, de algún modo, menoscabar los dos principios básicos en  que se asienta la función contralora: independencia y autonomía.



La corrupción soltó amarras con una pragmática afirmación del líder chino Deng Xiaoping: “No importa que el gato sea negro o blanco; lo que importa es que cace ratones”. 



Esta receta parece ser brutalmente contagiosa para quienes visitan el gran país asiático…

El señor NÚÑEZ.- Fue Mao Tse-Tung, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Así es.

El señor ÁVILA.- Algunos colegas que ya han sepultado los libros de Marx, de Lenin y de Mao me hacen una observación, pero que es equivocada.

El señor FLORES.- ¡Lo apoyo, Su Señoría!

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, durante la relación efectuada por el Senador señor Gómez, Presidente de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, en ninguna parte escuché que el señor Pablo Ruiz-Tagle se refiriera al aspecto crucial que he abordado. Si  hubiere dicho que la misión que se imponía era restablecer la legalidad en la propia Contraloría, mi voto habría sido de apoyo. Pero no hubo mención alguna sobre el particular. 



Por otro lado, para la persona que se proponga de aquí en adelante, ése ha de ser el test básico. Porque el organismo contralor debe ser autocrítico respecto de la labor desarrollada durante todos estos años, debido a los miles de decretos y resoluciones que hoy se encuentran en plena vigencia y que, en su minuto, debieron tal vez ser rechazados en el acto de toma de razón. Hay que hacer una revisión integral de todo lo que ha significado esto que denominé “el vuelco interpretativo” por parte de la Contraloría.



En los próximos días, ojalá surja el nombre de una persona que otorgue plena garantía de que tales aspectos se cumplirán a cabalidad y que, además, tenga la virtud de poner rápidamente en práctica un proceso de modernización que ya viene dándose de forma interna en dicho organismo, pero que requiere a alguien que lo implemente con eficacia para ponerlo a tono con las necesidades que hoy tiene el Estado chileno.



Un momento atrás el Honorable señor Adolfo Zaldívar me  observó que hace una década el Presupuesto de la nación era del orden de los 5 mil y tantos millones de dólares y hoy estamos estudiando uno que sobrepasa los 28 mil millones.



Entonces, nos encontramos ante un desafío extraordinario.



Sin embargo, mientras se evaporan los principios de probidad, de ética en el ejercicio de la función pública, campean en el aparato del Estado, digitados desde afuera, los operadores encargados de producir beneficios, sean partidarios o personales.



Ahí existe un espectro lleno de deficiencias que es preciso abordar en forma individual, para que de una vez por todas recuperemos la fe en las instituciones públicas y el país pueda avanzar, liberado del estigma de la corrupción, a las cotas de desarrollo que efectivamente merece. 



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, pocas veces en Chile se ha hecho el ejercicio realizado hoy día para analizar qué Contraloría queremos y, por ende, qué Contralor debiera encabezar dicho organismo. Pocas veces, también, ha habido un escenario tan especial, tan particular como el que hoy día vivimos.



Tenemos que colegir que esto no se trata sólo de una propuesta -sin duda, el Ejecutivo posee la facultad de presentarla y el Senado, de aprobarla o rechazarla-, sino de entender en profundidad cuál es la señal que hoy estamos dando a todos los chilenos.



La Contraloría General de la República -aquí se ha señalado con acierto y con fundamento- tiene una tradición administrativa honesta. Al respecto, nadie puede afirmar lo contrario.



Sin embargo, también es importante saber cuál es el rol que dicha entidad ha venido jugando en los últimos setenta años.



Por ello, a través del análisis hecho por don Rodrigo Moraga -quien lo asesoró durante tantos años, señor Presidente, en funciones de auditoría durante su Gobierno-, quiero exponer algunas ideas que él advirtió acerca del rol de la Contraloría.



El señor Moraga sostiene que, para que los pronunciamientos y actos de la Contraloría General de la República resulten confiables para los ciudadanos, dicho órgano superior de control debe estar dotado de dos características, de dos independencias: “a) Independencia jerárquica respecto del Poder Ejecutivo […] y b) Independencia funcional respecto de los actos objeto de su fiscalización”.



Añade que “No es posible ser responsable de la Contabilidad de la Nación y al mismo tiempo ser Auditor Externo del Gobierno y de los Municipios. No hay antecedentes de que esto sea una práctica en América Latina, menos en el mundo desarrollado”.



Agrega que hoy tenemos una Contraloría en la cual “por defecto sus recursos están mayoritariamente destinados a darle asesoría legal al gobierno [de turno], revisando y aprobando sus actos administrativos. Llevando su Contabilidad y, además, actuando como tutor técnico del control interno de dichos actos”.



Y se pregunta: “¿Cómo, a continuación, se puede opinar con independencia respecto de las actuaciones del sector público si la Contraloría misma ha estado involucrada en la génesis de los actos que pretende enjuiciar?”.



Éstas son preguntas reales, válidas, planteadas a raíz de un escenario que no creamos nosotros, sino que se ha venido gestando en estos últimos años.



El país advierte hoy con mucha claridad y, por desgracia, con mucha desazón, los constantes actos y casos de falta de probidad y transparencia, que hacen indiscutiblemente necesaria la acción decidida de todos los Poderes del Estado para sancionar de acuerdo con sus competencias y formular propuestas concretas en sus diferentes niveles, a fin de impulsar una gran política que ha estado ausente: la de la ética pública.



Y la Contraloría General de la República debiera tener la primera palabra y fijar la primera posición en esta gran política de ética pública, que todos los sectores, transversalmente, están hoy pidiendo a las autoridades y exigiéndose a sí mismos.



Por momentos, los chilenos llegamos a pensar que nuestra cultura política está destinada a los “vivos”, a los mandantes de los mandados -y parafraseo a un señor Senador que ha sido muy lúcido en estas materias en los últimos días-, a aquellos que ganan. Y esto naturalmente lleva a que se generalicen las maniobras, las trampas, los engaños, con tal de alcanzar el poder. La ética parece lejana y casi incompatible con la política. Más aún ahora que el país, como ya lo señalé, asiste a un destape de corrupción a niveles jamás imaginados. Es cuestión de leer en “El Mercurio” de hoy a un ex Ministro referirse a los operadores políticos en un Estado corrupto.



Para algunos la ética parece inconciliable con la política; por tanto, habría que optar por una u otra. Sin embargo, siento que ésa no es la alternativa. Creo que es perfectamente posible trabajar en política y, al mismo tiempo, actuar con la ética necesaria.



Con la misma convicción, pienso que hoy día se nos presenta un tremendo desafío. 


No tenemos nada en contra de la persona propuesta; no hay ningún inconveniente respecto de su trayectoria académica. Sin embargo, nos parece esencial determinar qué va a dirigir en este escenario alguien con tantos pergaminos. Para él esta función sería un suplicio si no cuenta con la voluntad política para transformar la Contraloría en un verdadero tribunal, que coloque el fortalecimiento del control al nivel que Chile lo requiere hoy.



En ese aspecto, no tenemos inconveniente en conversar, señora Ministra. Siempre estamos abiertos a ello. Y resulta muy positivo que Su Señoría lo haya manifestado ahora, porque a veces sentimos que se propone un nombre al Senado sin haber tenido una conversación profunda -no de pasillo, sino profunda- sobre qué Contraloría queremos tener y qué señal deseamos dar al país.



Nosotros queremos un organismo completamente modernizado, independiente y, en particular, con un Contralor que trabaje en equipo, a fin de que se aproveche la experiencia y la voluntad para impulsar y fortalecer una institución que, por desgracia, ha estado siempre en el último lugar de las prioridades para recibir los recursos que le permitan tener los elementos mínimos indispensables para cumplir la función modernizadora en términos realmente posibles.



Pero hoy, desafortunadamente, no se dieron esas condiciones y requisitos.



Por ello, creemos que las conversaciones deberían ser en verdad profundas.



Como dijo el señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra, el país no cuenta con el tiempo necesario para que alguien trate, durante un par de años, de insertarse en una organización a la que hoy se le exige estar a la cabeza en estas circunstancias.



No voy a respaldar la propuesta del Ejecutivo.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me parece que los esfuerzos por presentar este debate en un tono aséptico, como mera discusión sobre los intereses del Estado, son un intento infructuoso, porque en el fondo hay un gran tema político.



La Oposición se ha puesto como objetivo impedir que la Presidenta designe al Contralor General de la República. De manera sistemática ha operado en ese sentido. Es más, creo un deber, por la persona de Pablo Ruiz-Tagle, referirme a lo que él expresó en la Comisión cuando desestimó los reparos que injustamente se le hicieron y que, en definitiva, ni el país ni el resto de los señores Senadores conocieron.



Considero en extremo injustas las críticas del Honorable señor Larraín. Porque, en un argumento que considero contradictorio y torpe, Su Señoría señaló que se requiere alta calidad técnica, experiencia, conocimiento específico, que la persona sea intachable en lo personal e independiente. Tal vez como sucede en la Unión Demócrata Independiente, donde todos los candidatos conocidos que lleva a las elecciones como independientes terminan militando en ese partido.



Y creo que lo hecho por los Diputados Moreira y Uriarte al visitar a quien en la actualidad se desempeña como Contralor subrogante constituye un intento por instrumentalizar al organismo que esta última persona encabeza.



Nosotros no queremos que la Contraloría General de la República sea instrumentalizada, ni por el Gobierno ni por la Oposición. 



En ese sentido, aquí claramente hay un debate político.



Respeto el derecho de la Oposición a impedir que el Ejecutivo designe al Contralor, generando un clima tal que da la impresión de que la entidad carece de dirección o se encuentra acéfala. Sin embargo, no puede dejar de llamarme la atención la incoherencia de primero pedir que el candidato reúna todas las variables que se han mencionado y luego decir que la fórmula adecuada es que lo nombre la Oposición. ¡Eso sí que es contradictorio! Porque esto último se traduciría, en verdad, en un Contralor político.



Por lo tanto, la propuesta del Senador señor Larraín no se concilia con todos sus argumentos acerca de la transparencia, independencia, alta calidad técnica y experiencia del nominado, porque en último término se trataría de un político designado por la Oposición. ¡Ello no resulta coherente!



Respecto del Senador señor Romero, debo expresarle -por su intermedio, señor Presidente- que Chile no es un Estado corrupto. Nuestros funcionarios públicos no son corruptos. El hecho de que algunos lo sean  no mancha la dignidad de la inmensa mayoría de esos servidores. 



Creo que quienes callaron cuando las empresas del Estado se vendían a precio vil en el proceso de privatización y el que gobernaba en ese instante se enriquecía y depositaba en cuentas bancarias en el extranjero; que quienes callaron y no hacían mención de la Contraloría ni pedían certificados para que Sergio Fernández fuera Contralor durante la dictadura, en 1977, no tienen autoridad moral hoy día para exigir transparencia. En efecto, guardaron silencio cuando se nombraba a miembros del clan íntimo del General Pinochet para llevar adelante una Contraloría que no daba garantías a nadie, fundamentalmente porque no existía Estado de Derecho. 



Siento la obligación de explicitar que después de esta votación la Oposición tal vez habrá logrado su objetivo. ¡No vamos a reunir el quórum requerido!



Respeto la opinión tanto del Senador señor Zaldívar cuanto del Honorable señor Ávila. No obstante, pienso que en su argumentación faltó algo esencial: el cómo resolver esta situación ahora. Porque deseamos una Contraloría con dirección.



En seguida, señor Presidente, haré una breve reseña de lo expuesto por Pablo Ruiz-Tagle en la Comisión.



Al concurrir a ella, aclaró: “yo no he respondido las acusaciones que se han hecho sobre mi persona en los medios,” -¡es algo importante, porque no se dejó llevar por la tentación de contestar las imputaciones de la Derecha!- “por respeto a la institución del Senado, que es de acuerdo con nuestra Constitución la instancia donde corresponde tratar estos asuntos. Y por eso mismo, ahora quiero hacerme cargo de los argumentos esgrimidos por quienes sin siquiera oírme han negado mi independencia, y han dicho injustamente que estaré subordinado al gobierno que me designó o a la voluntad política de turno, o que insinúan mi supuesta incapacidad para resolver casos complejos como el de CHILEDEPORTES.”.



También indicó que “el artículo 102 de la Ley Orgánica Constitucional de la Contraloría General de la República dice que el Contralor podrá denunciar a la justicia ordinaria cualquier irregularidad que haga presumir la existencia de un hecho delictuoso, y cabe preguntarse desde cuándo la Contraloría” -y, en especial, desde cuándo la Contralora subrogante, señora Noemí Rojas- “estaba en conocimiento de la situación de CHILEDEPORTES. Declaró que, si es nominado, cada vez que conozca un acto delictivo, criminal o corrupto lo denunciará en forma inmediata a los tribunales de justicia ordinaria y no aceptará intromisiones al respecto.”.



Por mi parte, todavía tengo la duda de por qué la Contralora subrogante, a pesar de contar con los antecedentes, no hizo uso de sus facultades para efectuar la denuncia a la justicia ordinaria.




Pablo Ruiz-Tagle agregó: “Yo no busqué que me ofrecieran este cargo y tampoco he hecho campaña para mi designación. Soy un abogado formado con sentido republicano, soy demócrata y tolerante y creo en el constitucionalismo y en la capacidad del derecho de limitar el poder”. “Yo he venido aquí a ofrecer lo más valioso que tengo y todas mis energías para servir a mi país”.



Más adelante citó a Thomas Jefferson y finalmente expresó: “También pienso que mi independencia de espíritu no se ha quedado en puras palabras, porque se ha manifestado en acciones. Porque lejos de alcanzar la perfección, he aprendido a trabajar en equipo, a tener rigor profesional, a respetar a las personas y a exigir y a dar un trato justo y ecuánime.”. 



Juzgo que el debate no ha sido justo ni ecuánime, no sólo con Pablo Ruiz-Tagle, sino también con la ciudadanía. Porque la gente quiere un Contralor que ejerza su función de manera tal que la entidad a su cargo permita que el país no sea calificado -como manifestó un señor Senador- de corrupto y que se den garantías a todos.



El primer desafío lo enfrentaremos en la Comisión de Constitución cuando discutamos el proyecto de ley que regula el lobby -del cual soy autor y que presenté en la Cámara de Diputados cuando integraba esa Corporación-, en el sentido de que sea la Contraloría General de la República la que determine cómo se organizará y controlará esa actividad, y no el Ministerio de Justicia como ha propuesto el Gobierno, ni a través de otro medio que esa iniciativa legal. Ello, sobre la base de algunas críticas.



Ése va a ser un gran desafío de coherencia. Veremos si somos capaces de dar a la Contraloría el manejo y la regulación sobre el particular, para que los actos que en la actualidad constituyen meras conversaciones y que en definitiva son un gran lobby se asuman como tal.



Señor Presidente, nos queda un sabor amargo después de este debate, porque el país nos exige hoy día un combate firme y decidido contra la corrupción y ésta es la oportunidad de fijar un rumbo de modernización a la Contraloría, que se encuentra desgastada y exhibe falencias claras y precisas que han sido mencionadas en forma expresa, las que es necesario corregir en forma urgente. En definitiva, se requiere liderazgo.



La Oposición insiste en que se designe a la Contralora subrogante, Noemí Rojas. Particularmente, no tengo nada contra ella. Pero la pregunta que surge, legítima, es la siguiente: si siendo Subcontralora no ha podido llevar adelante el proceso de modernización, ¿que hace presumir que lo hará como Contralora, en pleno ejercicio de sus funciones?



Porque, con todo el respeto que me merecen los funcionarios de ese organismo, cabe consignar que en los vicios y falencias que se registran -lo que ha dado lugar a críticas que todos compartimos- existe también una gran responsabilidad de este último.



Resulta imperioso, reitero, modernizar la Contraloría. Y, para eso, no me molesta que su máxima autoridad sea una persona externa. Negarse a ello implicaría decir que en esa repartición están los mejores. Y uno sabe a ciencia cierta que en el servicio público, por diversos motivos, lo anterior no es así.



Y no lo están, tampoco, ni en la Cámara de Diputados, ni en el Senado, ni en La Moneda. En los cargos respectivos se encuentran aquellos a quienes el pueblo elige, pero no los mejores. Los mejores siguen otro camino.



Como he dicho en otras ocasiones, los honorables no adquieren tal calidad por el hecho de que les den ese tratamiento. Se trata de una conducta de vida. Es algo que se gana por el reconocimiento ciudadano y una disposición, no por una elección ni por mérito académico.



Por eso, votaré a favor del nombramiento, sabiendo que el resultado final será negativo.



A mi juicio, el Gobierno debe dialogar con la Oposición pero no ceder ante ella. De lo contrario, establezcamos, entonces, un régimen parlamentario o semipresidencial y no sigamos con esta mezcla rara de presidencialismo exacerbado y un proceso de negociación donde la Oposición se sale con la suya y afirma que derrotó al Gobierno. En efecto, ya me parece escuchar lo que se dirá: “Rechazamos a Pablo Ruiz-Tagle porque, en realidad, no daba garantías,” -luego de señalar que lo estiman, que lo respetan, que es un gran tipo- “de modo que la Contraloría continúa acéfala y Chile sigue siendo un país corrupto, pues nadie fiscaliza”.



Ése es un discurso un tanto barato y oportunista. Lo mejor es que exista diálogo pero que el Gobierno tenga firmeza y busque a alguien que no milite ni en la UDI, ni en Renovación Nacional, ni en el Partido Socialista, ni en la DC, ni en el PPD, ni en el Partido Radical. Y que sea un hombre o una mujer justos. ¡Difícil tarea!



Pero, estimado Ministro Velasco, estimada Ministra Veloso, si finalmente la Oposición tiene éxito en su intento de que se designe a alguien que al final de cuentas se encontrará en la misma situación que cientos de sus candidatos, respecto de los cuales se anuncia a los electores que son independientes y luego entran a militar en la UDI, no se habrá cumplido con el objetivo que la Alianza postula como deseable y que nosotros, en cambio, sí perseguimos.



Nombremos a un hombre o una mujer justos, sin hacer de ese proceso una batalla contra el Gobierno. Porque, si yo creo en lo que dicen los Senadores señores Larraín y Romero, un resultado exitoso permitirá lograr la fiscalización y control que lleven a que Chile deje de ser corrupto -como se ha dicho- y a que nos encaminemos hacia un país que se respete.



Sobre esa base, voy a apoyar la candidatura de Pablo Ruiz-Tagle.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, he escuchado atentamente las declaraciones de muchos Parlamentarios de la Concertación, de dirigentes y de autoridades, que muestran la voluntad política de modernizar la Contraloría General de la República.



Además, revisé el Programa de Gobierno de doña Michelle Bachelet, que en la página 79 contiene algunas líneas sobre el tema. El texto expresa:



“Asimismo, modernizaremos el sistema de control de legalidad y de mérito de la función pública. En esta perspectiva resulta fundamental reformar la ley orgánica de la Contraloría General de la República, para que ese organismo, de gran prestigio, pueda ejercer en plenitud sus atribuciones en el nuevo contexto institucional.".



Han transcurrido marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre y noviembre -¡nueve meses, señor Presidente!- sin que se haya presentado al Parlamento ninguna iniciativa legal para cumplir con lo que señala el programa.



Hace más de diez años que los gobiernos de la Concertación vienen sosteniendo que es necesario modernizar la Contraloría General de la República, al igual que aumentar su insuficiente dotación de personal, sus recursos y sus atribuciones, y que es fundamental no sólo fiscalizar los aspectos formales de la ley, sino también el mérito de las políticas públicas que se aplican. No obstante, a pesar de haber transcurrido nueve meses de esta Administración, no han sido capaces de presentar un proyecto de ley que actualice el organismo.



Y si este debate despierta hoy interés público, es porque la Contraloría descubrió actos de corrupción en CHILEDEPORTES, ya que operadores políticos -para algunos, "camorreros"; para otros, "pandilleros"- han actuado al interior de los servicios públicos. Ello ha generado el desprestigio de los funcionarios de carrera y ha llevado a que dineros destinados a todos los chilenos beneficien finalmente a personas ajenas a la actividad que se apuntaba a desarrollar.



Entonces, tengo el legítimo derecho a presumir fundadamente que el interés del Gobierno por modernizar la entidad no es real. Si lo hubiese hecho, no se habría enfrascado en un debate estéril respecto de por qué no designar a la Subcontralora: habría enviado un proyecto de ley. Varias iniciativas andan dando vueltas, y algunas se remontan a la Comisión de Ética Pública, nombrada, si mal no recuerdo, en la época del Presidente Aylwin o en la del Presidente Frei Ruiz-Tagle. Sin embargo, no han avanzado nada.



En segundo lugar se mencionan los requisitos de la persona que debe encabezar el organismo: alguien con conocimientos y capacidad en Derecho Administrativo, independiente y que dé garantías de llevar adelante cada investigación con la objetividad que se merece, y animado del propósito de modernizar la Contraloría General de la República.



Yo me pregunto: ¿por qué la señora Noemí Rojas no reúne esas condiciones? ¡Si bajo su mando se descubrieron los principales actos de corrupción en CHILEDEPORTES, que durante más de cuatro años se han venido registrando y que nadie fue capaz de denunciar! ¡De 77 proyectos escogidos al azar, 70 están involucrados en irregularidades, que van desde las administrativas hasta delitos penales, como malversación de fondos públicos o uso malicioso de instrumento privado!



La verdad de las cosas es que puede haber una persona de afuera que dirija una institución, pero también puede hacerlo una de adentro. No veo por qué la señora Noemí Rojas no se halla en ese último caso.



¿Tiene capacidad administrativa alguien que llega al grado de Subcontralor y pasa por diversos gobiernos y mandos de contralores designados por regímenes de la Concertación? Yo pienso que sí.



¿Tiene ella la aptitud y el mérito para actuar en forma independiente? Yo creo que sí. Por lo menos, nadie ha probado lo contrario.



Y respecto de lo señalado por un Honorable colega en cuanto a si realmente ella puede modernizar la institución, todos saben que la Contraloría depende del Contralor, y quien no reviste esta última calidad no posee atribuciones para modernizarla. Es ridículo culpar a una persona que no ha estado en el cargo que le otorga las facultades y las potestades para una modernización por no hacerlo.



En consecuencia, pienso que se está castigando a los funcionarios de esa Institución, sin habérseles dado la oportunidad de continuar dirigidos por una Contralora cuyo nombramiento no enfrenta hasta ahora ninguna razón objetiva que lo impida.



Pero lo peor es que la señal pública resulta evidente. ¡Si no fueron los Parlamentarios -salvo el Senador señor García, quien presentó la petición- quienes descubrieron las irregularidades, sino los funcionarios de la Contraloría! Por lo tanto, hoy no media ningún motivo para pensar que el nombre de la actual Subcontralora no reúne los méritos que deben concurrir.



Esta será una discusión, entonces, que se va a prolongar mucho. Porque lo que aquí corresponde hacer es avanzar en dos líneas: en un proyecto de ley -materia que es de responsabilidad del Gobierno- que modernice la Contraloría General de la República, sin quedarse sólo en los discursos, y en estudiar cuál es la persona que mejor puede conducirla. Hasta ahora no veo objeción para que no pueda ser titular la actual Subcontralora, bajo cuyo mando se ha descubierto uno de los mayores actos de  corrupción que han ocurrido en los últimos tiempos.



Por las razones expuestas, rechazo la proposición formulada por la Presidenta de la República.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Naranjo.

El señor NARANJO.- Señor Presidente, la Sala ha sido convocada hoy con el objeto de aprobar o rechazar la proposición de la Primera Mandataria para designar al Contralor General de la República.



Sin embargo, después de escuchar los argumentos de algunos señores Senadores, tengo la impresión de que, como en otras nominaciones, tal vez todo habría sido mucho más fácil si en nuestro país se pudiera nombrar a dos Contralores. En ese caso, todo este debate habría sido supersimple. Es decir, todos los argumentos que aquí se han dado, para uno u otro lado, se hubieran traducido en una votación de cinco minutos, y tal vez más breve, porque habría sido electrónica.



Pero, lamentablemente, se designa un solo Contralor.



En cambio, cuando debemos elegir un consejero del Banco Central, uno tuyo, uno mío; cuando se trata de un ministro de la Corte Suprema, uno tuyo, uno mío; cuando el nombramiento se refiere a Televisión Nacional, uno tuyo, uno mío. ¡Superfácil! Y nadie habla de que los miembros del Banco Central, de la Corte Suprema y de Televisión Nacional -leeré algunos requisitos- deben poseer alta calidad técnica, intachable moral e independencia verdadera. ¡Independencia verdadera, sobre todo, cuando nombramos a los integrantes del Poder Judicial!



Entonces, de verdad que esta sesión me parece muy curiosa, por decir lo menos. Porque si hubiéramos elegido dos Contralores no se habría realizado todo este debate ni habrían estado presentes los medios de comunicación. El criterio aplicable habría sido: uno tuyo, uno mío. Y resuelto el asunto. ¡A lo mejor, vamos a tener que efectuar una reforma constitucional al respecto...! En todo caso, es algo que dejo abierto, porque últimamente se ha observado gente con mucho ingenio en este país.



Lo segundo -esto parece ya algo verdaderamente jocoso- se refiere a escuchar que la persona propuesta debe ser independiente. No puede pertenecer a la UDI, ni a Renovación Nacional, ni a la Democracia Cristiana, ni al Partido Radical, ni al Partido Por la Democracia, ni al Partido Socialista.



Por lo tanto, pienso que vamos a tener que enviar un oficio al Director del Servicio Electoral para que nos mande la lista de todos los que votaron en blanco en la última elección presidencial y parlamentaria, porque serían los únicos -¡lamentablemente, no sabemos quiénes son, para mala suerte nuestra!- que reunirían esta condición químicamente pura que se está pidiendo. ¡Químicamente pura, lamentablemente, no hay!



Señor Presidente, me sorprende que, por primera vez -y he participado en varias nominaciones-, sin haber escuchado antes a una persona -no conozco al señor Ruiz-Tagle, no lo he visto nunca, ni sé quién es-, digámoslo con toda claridad, la Derecha la haya condenado y crucificado. Y ni siquiera la escucharon.

El señor CHADWICK.- Sí lo hicimos.

El señor NOVOA.- Así fue. 

El señor NARANJO.- ¡Claro, pero ya lo habían condenado y crucificado antes de haberlo oído en la Comisión! 



¿Y por qué, entonces, la Derecha no expresa lo que tiene que decir? Es legítimo que lo haga, pero que no se esconda detrás de su discurso de independencia, de cosas que no son creíbles. Ella quiere una cuota de poder, que no tiene. Eso es lo que ocurre. Porque nosotros le hemos ganado limpiamente las elecciones presidenciales…

El señor CHADWICK.- ¡Ahí está el problema!

El señor NARANJO.-…le hemos ganado durante estos dieciséis años el Poder Legislativo y el Ejecutivo, y ahora quieren una cuota de poder. Entonces, disfrazan…

El señor LONGUEIRA.- ¡Lea los diarios!

El señor PROKURICA.- ¡Parece que no los lee!

El señor NARANJO… esa cuota de poder legítima a que aspira con argumentos de independencia, de alta calidad técnica, etcétera. 



¡Díganlo de verdad: quieren un Contralor de su sector! Y los mismos a quienes hemos escuchado santificar a la señora Noemí Rojas, la próxima semana o a principios de diciembre la van a sacrificar a la vuelta de la esquina. Y ellos lo saben; pero hoy día la santifican: ¡Noemí! ¡Noemí! ¡Y la van a visitar, le llevan flores y le encienden velas…! ¡Estos mismos señores de enfrente la van a sacrificar por otro nombre que sea de su simpatía y de su preferencia! 



No engañemos a la opinión pública; no tratemos de dar vueltas las cosas, porque al final vamos a tener que llegar a un acuerdo. Pero no va a ser “santa Noemí”.

El señor CHADWICK.- Podría subrogar cuatro años.

El señor NOVOA.- ¡No habría problema!

El señor NARANJO.- Lo último que quiero decir es que si alguna vez -y es bueno que escuche esto la Derecha- la Contraloría, como institución del Estado, fue pasada a llevar, se le faltó el respeto y no se nombró a una persona de alta calidad ni a un independiente para dirigirla, fue cuando en nuestro país se pensaba hacer una consulta nacional. ¿Se acuerdan, señores de la Derecha? ¿Se acuerdan que entre ustedes se sentaba el “Contralor de las 48 horas”? ¿Se acuerdan del “Contralor de las 48 horas”, el señor Fernández, cuando el señor Pinochet quiso hacer una consulta y el Contralor de la época dijo que era ilegal? ¿Qué hicieron los señores de enfrente, que hoy día hablan con tanta autoridad? ¡Escondieron la cabeza! ¡Y en 48 horas, ellos, que ocupaban cargos de alta responsabilidad, permitieron que se nombrara un Contralor sólo para validar una consulta absolutamente inconstitucional! 



¡Ellos sí han usado la Contraloría, señor Presidente! 



Durante estos años, nosotros en el Senado hemos votado por Contralores independientes, como el señor Aylwin, el señor Sciolla. ¡Pero no nos vengan a achacar a nosotros lo que hicieron ustedes en el pasado!
Pongamos las cosas en su lugar.



El día de mañana votaremos por un nuevo Contralor. Y no tengo ninguna duda de que lo vamos a hacer. Pero digamos las cosas como son: aquí se ha crucificado por parte de la Derecha a una persona intachable. Consulté con especialistas y con gente entendida en la materia. 
Y duele, señor Presidente, que se rechace a gente como el señor Ruiz-Tagle,  tan necesaria precisamente para evitar hechos de corrupción. ¡Caramba que nos va a hacer falta el día de mañana! ¡Y se lo condena y crucifica sin argumentos! Ese tipo de personas es el que necesitamos para lo que Sus Señorías quieren: ¡poner fin a la corrupción!



Por eso voto favorablemente, porque el señor Ruiz-Tagle reúne todos los requisitos.



--(Aplausos en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi. 

El señor BIANCHI.- No hay duda de que la Contraloría General de la República se ha constituido, desde sus inicios institucionales, como el organismo encargado de velar por el sano funcionamiento de todo el orden administrativo nacional, contemplándose para ello, por parte de sus creadores -los integrantes de la Misión Kemmerer-, una serie de atribuciones que hasta la fecha han permanecido sin variación.



Las circunstancias actuales nos obligan a ampliar en esta discusión sobre la designación de un nuevo Contralor General un análisis más profundo de las causas de la crisis de confianza en la transparencia de nuestras instituciones y de la acción pública, que ha empezado a insertarse en la ciudadanía de manera preocupante, y que claramente está motivada por los numerosos casos de irregularidades detectados en los últimos tiempos en la Administración Pública.



La realidad que enfrenta nuestro país en cuanto a su desarrollo institucional y burocrático es totalmente distinta de la existente en la década de los 40, cuando la Contraloría comenzó su funcionamiento regular. La Administración del Estado ha experimentado un vertiginoso cambio de las circunstancias que ha colocado al ente contralor como un organismo incapaz de hacer frente a una Administración Pública altamente compleja, diversa, en continuo cambio y crecimiento.



Esto explica, señor Presidente, por qué en la actualidad la mayoría de los actos administrativos escapan al control de legalidad, efectuado a través del trámite de toma de razón, puesto que claramente el órgano contralor no es capaz de hacer un análisis jurídico acabado y completo de la enorme cantidad de normativas que surgen de cada uno de los entes administrativos. Esto da como resultado que el mayor cuerpo de normas existentes en el país escapen a un efectivo control de legalidad y constitucionalidad, quedando en el papel el principio de supremacía constitucional, garantía fundamental del respeto de los derechos humanos y del apego a la ley por parte de la autoridad en nuestra democracia.



Esta misma incapacidad se nos ha manifestado con más evidencia aún respecto de la otra función contralora encargada por la Constitución al referido organismo. 



Señor Presidente, ya es hora de darnos cuenta de que el control de los ingresos y de la inversión de los fondos del Fisco, de las municipalidades y de los demás organismos públicos, así como el examen y juzgamiento de las cuentas de las personas que tengan a su cargo bienes de dichas entidades, requieren la creación de un nuevo organismo auditor nacional, de carácter autónomo, de rango constitucional y con las debidas facultades que le permitan efectuar un eficiente, permanente y minucioso control de los recursos que se manejan en la Administración.



Creo que la actual coyuntura crítica por la que atravesamos como país puede ser una gran oportunidad para empezar con prontitud esta histórica reforma que urge realizar mediante la creación de una institución auditora de rango constitucional.



Otra reforma institucional que se requiere se relaciona con la función encargada a la Contraloría de llevar la contabilidad de la Nación. Chile es uno de los pocos países donde se reúnen en un mismo órgano facultades de contaduría y de auditoría. Esta incongruencia debe ser despejada, porque atenta claramente contra el regular ejercicio de tales funciones, que se contraponen entre sí. No es admisible ser responsable de la contabilidad de la Nación y, al mismo tiempo, auditor externo del Gobierno y de los municipios.



Dentro de este mismo análisis, para poder contribuir en esta materia, quisiera abordar también otro vicio observado en el funcionamiento de nuestros Poderes, cual es el que dice relación a la influencia del poder político por sobre instituciones que requieren independencia e imparcialidad para la toma de sus decisiones.
Me ha tocado presenciar tal vicio tanto en el Poder Judicial como ahora también en la Contraloría General de la República.



 Creo que no es posible que nuestro debate se enmarque únicamente en determinar la afiliación o vinculación de determinada persona con alguno de los bandos existentes a fin de determinar su idoneidad para desempeñar un cargo.



Estoy consciente de que vivimos en una democracia y que al interior de ésta coexisten diversos grupos de interés y de visiones contrapuestas. Sin embargo, no podemos hacer un daño tan profundo a la ciudadanía, que sólo aspira a un desarrollo imparcial y normal de la autoridad, mediante el intento de colocar a personas vinculadas a determinado sector o del rechazo de aquélla por el mismo motivo.



Para aminorar el problema que enfrentamos, también planteo que la Contraloría, así como la Auditoría Nacional ya propuesta, cuenten con la existencia de un Consejo de características técnicas, de carrera y con facultades resolutivas, que tenga el poder suficiente para equilibrar la influencia ideológica que podría ejercer la autoridad designada por el cuerpo político. Así estaríamos asegurando de mejor forma la debida autonomía que se requiere para un control efectivo y que nos dé seguridad a todos los chilenos.



Señor Presidente, lamentablemente, al igual que a principios de año, cuando discutimos la designación del juez Cerda para integrar la Corte Suprema, ahora la proposición del señor Pablo José Ruiz-Tagle por parte de la Presidenta de la República se ha visto sometida a una discusión político-partidaria que perjudica a una persona que legítimamente aspira a tan prestigioso cargo.



Esa tergiversación me obliga a rechazar la designación propuesta, pues creo que,  como cuerpo político, el Senado debe dar una clara señal de que vamos a tomar el tema de la corrupción de manera seria, unida, responsable y, más que nunca, ajena a cualquier interés de bando, por lo que hago un llamado para que comencemos desde ya a cambiar radicalmente el escenario existente para así devolver a Chile la confianza y la fe públicas tan necesarias en el país.

El señor ÁVILA.- ¡Muy bien!

El señor NOVOA.- Señor Presidente, una cuestión de orden.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Novoa.

El señor NOVOA.- Solicito que se ponga en votación el nombramiento, porque está por terminar el Orden del Día. Sería un problema no hacerlo hoy, pues existe una norma constitucional que obliga a que, en caso de no haber pronunciamiento del Senado, se dé por aprobada la designación.



Por consiguiente, pido poner en votación el nombramiento y que los inscritos puedan fundamentar su voto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



Acordado.



En votación electrónica.



--(Durante la votación)
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, nadie discute la importancia de esta designación, sobre todo en momentos en que observamos focos preocupantes de corrupción en algunos organismos del Estado y una tendencia a la ocupación clientelar del poder en otros. Y hay que corregir eso.



Sin embargo, quedo muy preocupado por el tono y el contenido de algunas intervenciones, particularmente de Senadores de las bancadas de Oposición y, también, de algunos de las nuestras. 



No corresponde la pregunta del Honorable señor Espina en cuanto a por qué no se elige a doña Noemí Rojas. Ello subvierte un principio constitucional. Significa no entender en absoluto cuál es el rol del Senado en este proceso. No estamos para proponer nombres. Porque hay muchos ciudadanos en el país, y yo podría inquirir a la Ministra diez veces en cuanto a por qué no tal persona o tal otra que poseen las condiciones para ser Contralor General de la República.



Aquí debemos volver a los principios constitucionales. Al Senado no le corresponde proponer nombres. Y, en un debate de esta naturaleza, me parece completamente impropio que un Senador lo haga. Por mandato constitucional, no le corresponde eso, sino votar a favor o en contra del nombre o de los nombres que proponga el Presidente de la República.



Eso, para empezar a entendernos.



Se trata de un principio básico, porque de otra forma estaríamos subvirtiendo el orden de las cosas y no cumpliendo con nuestra función principal.



Por otra parte, el Honorable señor Larraín señaló que la persona propuesta por la Presidenta de la República es intachable -o sea, no tiene tacha alguna- y que aquí no hay nada personal.



Pero, señor Senador, ¡aquí todo tiene esa característica, porque estamos eligiendo a una persona!



Asimismo, Su Señoría manifestó que no le parece adecuado el procedimiento. ¿Qué procedimiento? ¡Si aquí estamos siguiendo el procedimiento constitucional!



No entiendo.

El señor LARRAÍN.- ¡Yo le explico!

El señor GAZMURI.- ¡No! Después, cuando le corresponda hacer uso de la palabra.



En cuanto al factor independencia, debo decir que el candidato propuesto no es militante de la Concertación. No ha ocupado cargo alguno durante las Administraciones de ella. Tiene probidad, conocimientos e idea de las cosas. Según el informe -en este punto, discrepo del Senador señor Ávila-, posee una comprensión muy justa de la vinculación entre el Derecho Constitucional y el Derecho Administrativo, para las reformas que todos concordamos que hay que realizar en la Contraloría.



¡Tiene idoneidad y es intachable, pero es rechazado!



Respecto al criterio de independencia del Contralor, también discrepo del Senador señor Zaldívar, porque es exageración manifestar que el hecho de proponer a alguien intachable, según dice la Oposición, pero  que haya votado por los candidatos presidenciales de la Concertación -me imagino; porque ésa es la vinculación  que el señor Ruiz-Tagle tendría con ella- conlleve una amenaza o una suerte de utilización totalitaria de los Poderes del Estado por parte nuestra.



En fin, se pueden esgrimir muchos argumentos, pero hay que tener cuidado con los que se emplean, porque la independencia tiene que ver con la calidad personal, y al final siempre se va a proponer a alguien que posea alguna idea, que sea un ciudadano elector que vote por algunas de los tres opciones existentes en el país.



De otra forma, se establecería el criterio inaceptable de que los únicos independientes son de la Oposición. Porque yo podría argumentar que alguien de las filas contrarias a las nuestras no va a ser independiente respecto del Gobierno pues estaría sometido a las presiones de su grupo de origen. Pero no. Creo que tanto en la Oposición como en el Gobierno hay gente cuya intachabilidad garantiza el cumplimiento de una función contralora que resguarde la transparencia, el buen uso de los fondos públicos, la probidad de la Administración. Y ésa es la que tenemos que elegir.



Yo voy a votar a favor del profesor Ruiz-Tagle porque pienso que reúne todas esas condiciones. Y aquí nadie ha señalado lo contrario.



En tal sentido, me parecen muy complicados los argumentos que utiliza hoy la Derecha en cuanto a que una persona intachable no es independiente o no es la que gustaría a unos u otros. Porque ésa no es la cuestión que estamos llamados a resolver.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Longueira.

El señor LONGUEIRA.- Señor Presidente, en realidad, no quería usar de la palabra Pero después de algunas de las intervenciones que he escuchado se me hace bastante difícil no hacerlo.



Va a ser problemático explicar a los medios de comunicación que la propuesta del Gobierno no juntó ni siquiera los votos necesarios para el caso de que se hubiere requerido una mayoría simple. 



Por lo tanto, el argumento de que el pronunciamiento de la Oposición, según aquellos que lo han usado ridículamente, obstruye el nombramiento del Contralor es falso en lo absoluto, porque, si se hubiese mantenido la norma constitucional anterior, ni siquiera los Senadores de la Concertación habrían tenido el quórum necesario para aceptar el nombramiento propuesto por la Presidenta de la República.



La dificultad que se originó aquí es que, dentro de los múltiples errores de esta Administración, está el de no haberse dado cuenta de que, según  uno de los acuerdos para las reformas constitucionales, se resolvió con la anuencia de todos los presentes, subir el quórum para elegir a un Contralor de consenso, discutido, conversado. Porque cuando se aprobaron las reformas a la Carta Fundamental y se estableció un quórum mayor, no era novedad para ninguno de los vociferantes que han intervenido que se requeriría el concurso de la Oposición para alcanzarlo.



Pero, como no habían leído la Constitución, se enteraron en el transcurso de los días que no podían designar al que ellos querían porque la verdad es que los nombres eran otros. ¡Los nombres de quienes deseaban nominar aparecieron en la prensa, y querían uno de la Concertación! ¡Digamos las cosas como son!



Pero como el país ha visto que están robando como locos tuvieron que cambiar el nombre. Y no se les ocurrió nada más ingenioso que decir: “¿Cómo dividimos a la Derecha? ¿Cómo dividimos a la Alianza? Busquemos otro señor". Y fue así como descubrieron al socio del Presidente de Renovación Nacional.



Entonces, algunos miembros de ese comité político deben haber pensado: “Aquí tenemos los votos que nos faltaban". Pero como la Alianza por Chile se cansó de que roben y está en una actitud resuelta para enfrentar la robatina en nuestro país, dijimos: “¡No!".



En resumen, vamos a votar en contra de la solicitud, porque para frenar la práctica que está viendo el país se requiere que el Ejecutivo entienda que debe dar señales en el nombramiento del Contralor, no solamente en cuanto a elegir una persona adecuada, sino en la forma de cómo se ejecuta el procedimiento.



Llama profundamente la atención que se acabara la paridad de género con que se ha caracterizado la actual Administración -no conozco al señor Pablo Ruiz-Tagle ni a la señora Noemí Rojas; por lo tanto, hablo con total libertad-, toda vez que por primera vez podría haber accedido una mujer  al máximo cargo en la Contraloría. Parece que esto les incomodaba; a lo mejor no la manejaban como a ellos les hubiese gustado.



No nos olvidemos también que estos señores, que recuerdan mucho lo sucedido en el Gobierno militar, como si quisieran hacer lo mismo, porque eso es lo que añoran...

El señor LETELIER.- ¡Está equivocado!

El señor NAVARRO.-  ¡No! ¡No nos interesa hacer lo mismo!

El señor LONGUEIRA.- Cuando debieron nombrar a una persona de conformidad con la carrera funcionaria, tampoco se respetó ese criterio, saltándose a quien correspondía -el señor Jorge Reyes- y nombraron una persona de conocida trayectoria de Izquierda, como Gustavo Sciolla.

El señor LETELIER.-  ¡Sciolla no es de Izquierda!

El señor LONGUEIRA.- ¿O era independiente también?



Y el señor Sciolla hizo tan bien su labor que se robaron INDAP, CHILEDEPORTES, los recursos de los pequeños pescadores. En fin, se cometieron todas las irregularidades que ahora estamos viendo. ¡Y nadie fiscalizó!

La señora MATTHEI.- ¡Los programas de empleos!

El señor LONGUEIRA.- Sí, los programas de empleos, también.



Parece que ustedes no se han dado cuenta del sentimiento de indignación que existe en la ciudadanía frente a lo que está pasando.



Entonces, respecto de la modernización de la Contraloría, que es el gran argumento que se destaca hoy día, les leeré el Programa de Gobierno, no el de la actual Presidenta Bachelet, sino el de Ricardo Lagos. ¡Siete años atrás!



Dice:



"REFORMA DEL ESTADO



“Reforzaremos las normas sobre probidad y sobre transparencia en el gasto público". ¡En seis años no se hizo nada!



“Los servicios públicos rendirán cuenta pública periódica de su gestión.". ¡Que nos digan cuáles lo hicieron!



“La Contraloría General de la República se modernizará". ¡Éste es el Programa de Gobierno de Ricardo Lagos! Pido a los Senadores de las bancadas del frente que no bajen la cabeza...

El señor NAVARRO.-  ¡Somos Bacheletistas, señor Senador!

El señor LONGUEIRA.- Decía que la Contraloría “se modernizará para que pueda desarrollar mejor sus tareas fiscalizadoras. En democracia las decisiones se toman a la luz pública; los gobernantes manejan recursos de todos los chilenos" -¡gran novedad en un programa de Gobierno!- "y deben adoptar decisiones en interés de todos". ¡Modernización de la Contraloría de la República!

El señor ÁVILA.- ¿El tiempo no importa, señor Presidente?


El señor LONGUEIRA.- Como eso no ocurrió, la Alianza por Chile generosamente suscribió con el Gobierno el Acuerdo para la modernización del Estado, en un período crítico. Y como tampoco se cumplió el programa de Gobierno, yo dije: “Bueno, tal vez se les olvidó el ímpetu modernizador de la Contraloría".



Y por eso se contempló la medida número 30 del Acuerdo entre el Gobierno y los partidos de la Alianza para presentar en el Congreso Nacional, antes de que terminara el 2003, el proyecto sobre modernización de la Contraloría General de la República.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor  Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, creo que el llamado que se nos está formulando detrás de la palabra “consenso", en realidad es un llamado a la mediocridad, ya que la única razón por la cual los argumentos que hemos escuchado no acogen la propuesta de la Primera Mandataria para designar al señor Pablo Ruiz-Tagle obedece a que no es del gusto partidista. Y tras ello claramente subyace la intención, no de sugerir a personas que se encuentren en condiciones de responder a la altura del desafío que enfrenta el país en la lucha contra las irregularidades para corregir la falta de probidad y eliminar la corrupción, sino de realizar consultas -como se ha confesado aquí en las últimas intervenciones- a través de las cuales se imponga tras bambalinas a la Presidenta de  la República un determinado nombre que sí sea de gusto partidista.



Un viejo aforismo jurídico dice: “A confesión de parte, relevo de prueba". Es evidente que el discurso habido aquí contra la politización, no obedece en realidad a ella, sino que constituye un reclamo ante la forma más grotesca que muestra la politización cuando se deforma, pierde su sentido y se desnaturaliza: el sometimiento de la política, que es una acción de servicio público, a mezquinos objetivos partidistas.



No son lo mismo objetivos políticos que objetivos partidistas, ya que la función del Contralor es política. La Contraloría -como pocas instituciones- cumple un rol de bien público: debe resguardar el interés general.



Si nosotros siguiéramos cualquier línea de estudio desde la clásica democracia griega, pasando por los grandes teóricos democráticos de la época de reemplazo de la monarquía por la democracia, hasta la actualidad, descubriremos que ése es el sentido de la política: la defensa del interés general.



En consecuencia, es una función propia de la naturaleza de la Contraloría. El Contralor y quienes laboran en ella deben responder por el interés general y el adecuado uso de los recursos públicos; también han de evitar que haya funcionarios que transgredan la probidad, así como impedir el hecho -como se ha expresado aquí- de que algunos roben.



Esa función institucional es en esencia una función política, pero no partidista. No se somete al designio de una directiva de partido ni al cenáculo que eventualmente realicen algunos dirigentes escondidos por ahí en una oficina indeterminada donde concuerdan en quien puede ser nominado. No es una función partidista, sino política.



Por eso, en esta ocasión, se propone a una persona con los conocimientos técnicos y jurídicos adecuados para cumplir la función de interés general y de bien común. Por cierto, el nombre no satisface a la Oposición, porque desde su punto de vista no es una persona que cumple el objetivo partidista que ella pretende acometer.



No es función del Contralor General de la República realizar una oposición partidista como sí quieren la UDI y Renovación Nacional. ¡Eso se hace en el Senado de la República, en la Cámara de Diputados, en las organizaciones sociales, en los foros académicos, pero no en la Contraloría!



Entonces, aquí hay un equívoco de fondo: tras la palabra “consenso" se pretende imponer una negociación partidista para el ejercicio de una función que no reviste tal carácter. Al organismo contralor le corresponde una función de resguardo del bien común como institución básica del Estado.



Entonces -¡claro!-, eso no tiene que ver con la contingencia. No es un problema de que nos enrostremos unos  a otros las faltas o los errores de cada cual. ¡No! Esto va mucho más allá. Esto tiene que ver con la defensa del Estado. Y sí, efectivamente, a los partidos de la Concertación nos interesa un Estado que esté en condiciones de salvaguardar el bien común, y salvaguardar el bien común también significa luchar contra la corrupción, para lo cual se requieren instituciones sanas, no sometidas al arbitrio de los partidos, que cumplen una función política, de bien general, distinta.



Aquí se han enumerado las cosas que no se habrían cumplido durante la Administración del Presidente Ricardo Lagos. Perdone que sea drástico en este sentido, señor Presidente, pero creo que, o se tiene muy mala memoria, o se reniega de lo que se ha hecho, porque con los partidos de la Oposición, en acuerdo político, se promulgaron un conjunto de disposiciones legales que están en pleno ejercicio. Por ejemplo, la Ley de Nuevo Trato Laboral en la Administración Pública, que se analizó, con la presencia de todos los actores políticos -incluidos varios Diputados, hoy Senadores aquí presentes, y el entonces Presidente de la República-, en el Centro de Estudios Públicos, en una reunión a la que invitó el empresario señor Matte y donde hubo importantes muestras de valoración de trabajadores y empresarios, en particular del gran empresariado chileno, relativas a la relevancia de leyes dictadas en su momento tendientes a agilizar y modernizar la acción de la Administración Pública. Otras son la ley sobre financiamiento electoral; las normas que crearon el sistema de alta dirección pública; las disposiciones referidas a las funciones críticas de la Administración Pública; las leyes respecto de donaciones y uso de franquicias tributarias. O sea, existe un conjunto de normativas que contaron con el voto de todos los actores del Parlamento.



Para mí, es ave de mala ralea la que emporca su propio nido. Yo no lo emporco. No voy a ensuciar la acción pública ni la acción política simplemente por sacar ahora una ventaja mezquina a propósito del debate que se está dando en estos días. Valoré ayer y valoro hoy la contribución que hizo la Oposición a la aprobación de las disposiciones legales mencionadas, orientadas al interés nacional. No voy a renegar ahora de las valoraciones que hice ayer de la Oposición, porque los avances logrados perseguían el bien de Chile, mejorar la Administración Pública y modernizar el Estado. Y así como las valoré ayer, independientemente de las dificultades políticas contingentes, las sigo valorando hoy. Ésa es la diferencia.



Emporcar la política, ensuciarla, intentar eliminarla, así como intentar anular la acción del servicio público, simplemente por un afán de mezquina ventaja contingente, sí me parece deplorable, señor Presidente. E incluso más: descalificar a una persona exclusivamente para propinar una derrota puntual, de corto plazo, que mañana desaparecerá de los medios de comunicación, y sacar así la ventaja del titular de más rato, sí es una actitud mezquina, señor Presidente.



Por eso, por el sentido superior de la acción pública que intentamos representar en este Parlamento, voto que sí.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, después de tanta emoción y tanta fuerza en las presentaciones que hemos escuchado en el Senado, voy a tratar de expresar mi pensamiento en un tono, ojalá, lo más adecuado posible a la trascendencia del tema que estamos tocando y la convicción profunda que, equivocada o no, tengo.



Aquí se ha planteado la potestad de la Presidenta de la República para elegir a determinada persona en un cargo público como el de Contralor General. La tiene y es indiscutida. Sin embargo, ella se encuentra matizada por la que posee el Senado y, más allá de éste, la que tenemos cada uno de sus miembros para decir “sí" o “no".





Ahora, cuando decimos “sí" o “no", a veces somos buenos y a veces, malos. A veces estamos entre los buenos, a veces estamos entre los malos. Eso es parte de la situación normal. Para unos, son malos los otros; para los otros, son malos los unos. Pero yo, como Senador de la República, tengo la potestad, legítima, de decidir “sí" o “no" con respecto al nombre que me proponen. Tengo todo el derecho del mundo. Y las razones por las cuales llegue a esa decisión soberana son mías, y de ellas responderé a quienes me eligieron, a quienes me escuchan.



Hace un rato un Senador, también vehemente, hizo una acusación pública en cuanto a cómo se hicieron las cosas antes, en un momento de la historia en que se puso a una persona como Contralor General durante 24 horas, sin que nadie dijera nada. 



Quiero ser bien claro frente a ustedes. Yo no tuve ninguna posibilidad de decir algo. Es más: en esa época, según recuerdo, no había Senado...



¡Que les dé risa, no más...! 



No había Senado, y la Junta de Gobierno estuvo de acuerdo con la propuesta que se le estaba haciendo. Si el Honorable señor Naranjo me permite, quiero señalar que ni yo, actual Senador, ni ninguno de los colegas de las bancadas que ustedes ven enfrente, ni ustedes mismos, tuvieron opción alguna de expresar su pensamiento respecto a si lo que se estaba haciendo era correcto o incorrecto. Así que no nos echemos la culpa ahora de cosas que en su momento ocurrieron en el país porque, real y sanamente, no reconozco haber tenido alguna suerte de responsabilidad en aquello, bueno o malo, que pudo haberse hecho. El juicio de la historia a ese período y a ese Gobierno llegará oportunamente. Por tanto, considero injusto, incorrecto e inadecuado que nos estemos acusando unos a otros, como si hubiéramos tenido responsabilidad directa en ciertos casos que pudieron ser objetables.



En cuanto al candidato propuesto, don Pablo José Ruiz-Tagle, debo decir que yo, personalmente, igual que muchos de Sus Señorías, no lo conozco, y no tengo ningún prejuicio en su contra. Sí conozco a doña Noemí Rojas, de quien poseo una altísima impresión, la cual se ha visto ratificada por las actuaciones que estamos percibiendo en la opinión pública todos los días, donde se siguen viendo, destapando y apareciendo cosas que antes, al parecer, tenían otro nivel, otra intensidad, otra posibilidad de transparencia. 



Sin embargo, mi decisión hoy día no va a ser si me gusta uno u otro. Mi decisión se fundamenta, esencialmente, en la conveniencia de elegir a un profesional de carrera dentro del sistema de la Contraloría, porque, de esa manera, a sus funcionarios -a los que actualmente trabajan en la entidad y a los que se incorporen más adelante a ella- se les amplía la carrera y les abrimos la posibilidad de llegar a los más altos puestos de la estructura orgánica, incluido el de Contralor General de la República. Ciertamente, para llegar a él, como el Presidente tendrá que elegir un nombre y el Senado -cada uno de nosotros-, ratificarlo o negarlo, los que aspiren al más alto cargo deberán poner extraordinario cuidado para que su actividad funcionaria, a lo largo de su vida entera, se halle matizada por la ecuanimidad y el espíritu de servicio a un Estado que todos queremos, a fin de no ser objeto de cualquier consideración que el día de mañana los descalifique.



Ése es mi pensamiento. Puedo estar equivocado; puedo ser parcial; puedo estar entre “los malos" (“los que se oponen y con ello tratan de obstruir o destruir el sistema democrático que estamos construyendo"), pero estoy en mi derecho. 



Y es en función de él que voy a rechazar la propuesta, por las razones que he indicado.



Voto que no.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada…

El señor LARRAÍN.- Perdón, señor Presidente, pero quiero fundamentar mi voto.

El señor ALLAMAND.- Yo, también.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No puedo saberlo si Sus Señorías no lo piden. Yo no soy adivino.

El señor LARRAÍN.- No sabía que iba a cerrar la votación, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Además, ya llegó la hora de término del Orden del Día.

El señor LARRAÍN.- Igual deseo fundar el voto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Además, Su Señoría ya había intervenido.

El señor LARRAÍN.- Pero no para fundamentar el voto.

El señor NAVARRO.- Si el Senador fundará su voto, yo también quiero hacerlo.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no me voy a hacer cargo…

El señor PIZARRO.- ¡Ya estamos en votación, señor Presidente!

El señor ESPINA.- Así es.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Sí. Hace más de media hora que se está tomando la votación.



Si Sus Señorías observan el tablero, comprobarán que ya se han pronunciado 34 señores Senadores. O sea, quedan 4 por votar.



Todo queda registrado con el nuevo sistema electrónico, incluso la hora en que cada cual vota.



Para fundamentar su voto, tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.



No habría usado de la palabra, pero la forma como siguió el debate me obliga a hacerlo.



Debo, ante todo, declarar que no me haré cargo de las descalificaciones personales de que he sido objeto, ni tampoco de las argumentaciones irónicas o burlescas que hemos escuchado. Ese estilo puede ser muy atractivo desde un punto de vista mediático, pero, al final, desmerece al Senado, porque lleva a faltar el respeto a los interlocutores. En todo caso, yo, al menos, podré equivocarme por estar errado en mis concepciones, pero jamás faltaré el respeto a quien piense distinto de mí.



Sí me haré cargo de algunas argumentaciones que han reflejado falta de entendimiento de afirmaciones que he  hecho en lo personal o de otras más genéricas que también estimo necesario esclarecer.



El Senador señor Gazmuri sostuvo que había una contradicción en mi aseveración de que el señor Ruiz-Tagle es una persona intachable. 



Pues bien, discutir en torno de la aprobación o rechazo de un nombramiento es algo especialmente delicado, en particular si alguien se opone. Y por eso uno hace salvedades, porque de alguna manera se pasa a llevar o se daña la imagen de una persona que no lo merece. 



En el caso del señor Pablo Ruiz-Tagle, él no ha pedido ser Contralor: se le ofreció serlo.



Ahora, los motivos por los cuales nos oponemos a su designación -ya me voy a referir a ellos- no se relacionan ni con su trayectoria académica, que es impecable, ni con su idoneidad personal, que es intachable. Pero eso nada tiene que ver con el hecho de que, a pesar de ello, uno pueda oponerse. Y si lo subrayo, es precisamente para salvar su honor y su reputación, no obstante que yo no deseo que lo nombren en el cargo para el cual se lo ha nominado.



Ése es el sentido de lo que he dicho.



En segundo lugar, el Honorable señor Gazmuri preguntó sobre los procedimientos.



Aquí se han seguido los procedimientos constitucionales. Y lo hemos señalado: la Presidenta de la República tiene el derecho a nominar a quien desee, siempre que reúna los requisitos que establece la Carta Fundamental.



Pero no es eso lo que estamos objetando.



Los procedimientos a que me referí -los mencioné, los explicité- dicen relación a que el Gobierno manifestó desde el principio que su voluntad era, primero, no nombrar a nadie de la Contraloría. Y eso me pareció una descalificación inaceptable para quienes han hecho allí una vida de trayectoria profesional dedicada al control de las actividades del Estado. No lo estimo justo para con la Contraloría y considero un pésimo criterio descalificar a priori a todos sus funcionarios.



Y segundo -no me gusta dar a conocer las conversaciones que sostengo, pero sí puedo decirlo al Honorable señor Gazmuri y a los demás miembros de este Senado-, se me ha planteado que el nombre que el Gobierno quiere es el de alguien de la sensibilidad política de la Concertación.



Pues bien: yo, mientras sea Senador, no voy a dar jamás mi voto para un cargo como el de Contralor respecto de una persona que tenga esa característica, ni de la Concertación, ni tampoco -quiero decirlo también- de la Alianza, porque no me parece que para ese empleo podamos buscar a alguien conforme a tal exigencia.



Y se han hecho otros comentarios. Se ha hablado, por ejemplo, de nuestras intenciones de nombrar a alguien de la Oposición, de la Alianza, de Renovación Nacional o de la UDI.



¡Por favor! ¡No nos subestimen tanto!



Nosotros planteamos que se nombre a alguien de la Contraloría porque allí hay gente intachable.



Más aún: como testimonio de lo que hemos hecho en el pasado, quiero recordar -porque muchos de los actuales Senadores se incorporaron a esta Corporación con posterioridad; otros están aquí desde el principio- el instante en que esta Sala nombró Contralor a don Arturo Aylwin, quien era Subcontralor. Lo conocía desde años inmemoriales, porque fue profesor mío en la universidad, y sabía de su trayectoria política. Por lo demás, a nadie movía a engaño su nombre. Pero su paso por la Contraloría General lo hacía una persona intachable. Y entiendo que fue elegido por unanimidad, con nuestra adhesión entusiasta.



Porque no se trata de un problema político, señor Presidente (y aquí me refiero al argumento que dio el Senador señor Escalona).



Evidentemente, no buscamos a alguien que tenga filiación política ni dependencia partidista, sino a una persona independiente. Tampoco se trata de buscar a alguien que, como ciudadano, no tenga un voto que pueda entregar a un sector u otro, a un candidato u otro. Lo que deseamos es la certeza de que sea una persona independiente.



Por eso, por el procedimiento que siguió el Gobierno, nos ha parecido inaceptable la proposición que finalmente hizo al Senado.



Señor Presidente, estamos frente a una situación particularmente delicada. En efecto, éste no es un país corrupto. Chile tiene una Administración Pública con funcionarios de mucha trayectoria. Pero se está instalando la corrupción. Y se está instalando -lo digo con mucho respeto- por procedimientos que se han hecho operativos durante los Gobierno de la Concertación.



Vemos -y lo digo a propósito del mismo comentario del Senador señor Escalona- que se ha establecido una red de operadores y activistas en numerosas instituciones públicas, con la característica adicional de que se trata de reparticiones, servicios o programas donde existe uso de dineros discrecionales. Así se fue configurando lo que se detectó y reventó en CHILEDEPORTES.



¡Pero no es el único lugar! Se ha seguido en otras reparticiones públicas el mismo camino y el mismo procedimiento.



Entonces, cuando ha estallado una situación de tal índole, pregunto al Honorable señor Escalona y a los demás Senadores de la Concertación si acaso están disponibles para terminar con la fuente de la corrupción.



Dice hoy día Genaro Arriagada en una entrevista de prensa que hay que terminar con lo que hace posible la corrupción: la red de operadores o activistas políticos constituida por funcionarios públicos impuestos, que no han sido nombrados después de un concurso, que dependen de las directivas de los partidos o de parlamentarios, que trabajan con éstos y se pasean haciendo gala de las platas fiscales y repartiéndolas como si fueran propias.



Ésa es la red de operadores que, con los dineros discrecionales, está destruyendo la imagen de los servidores públicos; del Gobierno de la Concertación; lamentablemente, del mundo político -ya que la gente no distingue-, y, al final, del país. Porque ya mucha gente que viene del extranjero nos pregunta: ¿Qué pasa en Chile que estalló la corrupción?



Señor Presidente, con la globalización, las cosas trascienden con mucho mayor rapidez a los distintos escenarios. Y en un país que necesita pasar a la etapa del desarrollo no podemos darnos el lujo de admitir un centímetro de corrupción.



Por ese motivo, se gatilla la necesidad de un Contralor que tenga absoluta independencia, que nos otorgue garantías a todos. Eso es lo que hemos buscado. Y vamos a seguir buscándolo, hasta que demos con un nombre.



¡Jamás impondremos a un militante! Me parecería impúdica e inaceptable una actuación de tal naturaleza.



Por eso mismo, es preferible nombrar a alguien de la Contraloría. Siempre dará aquella garantía, atendida su trayectoria.



Eso es lo que nosotros estamos haciendo, les guste a quienes les guste, interpreten lo que quieran, hagan las ironías que deseen. Porque siempre es más fácil descalificar al adversario que argumentar. Pero nosotros mantendremos la seriedad y la convicción de nuestros planteamientos.



Por eso, lamentablemente, a pesar de su trayectoria académica y de ser intachable como persona, no nos parece que el señor Pablo Ruiz-Tagle sea adecuado para el cargo de Contralor.



Voto que no.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, sólo haré tres pequeños comentarios.



En primer término, quiero reivindicar el derecho de esta Corporación a aprobar o rechazar la propuesta de la Presidenta de la República. En eso consiste precisamente la prerrogativa que tiene el Senado en esta materia, conforme a nuestro ordenamiento constitucional.



Y, en tal sentido, quizás un pequeño llamado a la reflexión en cuanto a que la proposición hecha por el Gobierno ni siquiera cuenta con la unanimidad de sus propios partidarios. De suerte que toda la diatriba dirigida contra la Oposición, lógicamente, también debiera dirigirse a los Honorables colegas de la Concertación que han dicho que no van a acompañar la nominación en comento.



En segundo lugar, deseo hacer presente la plena validez del argumento planteado por el Senador señor Espina en el sentido de requerir una explicación sobre la razón que puede mediar para, en definitiva, no postular determinado nombre.



Tengo la impresión de que no existe inconveniente conceptual, en un debate de esta naturaleza, para formular esa pregunta. No se trata de calificar o descalificar a nadie. Pero si hay una persona con una larga trayectoria de servicio, que está -por decirlo de algún modo- en la línea de la sucesión y respecto de la cual no existe ninguna objeción fundada, es perfectamente razonable, desde el punto de vista de la transparencia, hacer presente, sin que eso signifique descalificación de naturaleza alguna, la conveniencia de que se exponga por qué razón, en último término, se prefiere a otra.



En aras de la transparencia, es perfectamente legítimo solicitar tal aclaración. Y, por supuesto, el Gobierno tendrá la facultad de absolver o no la consulta.



Empero, señor Presidente, he querido intervenir justamente a partir de los comentarios del Senador señor Escalona, Presidente del Partido Socialista, quien hizo una reflexión sobre la jerarquía y el sentido de la política. Y, de alguna manera, el debate fue fluyendo hacia la determinación de cómo se degrada o no a la política, de cómo se enaltece o no a la política, de cómo se da jerarquía o no a la política.



Y la verdad -lo digo con el mayor respeto- es que cuesta encontrar coherencia en tales afirmaciones, por una razón muy simple (ya lo señaló el Senador señor Larraín).



Hoy día, en un diario, don Genaro Arriagada, destacado hombre público de la Concertación, de extraordinaria trayectoria política y académica, hace ver que el problema de ahora es el “uso corrupto del Estado, con propósitos de intervención política y electoral, para financiar campañas o crear bases políticas fundadas en el clientelismo.”.



¡Lo dice, no un integrante de la Oposición, sino uno de los más destacados miembros de la Concertación!



Refiriéndose a los operadores políticos, expresa: “Son los que controlan las máquinas electorales para la elección y reelección de las autoridades. Pero, a su vez, para financiarles su trabajo, se les ubica en la burocracia estatal, y en especial en aquellos servicios donde a través de pequeñas asignaciones discrecionales, no concursables, se puede reforzar el clientelismo”.



Según el ex Ministro señor Arriagada, la percepción en la Concertación es que los partidos tienen que “estar ubicados en lugares con redbanc”.



¡Si eso no lo está diciendo nadie de la Oposición!



Entonces, señor Presidente, uno se pregunta lo siguiente: ¿Quiénes toleran estas prácticas? ¿Son acaso los partidos de Oposición los que han montado toda esta red de operadores políticos enquistada a lo largo y ancho del Estado? ¿Es la Oposición la que ha establecido un procedimiento -de acuerdo con las propias palabras de un destacado miembro de la Concertación- de institucionalización de la captura del Estado? ¿Son acaso los funcionarios honorables de un conjunto de servicios públicos a los que arrinconan en el ejercicio de su cargo los operadores políticos que nombran, enquistan, dirigen y manipulan los partidos de la Concertación?



La verdad es que aquí hay algo que no se entiende. Porque ¿cómo se puede hacer una invocación de tanta envergadura a la jerarquía de la política cuando simultáneamente se toleran, a vista y paciencia de todos, esas prácticas por completo indeseables?



Yo pregunto: ¿Qué han hecho los partidos de la Concertación para desmantelar la red de operadores políticos que ellos mismos -¡nadie más que ellos!- han enquistado en la Administración del Estado? ¡Nada! ¡Absolutamente nada! 



Señor Presidente, nada más lejano a mi espíritu y a mi forma de ser que formular algún tipo de descalificación personal. ¡Jamás lo haría! 
Pero quiero puntualizar lo siguiente: no hay conexión conceptual entre los discursos que ustedes pronuncian y sus prácticas. Ustedes se encuentran hoy día en una enorme incoherencia, porque la corrupción -y Sus Señorías lo saben- está en el corazón de sus propios partidos y no han hecho nada por limpiarla.



En consecuencia, los discursos grandilocuentes en términos de la jerarquía de la política, de la dignidad de la política, del bien común son palabras que hasta ahora, salvo contadas excepciones, se lleva el viento.



Por eso, voy a rechazar el nombre propuesto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señora SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que los últimos acontecimientos han llevado a que tengamos este debate -yo diría- muy importante en el Senado.



Aquí se han dicho muchas cosas. Resulta evidente que un sistema democrático debe tener las autoridades del Ejecutivo y del Parlamento elegidas por la ciudadanía; un Tribunal Constitucional independiente, y un mecanismo de control también independiente y autónomo. Eso garantiza un proceso democrático limpio. Es lo que nosotros queremos, y luchamos por eso.



Es claro que, en un largo transitar por la actividad pública, muchas personas a veces toman caminos malos, y también, muchas “meten la mano”.



Nosotros creemos en el servicio público, y por ello nos encontramos en esta función. Pensamos que ninguno de los que han pasado por la Presidencia de la República y por los altos cargos de Ministro y de Parlamentario ha salido enriquecido.



Es más: aquí tuvimos que despachar una ley para dar la dignidad correspondiente a los ex Presidentes de la República, porque con una pensión de 400 mil pesos no podían mantenerla, salvo una excepción, constituida por una persona que no fue elegida por el pueblo.



Por tanto, cuando hoy se señala aquí poco menos que existe una institucionalización de la corrupción, reniego de eso. Yo lucho por servir a la ciudadanía en forma honrada. Y atacamos y castigamos severamente, por sobre todas las cosas, a los que meten la mano en las arcas públicas.



¡Pero ladrones hay en todas partes! Al secretario de nuestra bancada le robaron el auto la semana pasada. Se han metido a varias casas comerciales, donde han robado y saqueado. También roban al Estado. Pero esos son robos. No es la Presidenta de la República; no son los Ministros ni los Parlamentarios; no es la gente que ejerce la función pública la que está manipulando los hechos en comento.



Yo dignifico la labor de los miles y miles de funcionarios públicos que han entregado su vida al servicio de nuestra patria.



Quiero señalar al Senador señor Longueira que la investigación a CHILEDEPORTES no la inició doña Noemí Rojas: comenzó en el período de don Gustavo Sciolla y terminó en el de la señora Rojas.



También debo decir a Su Señoría que nos dimos cuenta claramente de lo que hacíamos cuando elevamos el quórum para elegir al Contralor General de la República.



¡Si al señor Sciolla lo elegimos sólo con los votos de la Concertación! Y no era miembro del conglomerado de Gobierno. ¡Sus Señorías son testigos de cómo se portó como Contralor!

El señor PROKURICA.- ¡Mal…!

El señor SABAG.- Es más: muchas veces hubo severas llamadas de atención al Gobierno.



El señor Sciolla no contó -insisto- con los votos de la Oposición. Fue la simple mayoría que nosotros teníamos aquí la que lo eligió.



Y después permitimos un quórum especial para elegir al Contralor General de la República. ¡Claro! ¡Qué temor hay de elegir a una persona intachable, que fiscalice todas las finanzas públicas del país y que efectúe las revisiones que estime convenientes!



No andamos buscando, desde mi punto de vista, a alguien que  tape las cosas irregulares que pueda haber. Muy por el contrario, esta persona debe ser quien nos señale: “por aquí van mal, por aquí van bien”. Y lo que sea irregular hay que castigarlo y pararlo en forma inmediata.



Ése es el principio que nos guía a todos.



Se ha dicho: “están robando como locos”. ¡Por favor! Todos conocemos la historia de nuestro país y sabemos lo que ha pasado en otros momentos. Aquí no se trata de empatar. Las personas cuando roban son ladrones. Pero acá se está hablando de servidores públicos, que son miles de miles, entre los cuales estamos nosotros.



Aquí se ha presentado el nombre de don Pablo Ruiz-Tagle. Yo no lo conozco, pero los antecedentes me dicen que es una persona intachable y reconocida. Y como viene propuesto por la Presidenta de la República -pues tiene la potestad para ello-, yo lo acepto y voto por él.



Conozco a la señora Noemí Rojas y al segundo y al tercer funcionario de la Contraloría. Me parecen excelentes personas. Si fuesen propuestos, también votaría a favor de ellos. Yo no ando buscando a alguien que sea partidario del Gobierno o contrario a él, sino a una persona imparcial, intachable, que pueda modernizar la Contraloría y dar garantías a todos los ciudadanos del país.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, durante nueve años fui funcionario público y me siento orgulloso de haberlo sido. Muchos de los Senadores que están sentados en las bancas de allá y de acá, cuando eran Diputados, conversaron conmigo, y siempre tratamos de hacer nuestro trabajo en forma decente y honesta.

El señor NAVARRO.- ¡Y algunos fueron funcionarios públicos!

El señor GÓMEZ.- Pero ocurre que uno escucha aquí acusaciones muy duras y al voleo. Y creo que eso no corresponde. Esta situación, a mi juicio, le hace mal a la política. Porque a la gente que nos está viendo hoy día y que nos verá mañana en los canales de televisión, al escuchar estos debates, le quedará aquella sensación que normalmente tienen los ciudadanos respecto de los políticos: que aquí se está tirando basura sobre la mesa de la época de Pinochet, de ahora, de mañana o de pasado mañana. Y la verdad es que todos esperan que nos pongamos de acuerdo en dar solución a los problemas que hubo antes y a los que existen en la actualidad. 



Pero eso no se remedia insultándonos unos a otros. Así no se solucionará nunca. Se va a resolver en la medida en que haya consenso para tal efecto.



A lo mejor muchos de los señores Senadores no conocen a Pablo Ruiz-Tagle. Yo sí lo conozco. Fuimos compañeros de curso. También conozco a la señora Noemí Rojas. Y no tengo problema alguno en votar por ella si el Gobierno así lo propone.

El señor CHADWICK.- ¿Fueron compañeros de curso también…?

El señor GÓMEZ.- No.

El señor ESPINA.- ¿Quién fue el compañero?

El señor GÓMEZ.- Pablo Ruiz-Tagle.



La verdad es que se trata de una persona independiente, intachable, que tiene todas las características para desempeñarse bien como Contralor. Creo que nadie se atrevería -de ser aprobado su nombramiento- a presionarlo de ninguna manera, ni él permitiría que su cargo se entregara a las presiones de cualquier postura política.



A mi juicio, se comete una injusticia al dejar afuera a alguien que viene del mundo privado y que conoce -como aquí se dijo- condiciones económicas mejores que las que ofrece el servicio público. 



Entiendo que la decisión  de votar en contra de Pablo Ruiz-Tagle no se basa en sus méritos, sino en una definición política. Y eso está bien, porque éste es un Parlamento político y uno puede pronunciarse a favor o en contra.



Por último, deseo manifestar -y lo hago con mucha fuerza- que ninguna de estas descalificaciones nos hace bien como país. Tenemos que ser capaces de ponernos de acuerdo y, en definitiva, resolver los problemas en conjunto. 



Tal como lo expresó el Senador señor Escalona, así como en su momento Pablo Longueira suscribió un acuerdo con el Presidente Lagos -y fue importante para el país-, las modificaciones que la Presidenta presentará también son relevantes y pueden significar un muy buen paso para el desarrollo de Chile y para terminar con los problemas de corrupción que puedan existir en el Gobierno o en cualquier otra institución.



Voto a favor del nombramiento propuesto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la proposición de la Presidenta de la República para designar a don Pablo Ruiz-Tagle Vial Contralor General de la República (21 votos en contra y 17 a favor).


Votaron por la negativa los señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Adolfo).



Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Escalona, Flores, Frei (don Eduardo), Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Sabag y Vásquez.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Orden del Día.



Habría que incluir en la tabla de Fácil Despacho de la sesión extraordinaria de mañana el proyecto signado con el número 2, que extiende la Asignación de Especialidad al Grado Efectivo a funcionarios civiles de Carabineros de Chile, pues tiene urgencia calificada de “suma” y el plazo reglamentario está por vencer. 



--Así se acuerda.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

INTEGRACIÓN FÍSICA DE ZONA AUSTRAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señor Horvath, Matthei, Bianchi, Escalona, Gómez, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar (don Adolfo), sobre integración física de la Zona Austral.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 917-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 63ª, en 18 de octubre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo del proyecto es apoyar la decisión del Ministerio de Obras Públicas para construir un camino terrestre continuo entre Río Negro y Hornopirén.



Además, se solicita al Ejecutivo que haga presente la urgencia al proyecto de ley, iniciado en moción del Honorable señor Horvath y del ex Senador señor Stange, sobre aseguramiento de la interconectividad terrestre de las provincias de Palena y Aisén, y a futuro, de la zona de Magallanes.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
FINANCIAMIENTO Y SUBSIDIO ESPECIAL PARA VIVIENDAS

DE ADULTOS MAYORES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo suscrito por la Honorable señora Alvear y diversos señores Senadores, mediante el cual se solicita a la Presidenta de la República un financiamiento y un subsidio especial para viviendas de adultos mayores.

--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 915-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 63ª, en 18 de octubre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad de este proyecto de acuerdo es pedir a la Primera Mandataria que considere crear una línea de financiamiento especial para la provisión de viviendas destinadas a los adultos mayores, y un subsidio especial para la ampliación de viviendas de estas personas.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
SUSCRIPCIÓN DE CONVENIO 167 DE LA OIT SOBRE SEGURIDAD

Y SALUD EN LA CONSTRUCCIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, mediante el cual se pide al Ejecutivo que suscriba el Convenio 167 de la Organización Internacional del Trabajo, sobre seguridad y salud en la construcción.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 918-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 64ª, en 31 de octubre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
RATIFICACIÓN DE PROTOCOLO DE NACIONES UNIDAS CONTRA

TRÁFICO DE ARMAS PEQUEÑAS Y LIVIANAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo de los Honorables señores Navarro, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, cuya finalidad es pedir a Su Excelencia la Presidenta de la República la pronta ratificación del Protocolo de las Naciones Unidas contra el Tráfico de Armas Pequeñas y Livianas.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 919-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 64ª, en 31 de octubre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
SUSCRIPCIÓN DE CONVENCIÓN IBEROAMERICANA 

DE DERECHOS DE LOS JÓVENES. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, con el que solicitan al Ejecutivo que reconsidere su posición respecto de la suscripción de la Convención Iberoamericana del Derecho de los Jóvenes.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 920-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 64ª, en 31 de octubre de 200
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.
EXENCIÓN DE PAGO DE CONTRIBUCIONES A PROPIETARIOS

DE TERCERA EDAD. PROYECTO DE ACUERDO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de acuerdo suscrito por diversos señores Senadores sobre exención del pago de contribuciones a propietarios de la tercera edad que indica.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 922-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 67ª, en 8 de noviembre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La finalidad de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto relativo a la exención del pago de contribuciones para propietarios mayores de 60 ó 65 años -dependiendo de si son mujeres u hombres-, pensionados o jubilados, cuyo bien raíz tenga una tasación igual o inferior a 500 unidades de fomento, siempre que les sirva de casa habitación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará el proyecto de acuerdo.



--Se aprueba.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminado el Tiempo de Votaciones.
VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)------------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor GARCÍA:



A la señora Contralora General de la República (S), solicitándole INVESTIGACIÓN POR EVENTUALES FALLAS ESTRUCTURALES EN SEGUNDA PISTA DE ATERRIZAJE DE AEROPUERTO INTERNACIONAL ARTURO MERINO BENÍTEZ; al señor Contralor de La Araucanía, pidiéndole estudiar DENUNCIA DE OBREROS DE LADRILLERA MELO QUEPE y requiriéndole AUDITORÍA POR IRREGULARIDADES EN PROGRAMA SUELOS DEGRADADOS, DEL SAG, Y PROYECTO OVEJAS, DE MUNICIPALIDAD DE NUEVA IMPERIAL, y al señor Secretario Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, solicitándole información relativa a FACTIBILIDAD TÉCNICA Y ECONÓMICA PARA MEJORAMIENTO DE AGUA POTABLE RURAL DE BOLILCHE, COMUNA DE NUEVA IMPERIAL.



Del señor HORVATH:



A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, acerca de PRÓRROGA PARA PRESENTACIÓN DE PROYECTOS DE PROGRAMA FONDO SOLIDARIO EN REGIÓN DE AISÉN.


Del señor ROMERO:



A la señora Contralora de Valparaíso, pidiéndole AUDITORÍA POR IRREGULARIDADES EN PROYECTO DE CHILECALIFICA, EJECUTADO POR CENTRO EDUCACIONAL CENINES EN VILLA ALEMANA.

)------------------(

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Demócrata Cristiano.
El señor SABAG.- Señor Presidente, hemos cedido nuestro tiempo al Senador señor Ominami.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

CONSIDERACIONES SOBRE CORRUPCIÓN Y EXPRESIÓN DE INDIGNACIÓN ANTE ACTITUD DE OPOSICIÓN

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, esta intervención no es el producto de una improvisación. Llevo mucho tiempo pensando, elaborando y también -para ser franco- sufriendo sobre esto que, a lo mejor de manera un tanto simplista, se ha denominado “el tema de la corrupción”.



Debo partir expresando -porque es bueno asumir los sentimientos, naturalmente sin que nublen la razón- que me embarga hoy día -tengo que decirlo así- una triple indignación.



En primer lugar, indignación con los hechos objetivos de corrupción denunciados ante la opinión pública, los cuales son, ciertamente, graves y repudiables.



Esto, por favor, que quede fuera de toda duda: los desvíos de dinero,   el aprovechamiento personal,   pero también el político,  no tienen -¡digámoslo fuerte y claro!- ningún tipo de justificación. El argumento, esgrimido por algunos en nuestras filas, de que “como la Derecha tiene el poder del dinero a nosotros no nos queda más que hacernos del poder del Estado” es total y completamente inaceptable.



Soy un hombre de Izquierda que cree en la necesidad del Estado para corregir las injusticias y la miopía del mercado. Y, precisamente porque tengo esa íntima convicción, rechazo la idea de la captura del Estado para fines distintos de la puesta en práctica de políticas públicas destinadas a promover el bien común.



Pero resulta también indignante ver cómo sobre estos hechos objetivos se van montando operaciones político-comunicacionales que amplifican las cosas al grado de proyectar un país francamente irreconocible: un Chile del todo corroído por una corrupción sin freno ni límites. Eso es lo que hoy día se presenta.



A riesgo de ser políticamente incorrecto -porque hoy día es mucho más rentable ponerse a la cabeza de cuanta denuncia pueda surgir-, permítaseme decir que aquello no es cierto y que esos modos de presentar las cosas, al insistir en una corrupción generalizada, producen un daño severo y muy injusto al país. 



Chile tiene un prestigio bien ganado en este ámbito. Nuestro lugar número 20 en las encuestas de transparencia a nivel mundial es un reconocimiento a este empeño. Naturalmente, podemos y debemos mejorar. Cuando se entregaron estos resultados, se señaló que no era bueno estancarse. Es cierto: no es bueno. Debiéramos seguir progresando. Pero, por favor, no destruyamos el producto de un estándar en materia de probidad que ha costado décadas, o incluso siglos, construir. Si la Oposición, siguiendo una receta clásica en el mundo, piensa que aquí descubrió el camino que por fin ha de llevarla a la victoria, creo que se equivoca. La gente puede enojarse -hoy día está muy enojada-, pero al final reflexiona.



Por otra parte, yo me pregunto: ¿cuál puede ser el interés de gobernar un país que ha alcanzado los niveles de descomposición y corrupción que se denuncian?



Para gobernar Chile -y lo digo con mucha sinceridad a los representantes de las bancadas de enfrente-, antes que nada hay que saber expresarlo. La descripción que presenta la Oposición es una en la cual la mayoría de los chilenos, que somos gente decente, no podemos reconocernos. Ésa es una visión que no apunta a resolver los problemas de fondo. Es una visión que, simplemente, nos degrada.



Cuando una persona como el Senador señor Novoa -lamento que Su Señoría ahora no esté en la Sala-, quien fue víctima de acusaciones muy terribles, habla de que en la Concertación “nos repartimos el botín”, a mí me duele en el alma. Porque, si hay alguien que sabe del sufrimiento que producen las acusaciones infundadas o los linchamientos públicos, es precisamente él.



Soy un reconocido crítico de la Concertación en muchos aspectos. Esta actitud autocrítica -los señores Senadores lo saben- me ha valido muchos malos ratos. Por eso me han calificado de “autoflagelante”, buscando quizá inhibirme o ridiculizarme. Pero yo no acepto, porque simplemente no es verdad, que se nos presente como una coalición corrupta o como los principales vectores de la corrupción en Chile.


Nuestro país es esencialmente decente. Nuestros funcionarios, nuestros policías, nuestros trabajadores, nuestros empresarios son esencialmente decentes. Y también lo somos los hoy día más denostados: todos los que estamos aquí. Me refiero a los dirigentes políticos, a los Parlamentarios. 



Por favor, en el caso que más conozco, el de los dirigentes de la Concertación, hagan algo muy simple: revisen con calma nuestras declaraciones de patrimonio -al respecto, señor Presidente, dado que se ha hecho una denuncia, solicito que todas las declaraciones de patrimonio se encuentran disponibles para cualquier ciudadano que las pida, cosa que, por desgracia, hoy día no se asegura en el Senado-, o vayan simplemente a ver nuestras casas, como lo planteó el ex Ministro Insulza. Personalmente, los invito a la mía. Y sería bueno que conocieran la sobriedad con que vive el Senador señor Girardi, hoy día objeto de todo tipo de escarnios. 



Pero -¡qué duda cabe!- está quedando en evidencia la existencia de tumores cancerígenos en el aparato público. Y eso hay que decirlo con claridad. No soy médico, pero entre un cáncer focalizado y una metástasis generalizada existe una diferencia sideral: ni más ni menos que la que media entre la vida y la muerte. 



Por otra parte, duele -y mucho- ver que algunos sienten que éste es el momento para ajustar no sé qué tipo de cuentas, a través de maniobras -discúlpenme la expresión- francamente repugnantes. Al final de mi intervención me referiré a aquellas de las cuales estoy siendo víctima.

Una explicación


Lo que hoy día ocurre y ha generado gran conmoción pública requiere una explicación.



Partimos de la base de que en nuestro país se han arraigado prácticas clientelísticas que están haciendo un daño inmenso. Yo creo que eso es cierto. La sola idea de que es posible comprar votos y conciencias nos retrotrae muchas décadas hacia una historia que -no quiero ser odioso, pero digamos las cosas como son- la vieja Derecha agraria conoce muy bien: la del acarreo y del cohecho en los campos.



En las actuales condiciones, pienso que en la reproducción de prácticas electorales repudiables hay responsabilidades compartidas. La prédica del predominio de las cosas por sobre las ideas, que estuvo tan de moda hasta no hace mucho tiempo en el discurso de la Derecha, no es en absoluto inocente respecto de lo que está ocurriendo hoy día.



El pragmatismo desenfrenado y el abandono de las referencias históricas contribuyen muy poderosamente a legitimar prácticas en las cuales se han transformado en expertos los llamados “operadores”.



En honor a la verdad, digamos que ellos no son el monopolio de ningún sector. Están en todos los partidos políticos. Los hay en todos los ámbitos del espectro. Eso, por una razón muy obvia: porque la destrucción de las ideologías y la búsqueda de resultados a cualquier precio inducen a comportamientos sin Dios ni ley, simplemente guiados por el logro de la meta sin importar cómo.



Y seamos claros al respecto: aunque administrativamente es distinto, éticamente es tan grave desviar dineros públicos como comprar votos cancelando cuentas de luz, repartiendo máquinas de coser o regalando anteojos pagados, por cierto, con dineros privados que probablemente se acogieron a alguna franquicia tributaria. 



Pero dejémonos de cuentos. En esto no se trata de empatar. Yo creo que las responsabilidades de la Concertación son mayores, por una doble razón: porque llevamos 16 años gobernando Chile y, sobre todo, porque nuestro proyecto es el cambio. En consecuencia, debemos imponernos estándares más exigentes. 



Lo hemos dicho en otras ocasiones y lo volvemos a repetir hoy día: el Chile dinámico, emergente, modelo de crecimiento ejemplar tiene debilidades políticas e institucionales tremendas. Por de pronto, hemos mantenido un tipo de partido político que se ha ido progresivamente degradando. En el interior de todas las colectividades se protagonizan luchas que no resisten ningún tipo de test democrático. Convengamos que la raza de los operadores no surgió por generación espontánea: son el producto -y, en alguna parte, las víctimas- de un determinado sistema que entre todos hemos ayudado a reproducir.



La cuestión de fondo de lo que estamos viviendo es que en esta ocasión, contrariamente a la célebre frase del Presidente Lagos, las instituciones, prácticamente sin excepción, no han funcionado bien.



La Concertación gobernante -reconozcámoslo- no ha sido capaz de frenar de raíz estas prácticas y ha sido condescendiente y desprolija en la promoción de algunas nominaciones.



A mi juicio, el Gobierno, víctima de la inexperiencia indefectiblemente propia de los rostros nuevos, fue sorprendido por esta crisis y no ha podido articular una respuesta rápida y coherente.



Pero el Parlamento tampoco ha estado a la altura. Si bien sus atribuciones son limitadas, no las ha ejercido con la fuerza y energía que las circunstancias requerían.



Sobre el particular, la Oposición tiene que interrogarse muy a fondo acerca del desempeño de su función.



En tal sentido, el ejemplo de CHILEDEPORTES resulta muy ilustrativo. Un fuerte aumento del aporte correspondiente fue aprobado el 11 de octubre en una Subcomisión de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y la única, curiosamente, con mayoría de miembros de la Oposición. Ello, no obstante los resultados adversos de las comisiones investigadoras de la Cámara de Diputados y del Informe de Auditoría Interna de 2005.


Más grave aún es el hecho de que el famoso informe de la Contraloría estaba en poder de un Senador de la Alianza desde principios de octubre, lo cual se halla perfectamente establecido en la Oficina de Partes.



Pero más aún, señor Presidente: cabe consignar que el 13 de septiembre pasado se aprobó, por amplísima mayoría, un proyecto de acuerdo que solicitaba más recursos para CHILEDEPORTES, a fin de que pudiera sustentar un proyecto destinado a financiar entrenadores para equipos infantiles.



Tengo copia del texto aprobado por unanimidad, y veo los nombres de la Honorable señora Matthei, de los Senadores señores Cantero, Coloma, Flores…

La señora MATTHEI.- ¡Ese proyecto era para la ANFA!

El señor CHADWICK.- Así es.

El señor OMINAMI.- Eso es exacto. Y se pide la entrega de más recursos…

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Para la ANFA!

El señor OMINAMI.- … -estoy interviniendo, Su Señoría- a esa institución enteramente corrupta que es CHILEDEPORTES.

El señor CHADWICK.- El proyecto de acuerdo se refiere a la ANFA.

El señor OMINAMI.- Eso es lo que dice el proyecto…

El señor LONGUEIRA.- ¡Sea consecuente con su propio discurso!

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, pido que se respete mi derecho a usar la palabra.



Se solicitaba que en el presupuesto de CHILEDEPORTES existiera un aporte adicional. A eso me refiero, y es lo que dice el proyecto de acuerdo.



En ese momento,…

La señora MATTHEI.- Insisto en que era para ANFA.

El señor OMINAMI.- En todo caso, se trata de un detalle.



En ese momento nadie sugirió siquiera que el proyecto de acuerdo podría ser inconveniente, dada la situación de corrupción generalizada de la institución que hoy se denuncia.



Y tengo la íntima convicción de que la Contraloría -así se lo expresé a ese organismo- también falló, porque con su informe amplificó de manera totalmente abusiva los resultados de un estudio que bajo ningún concepto puede exhibirse como una muestra representativa.



Aquí se ha planteado el tema. Quiero decir que lo conozco bien.



Dicho informe, que constituye la base de toda la crisis, está cimentado en el estudio de 77 proyectos, todos los cuales tienen problemas, como no cabe la menor duda. El asunto radica en saber si se trata de una muestra representativa o no, porque CHILEDEPORTES ejecuta más de 4 mil proyectos al año. El universo que cubrió el texto no importa más allá de 420 millones de pesos, de un total de 12 mil millones en asignaciones directas.



Por mi parte, envié un oficio a la Contraloría en el que pedí que se me informara acerca de la construcción de la muestra. La respuesta recibida no resultó convincente.


Voy a decir más aún: me entrevisté ayer con la señora Noemí Rojas, Contralor subrogante, quien me manifestó su disposición a rectificar, si consigo demostrar que la muestra utilizada, que arroja irregularidades en noventa por ciento, está lejos de ser representativa, como yo lo creo.



Lo que pasa con la Contraloría resulta bien delicado. Esto no es tan distinto a que en la próxima encuesta CEP se estableciera que los mil doscientos casos no son tomados al azar. Porque alguien -no sé si fue el Senador señor Allamand- incurrió en una afirmación equivocada al respecto. Respondo que eso no es así. La Contraloría no funciona de esa manera. No se trata de casos tomados al azar, sino sobre la base de denuncias. Y, desde ese punto de vista, no constituyen una muestra representativa.



Con lo anterior no estoy diciendo que las irregularidades no existan. Lo que señalo es que no resulta creíble que noventa por ciento de los recursos canalizados a través de CHILEDEPORTES se hayan destinado a la corrupción o al desvío de fondos. Eso no es cierto.



Es como si se registrara una adulteración y se presentase la muestra correspondiente como representativa.



Agregaré algo más acerca del organismo contralor, ya que la discusión continuará durante un tiempo largo. Deseo traer a la memoria un acontecimiento muy delicado -y me agrada mucho que se encuentre en la Sala la Senadora señora Matthei- que vivimos en abril de 2004. En ese momento -tengo aquí los recortes de prensa- se suscitó el gran escándalo de la condonación fraudulenta de deudas por parte de la Tesorería. Y se planteó, con letras de molde, el cuadro de que producto de esa circunstancia resultaban favorecidos Sebastián Piñera, el grupo Angelini y el grupo Matte. ¿En que se fundamentaba todo esto? En un informe de la Contraloría.



Fue tan grave la situación que concurrimos con la Senadora señora Matthei a hablar con ese organismo, que nos presentó sus antecedentes, y convocamos a una sesión especial de la Comisión de Hacienda de esta Corporación a fin de conocer de los hechos. No se trataba de 400 millones de pesos, sino de 440 millones de dólares en condonaciones abusivas. Mi Honorable colega lo calificó como el escándalo tributario más grande de la historia del país.



¿Qué fue de esto? ¿Qué pasó después? Al año, la Contraloría emitió un segundo informe, que rectificaba el primero y reconocía que se había equivocado prácticamente “de punta a cabo”.


Así fue.


Creo que en el caso que nos ocupa dicha entidad tampoco funcionó correctamente.



Al parecer, se acabó el tiempo de mi Comité, pero me ha cedido del propio el Comité Mixto, del Partido Radical y del Partido Por la Democracia.



Ahora bien, mención aparte merecen nuestros partidos, instituciones fundamentales de la democracia pero ampliamente descuidadas. Y hablo por los que conozco de manera más directa. Al mío, al Socialista, le tengo un gran aprecio. Pero es imposible negar que se han arraigado prácticas que no son aceptables y que explican en buena medida la mala percepción ciudadana sobre todos ellos.



Surge de aquí la necesidad de una agenda modernizadora y reformadora muy sustantiva.



En esta perspectiva, quiero formular una propuesta en siete puntos, que recoge varias ideas, no todas propias, por cierto. La mayoría las he tomado prestadas, pues han sido formuladas, en otras instancias, por otras personas.



El primero consiste en que se establezca -creo que vamos a estar todos de acuerdo- una auditoría interna del Gobierno dotada de amplias facultades.



La segunda proposición -también pienso que coincidiremos, pues es hoy algo casi de sentido común- se refiere a la modernización de la Contraloría. Es necesaria la reforma de su ley orgánica para fortalecer sus atribuciones y capacidades. Y, en lo personal -entiendo que el debate es bien complicado-, no me cierro a la idea de que, manteniéndose la aprobación por los dos tercios del Senado, sean los Comités representativos de la Oposición y no la Presidenta de la República los que formulen la propuesta. Me parece que se trata de un punto acerca del cual se puede conversar.



En tercer lugar, considero importante reforzar o mejorar el control presupuestario por parte del Congreso, mediante la creación en su seno de una verdadera Oficina de Presupuestos, que debimos haber implementado hace ya mucho tiempo.


Afortunadamente, hoy día existe acuerdo con el Ministerio de Hacienda y también entre nosotros para avanzar en esa dirección durante el próximo año. Debemos contar con una dependencia de tal índole a imagen de las existentes en los mejores Congresos del mundo.



Cuarto, es necesario modificar la Ley de Financiamiento Electoral por lo menos en tres aspectos:



Uno, para poner fin a las donaciones privadas. Si estamos por la transparencia, eliminemos este tipo de donaciones.



Dos, resulta evidente que se requiere la intervención del Servicio de Impuestos Internos en el análisis de las rendiciones de cuentas. El Servicio Electoral no tiene capacidad alguna para hacerlo.



Y tres, se precisa el tratamiento endógeno correcto de las instituciones, lo que demanda también fiscalización externa.



Quinta propuesta: obligar a los partidos políticos a la rendición de una cuenta pública periódica y exhaustiva, y generar códigos de ética de alto nivel de exigencia en materia de probidad.



Sexto, debemos limitar nuestros mandatos y establecer la revocación de ellos en caso de contravenciones graves de ciertas normas.



Desafío a los Parlamentarios que se han puesto a la cabeza de la lucha contra la intervención electoral -¡me parece bien que la lideren!- a que limitemos nuestros mandatos a fin de eliminar la competencia desleal que significa, para cualquier ciudadano que quiere integrar el Congreso, enfrentar a un Senador o Diputado que goza de fuero y percibe dieta. ¡Ésa no es una competencia leal!



Repito: si queremos hacer bien las cosas, restrinjamos los mandatos y dispongamos su revocación ante un incumplimiento grave.



Por último, es menester perfeccionar el sistema de Alta Dirección Pública. Constituye una buena idea, pero funciona de manera en extremo lenta. Ha de ser más expedito.



Y se debe legislar para restringir fuertemente los cargos de confianza estrictamente necesarios, pues muchos de los existentes carecen de justificación cuando se trata de tareas técnicas en las que debe prevalecer la competencia profesional. 



Asimismo, es preciso asegurar la promoción mediante la evaluación del desempeño y limitar los puestos de contrata y a honorarios al mínimo indispensable para el buen funcionamiento de los servicios.

EL EPISODIO DE LA QUINTA REGIÓN


Por último, señor Presidente, deseo referirme al episodio de la Región de Valparaíso. 



Como es de conocimiento público, existen graves denuncias sobre la utilización de fondos de los programas de generación de empleo en la zona. Hace más de tres meses -creo que fue el 5 de agosto- concurrí, si bien no estaba obligado a ello, a la Comisión investigadora de la Cámara de Diputados para responder a todo tipo de preguntas y rumores tendenciosos que afectaban gravemente mi honra. En efecto, se decía que se había montado un sistema con el objeto indicado y -para hablar claro- que yo era su jefe.



Me hubiera gustado que mi intervención concluyese con las siete propuestas señaladas hace un momento, pero estoy obligado a abocarme a cosas desagradables.



Como lo anuncié al principio de mis palabras, me veo en la necesidad de referirme al hecho aludido, porque afecta profundamente mi reputación. Y éste es el motivo por el cual quiero solicitar la comparecencia del Senador señor Sergio Romero ante la Comisión de Ética de esta Corporación, en virtud de lo dispuesto en el artículo 233, letra a), del Reglamento. Y voy a explicar por qué.



Cuando concurrí a la Comisión investigadora de la Cámara de Diputados hice presente lo siguiente.



De confirmarse las denuncias de desvío de recursos, estaríamos en presencia de un delito, de un grave atentado a la ética pública y de una infinita torpeza; de una grave contravención a la moral pública y también a la inteligencia. 



El reclutamiento de personas, bajo esas condiciones, es totalmente contraproducente, aparte de ser éticamente reprobable.



En todas las campañas en que he participado me he preocupado personalmente de que ellas tengan convicciones y entusiasmo. Estimo que si son puramente rentadas francamente no sirven.



En relación con los hechos que se investigan -estoy citando lo que señalé en la Comisión investigadora-, afirmé en esa ocasión que no tuve nunca el más mínimo conocimiento de que se pudiera estar financiando promotores de campaña con recursos de los programas de empleo. No he estado nunca en ninguna reunión ni he sostenido nunca ningún tipo de conversación, ni con autoridades de gobierno, ni con personal de mi oficina, incluidas dos personas que han sido formalizadas, en donde se evocara directa o indirectamente esa posibilidad.



Nadie puede decir que recibió de mí alguna instrucción o alguna indicación o la más mínima señal en el sentido de incitar o simplemente amparar una práctica de este tipo. 



Más aún, debo agregar que si hubiese tenido algún indicio de que algo así pudiera estar ocurriendo habría actuado con el máximo rigor para ponerle fin. 



Y añadí: 



Tengo una larga trayectoria en la actividad política. Voy a cumplir 40 años en ello. Soy sobreviviente de una gran tragedia. Muchos de los míos murieron o siguen desaparecidos. Soy hijo de un oficial de la Fuerza Aérea que pagó con cárcel y tortura su compromiso constitucional.



Soy heredero de una historia que para mí es sagrada y que constituye la principal fuente de orientación en mi vida. Y justamente por respeto a esa trayectoria y a esa memoria jamás me involucraría en nada que pudiera empañarlas.



Por eso dije que mi palabra valía. Y agradezco a muchos Parlamentarios de Oposición que señalaron públicamente que me creían.



Los que me conocen saben que soy frontal, directo y enemigo de las medias tintas. Por ello manifesté entonces que tenía todo el derecho a exigir que se hiciera fe de mis palabras.



Sostuve, además, que la inocencia no hay que probarla, que se presume de hecho. Son las culpabilidades las que deben demostrarse con pruebas contundentes e irrefutables. En mi caso no hay ninguna, porque simplemente no he hecho nada incorrecto.


Y eso es lo que formalmente ha indicado la Fiscalía frente a la consulta que formulé respecto de si existe algún tipo de investigación sobre mi persona.



Lo expuesto es historia ya pasada. Ocurrió en agosto, señor Presidente. Y lo conversé prácticamente con todos los Parlamentarios de mi circunscripción, incluido el Senador señor Romero.



Sin embargo, a pesar de haber señalado a este último, en la ciudad de Los Andes, que entendía muy bien que respaldara todas las investigaciones que estimara convenientes, pero que le pedía una sola cosa: que tuviera cuidado con mi honra y mi reputación, usted, señor Senador, no cumplió, desgraciadamente.



A poco andar se presentó una querella -perfectamente legítima- por asociación ilícita, multiplicándose, sin embargo, las declaraciones en las cuales, de manera sibilina, se sugería que otras personas de más arriba -sin nombrarme, por cierto- pudieran estar involucradas en tal situación.



Este comentario, a lo mejor, puede resultar un tanto subjetivo.



Lo más grave vino a continuación, más recientemente: en el momento en que se desató la crisis de CHILEDEPORTES.



Con fecha 27 de octubre, un periódico que prefiero no citar -contra el cual estoy presentando un recurso en los tribunales- tituló: “En oficina de senador Ominami distribuyeron recursos para financiar proyectos de Chiledeportes”. Aquí está la publicación.



Y, en letra más pequeña, se pone ese infundio en boca del entrenador de básquetbol de un club importante: San Luis de Quillota y que cumple igual función en la selección de esa ciudad.



La declaración de esa persona -contra la cual también estoy presentando un recurso judicial- es total y enteramente falsa. Es una especie de “Gemita Bueno” quillotana.


A raíz de esto, la directiva del Club Deportivo San Luis de Quillota, que es una entidad respetable, con más de 90 años de existencia, me ofreció disculpas públicas y procedió a despedir a la persona en cuestión por faltar gravemente a la verdad.



No tengo idea de a qué partido pertenecen el presidente y la directiva de dicho Club. Pero, en todo caso, no militan en el mío. 



Sin embargo -y esto es lo grave-, el Senador  Romero se hizo eco de  esas  informaciones  falsas  y calumniosas.  Para  justificar  sus  dichos -perdónenme que entre en detalles-, el entrenador en cuestión declaró que en mi oficina se "visaban" los proyectos que se presentaban a CHILEDEPORTES, con lo cual quedaban listos.



El mismo día  que aparece publicada la falsa denuncia del señor Madriaza, el 27 de octubre, “El Mercurio” de Valparaíso registra una declaración del Senador Romero en la cual afirma que existe una vinculación entre el caso de los programas de empleo y el de CHILEDEPORTES, señalando textualmente: "Hay información de dirigentes que para conseguir un proyecto de CHILEDEPORTES era necesario el visado que tenía que hacerse en la oficina parlamentaria de parlamentarios de la Concertación de esta Región.". Es decir, se repite  prácticamente el mismo infundio de ese personaje.



Frente a esa situación, reaccioné con la máxima energía. Junto al desmentido público, hice presente que todo lo que se decía era mentira, de la A a la Z. Lo que hace mi oficina -y a mucha honra- es ayudar técnicamente para que instituciones modestas puedan presentar sus proyectos conforme a las normas establecidas. Pero nunca se han visado en ella proyectos ni menos se han distribuido recursos públicos.



Es lamentable que el Senador Romero se haya hecho eco de esa situación y que lo mismo haya ocurrido con el cuerpo D, Reportajes, del diario “El Mercurio”, que en la edición del domingo recién pasado, sin entregar la más mínima referencia, en una nota -por cierto, apócrifa- habla del "timbraje" que complica a Ominami".



¿Saben cual es el "timbraje que complica a Ominami"? El que  todos tenemos en nuestras oficinas y con el cual recepcionamos los documentos para acreditar que estos han llegado. 



“Recepción, Senador Carlos Ominami”. ¡Ése es el timbraje! ¡Ése es el visaje! ¡Esto es lo que ha dado lugar a tal tipo de infundios.



Frente a mi reacción, el Senador Romero señaló a la prensa que mi defensa era el producto "de la desesperación de constatar" -estoy citando- "que buena parte de sus asesores aparecen presuntamente involucrados en actos de corrupción", para luego agregar -y creo que  esto es lo más grave- que "nadie entiende que él no supiera lo que estaba ocurriendo en su entorno".



Debo decir lo siguiente. 



Trabajo de manera directa con 15 personas; en forma indirecta, con muchas más. 



Es del todo falso que la mayoría de quienes trabajan directamente conmigo tengan algún tipo de vinculación con los procesos que están siendo sustanciados en la justicia.



Es importante, además, que un Senador sepa distinguir entre la formalización de dos personas y su condena por una Corte. Él no respetó la presunción de inocencia de dos antiguos colaboradores míos -a quienes por lo demás conoce- y de paso agravió a todos los integrantes de mi oficina.



Por otra parte, el poner en duda mi declaración frente a la Comisión Investigadora respecto de mi ignorancia completa de esa situación vulneró gravemente mi propio derecho a la presunción de inocencia.



En los días siguientes, el medio local de comunicación que sirvió de soporte a tal maquinación ha continuado publicando declaraciones totalmente tendenciosas, utilizando a personajes de muy dudosa reputación.



Debo agregar que ese medio se caracteriza -y todos los Parlamentarios conocemos de esto- por solicitar contribuciones en dinero a los integrantes del Congreso Nacional. Y sería interesante saber -lo pregunto; porque yo no lo hago- si el Senador Romero contribuye financieramente a la mantención de un medio que practica la venganza en contra de las personas que no aceptan esta suerte de chantaje que está acostumbrado a practicar.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!

El señor OMINAMI.- En la querella en contra de ese medio, vamos a agregar copias de los correos electrónicos donde el director solicita los recursos y amenaza con que hay que atenerse a las consecuencias si uno no colabora.



Eso se llama "extorsión".



Señor Presidente, me duele haber tenido que traer esta situación a la Sala. Pero, como les dije desde el primer momento, voy a ocupar todas las instancias disponibles para defender mi honra y mi reputación.



El argumento dado por el Senador  Romero respecto de lo que puede ocurrir en un entorno determinado es quizás el más delicado: como personas de su entorno están siendo procesadas, es evidente que quien encabeza la oficina tiene que ser culpable. Eso es lo que se dice.



Yo quiero manifestar lo siguiente, señor Presidente.



El Senador Romero fue Subsecretario de Agricultura entre agosto de 1976 y mayo de 1977; es decir, poco más de un año.



Debo agregar que él fue parte de la cúpula del Gobierno militar en un período en que tuvieron lugar hechos gravísimos. Por de pronto, el asesinato del ex Canciller Orlando Letelier y su secretaria, Ronnie Moffit, en Washington, el 21 de septiembre de 1976. 



También, en el período en  que el ahora Senador Romero se desempeñó como Subsecretario del Gobierno militar tuvo lugar una de las ofensivas más cruentas en contra de dirigentes del Partido Comunista, del Partido Socialista y del MIR. Y tengo aquí el listado de los dirigentes desaparecidos de esa época.



Yo no le voy a hacer, Senador Romero, el agravio de vincularlo con esas situaciones terribles por su participación en las altas esferas del Gobierno militar en ese período. Pero déjeme decirle que, con la lógica que usted ocupa contra mí, yo podría perfectamente establecer su vinculación con esos hechos repugnantes.



Señor Presidente, he traído a colación esta situación sin ánimo odioso. Estoy, sí, indignado. Pero me pareció importante ponerla en conocimiento del Senado simplemente, para ilustrar sobre la gravedad que pueden presentar argumentos lanzados de manera no sé si irreflexiva o meramente artera.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!



Tiene la palabra el Honorable señor Romero.

CONSIDERACIONES SOBRE CORRUPCIÓN EN CHILE. RÉPLICA A SENADOR SEÑOR OMINAMI

El señor ROMERO.- Señor Presidente, siento que el Senado tenga que preocuparse y distraer su tiempo en temas de esta envergadura -yo diría-, de esta calaña. Porque creo que estamos frente a una situación que, parodiando al ladrón detrás del juez, pareciera ser la constante en algo que considero burdo, absurdo, que carece de fundamento, como lo voy a demostrar. 



Ni siquiera ha tenido un minuto para revisar todo lo que se ha dicho en la prensa seria de este país para justificar y fundar sus planteamientos.



En primer lugar, quiero decir al Senador Ominami que, en uso de la misma facultad que contempla el Reglamento, yo también lo emplazo a  que comparezca ante la Comisión de Ética, porque los dichos que ha expresado en la prensa son de una gravedad inusitada y constituyen un precedente que no es posible dejar de manifestar.



Ante los hechos que se produjeron en la Quinta Región -porque no me voy a referir al tema planteado primero, en que el Senador Ominami hace toda una condena de los actos de corrupción, etcétera-, sólo quiero expresar que siempre actúo con consecuencia y  consistencia en todas las instancias de mi vida, sea como Senador o en cuanto ciudadano. Y, en ese aspecto, no digo hoy algo que no hice ayer. 



Soy una persona de trayectoria pública y privada  absolutamente impecable. Y no acepto, bajo aspecto alguno, ninguna de las imputaciones que el  Senador Ominami , en forma sibilina, ha planteado hoy. Sinceramente, creo que el Senador Ominami está muy nervioso y que su nerviosismo lo descontrola. Y pienso, también, que estamos frente a situaciones muy graves, que la Cámara Alta debe conocer.



Quiero precisar,  en primer término, que las denuncias contra su oficina no surgieron en Quillota en el diario que omite mencionar, sino en Santiago, en el vespertino “La Segunda”, el 28 de julio pasado: “Dirigentes deportivos destacan la “venia” de la oficina de Lepe” (ex jefe de gabinete del Senador Carlos Ominami) “para ganar proyectos”. También se revela la participación del señor Luis Fernández, alias “El Luigi”, ya imputado en el caso de los Programas de Generación de Empleo y que, según señala el vespertino, “es el representante de Ominami en la provincia de Quillota”.



Esos hechos ocurrieron cuatro o cinco meses antes de lo que Su Señoría señaló. Es decir, cuando parte diciendo que yo habría declarado ese mismo día acerca de una situación que denunció un diario de Quillota, en realidad, lo había hecho tres meses antes el vespertino “La Segunda”.



Doy ese solo ejemplo para demostrar la vaciedad de toda su argumentación.



Cuando el Senador Ominami  acusa y rasga vestiduras, en el sentido de que jamás haría una imputación de ninguna especie a Senador alguno, y menos a una persona que pudiera ser ofendida, quiero recordarle que usted no aplicó el mismo principio de inocencia a uno de nuestros Honorables colegas cuando, refiriéndose al Senador señor Novoa, comentó públicamente, en referencia al caso Spiniak, que “cuando el río suena, piedras trae”.

El señor OMINAMI.- Le di mis disculpas.

El señor ROMERO.- Pero se las dio -todos nos impusimos- cuatro meses después; años después. ¡Es muy grave escupir al cielo, señor Senador! 



Lo importante en esta materia es ir al fondo del tema. Y éste es que, para nosotros, como representantes de la ciudadanía, y como Su Señoría lo ha expuesto, ha habido una cadena de corrupción infinita en esta Región. Usted lo ha dicho. ¿Su Señoría cree que la actuación nuestra es aislada? Y digo “nuestra”, porque no soy el único Parlamentario que ha actuado en esta materia. Yo fui tal vez de los últimos en querellarse. Y lo hice así porque no quise utilizar el cargo de Presidente del Senado, que ejercí hasta el 11 de marzo pasado, para el denuncio de una situación de esta naturaleza. Miré, estudié, analicé y recibí antecedentes. Y quiero manifestarle que además de los catorce, quince o dieciséis formalizados en la Quinta Región por los Programas de Generación de Empleo, probablemente se va a procesar a un número parecido de personas respecto de CHILEDEPORTES. Porque resulta que la indignación no es ni suya ni mía ni nuestra: es de la ciudadanía que nosotros representamos, Senador Ominami. En verdad, hubiéramos esperado que usted también se querellara por esos mismos actos. No conozco ninguna querella suya; sólo sus declaraciones. E ignoro los hechos que, según usted, debieran avalar su credibilidad. 



Por otro lado, jamás le he imputado a Su Señoría delito alguno. ¡Jamás! Y no lo haría nunca de no tener claridad para hacerlo. ¡Nunca lo haría! Y fui lo suficientemente claro en decir que jamás imputaría un cargo a nadie mientras no estuviesen  establecido los hechos con claridad meridiana. En ese aspecto, usted sí ha hecho cosas que no corresponden, porque en su incoherencia -pues es muy incoherente en su planteamiento-, ha sido brutalmente ofensivo, agraviante y ha calumniado e injuriado sin ningún problema.



¿Qué declaró usted en “La Segunda” del día viernes 3 de noviembre? Lo siguiente: “…él no ha sido frontal y usa métodos de insinuación, cuidándose de enfrentarme directamente. Yo sí lo hago y digo que él está abusando y acreditando su reputación de ser un difamador profesional.”.



Pienso de verdad que usted no sabe lo que está diciendo. Porque esas expresiones sí constituyen delito. ¡Sí son delito! 



Al contestarle, le señalé que cayó en la desesperación, en una situación absolutamente descontrolada. Porque realmente no se puede explicar una reacción de esa naturaleza. Y dije que rechazaba el que “se caiga aquí en descalificaciones, cosa que yo nunca haré”, llamando al Senador señor Ominami a “dar la cara frente a este tema”... 



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ROMERO.- ¡Por favor, dígale a su pandilla que respete!



Y  -sigo, señor Presidente- “advertí que “nadie entiende que él no supiera lo que estaba ocurriendo en su entorno”.”



Y lo dije por una razón muy simple: porque resulta que en el expediente todas las preguntas están dirigidas en ese sentido, al igual que en los diarios.



Voy a poner a disposición de la Comisión de Ética no solamente los recortes de diarios de Quillota, sino también los que se publican en la Región.



¡No hay peor ciego que el que no quiere ver!



Pero Su Señoría, no se contenta con eso. No. Dice sentirse agraviado y declara: “no tengo fortuna, tengo un patrimonio conocido y verificable en la declaración de patrimonio y creo que él no puede decir lo mismo. Además yo no hice mi patrimonio con el sufrimiento de personas que provocó el Dicom.”.



¿Qué significa esto, Senador Ominami? ¿Usted tiene derecho a ofender a dos ex Ministros de la Concertación que participaban en la propiedad de Dicom, junto con otros dirigentes empresariales, el Presidente de la Confederación de la Producción y del Comercio, y otros?



En mi concepto, cuando alguien hace este tipo de agravios carece de autoridad moral para ello.



¿Y qué le contesté? Algo muy simple: “Yo no considero del caso referirme al pasado del Senador Ominami: la trayectoria de ambos está en conocimiento de la ciudadanía”. Y lo repito acá: todo el mundo lo conoce a usted y me conoce a mí. La verdad es que en mi carrera -se lo digo sinceramente- no tengo ninguna mancha que ocultar o que pueda tener, y menos actos reñidos con la probidad. 



--(Manifestaciones en tribunas).
El señor ROMERO.- ¡Usted trajo a esa pandilla! ¡Ésa es la camorra que usted usa siempre! Eso demuestra que Su Señoría no tiene la entereza para enfrentar este tipo de situaciones, porque necesita gente a su lado para poder hacerlo.

El señor NÚÑEZ.- ¡Señor Presidente, no es aceptable que se exprese así el señor Senador!

El señor ROMERO.- Y tenga mucho cuidado con lo que está haciendo. Yo comparto la opinión del Senador señor Flores en cuanto a que después de estas situaciones de corrupción vienen las amenazas, los actos de violencia y los crímenes políticos.



Senador Ominami, lo responsabilizo por lo que está haciendo aquí y por lo que pudiera ocurrir. Porque, definitivamente, lo que usted está llevando a cabo es, ni más ni menos, una estrategia comunicacional, porque probablemente -reitero: probablemente- la Cámara de Diputados esta semana o la próxima, no lo sé, se va a pronunciar sobre la parte política. Es posible  que la justicia demore un poco más en conocer los alcances del caso.



Yo estoy muy tranquilo; no tengo ningún nervio; no estoy descontrolado y miro de frente. Y quiero decirle que en mi entorno no hay nadie procesado: ni mi jefe de gabinete ni nadie. Y se lo digo con el mayor respeto por las personas que trabajan con usted, porque les tenía -y les tengo- mucho aprecio. Jamás he hablado en contra de ellos. ¡Jamás lo he hecho! Porque me duele mucho la situación en que están, quizás tanto o más que a usted, pues son personas inocentes de lo que hicieron, y muy posiblemente no tenían idea de sus alcances.



Creo, Senador Ominami, que ha hecho bien en exponer esta situación aquí, en la hora de Incidentes, porque es tiempo de que la opinión pública sepa que no he sido yo quien lo ha hecho.



Aquí tengo infinidad de recortes de prensa, de “El Observador”, “El Mercurio” de Valparaíso, “La Estrella”, “La Segunda”, “La Tercera”.



En verdad, no tengo posibilidad de ejercer la influencia que Su Señoría dice tener respecto de tantas cosas como para haber influido en su contra.



Yo no estoy detrás de eso. Se lo aseguro, porque -sabe- me preocupo de cosas importantes.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- De acuerdo con lo establecido en el artículo 232 del Reglamento, se enviarán ambas solicitudes a la Comisión de Ética.



--Así se acuerda.
El señor OMINAMI.- Señor Presidente, renuncio de inmediato a participar en este caso en la Comisión de Ética, dado que soy miembro titular de ella.



--(Manifestaciones en la Sala y en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Silencio, por favor!

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, pido la palabra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Le quedan tres minutos al Comité Unión Demócrata Independiente, Su Señoría.

El señor PROKURICA.- Le vamos a ceder el tiempo que nos corresponde.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Recuerdo a la Sala que la sesión termina a las 20.

La señora MATTHEI.- Entonces, voy a intervenir mañana.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Muy bien.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

CONMEMORACIÓN DE “DÍA DE LA ANTÁRTICA CHILENA”. OFICIOS

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, el 6 de noviembre de 1940, a través del decreto supremo Nº 1.747, el Presidente don Pedro Aguirre Cerda y su Canciller don Marcial Mora establecieron nuestros límites en la zona más austral del territorio: la Antártica Chilena o Territorio Chileno Antártico.



Dicho texto proclama la soberanía nacional en todas las tierras, islas, islotes, arrecifes, glaciares y demás, conocidos y por conocer, y el mar territorial respectivo existentes dentro de los límites del casquete comprendido entre los meridianos 53º y 90º de longitud Oeste de Greenwich.



Se trata de un hecho trascendente para nuestro país, que fue relevado en 1965 por el Presidente Eduardo Frei Montalva, quien junto al Vicepresidente don Bernardo Leighton y al Ministro de Relaciones Exteriores -ex Senador y ex Presidente de esta Corporación- don Gabriel Valdés, instituyeron el 6 de noviembre de cada año como “Día de la Antártica Chilena”.



Tales manifestaciones vienen a reconocer los derechos que científica, histórica y jurídicamente posee nuestro país sobre el continente helado, lo cual sería muy largo reseñar, pero que es conveniente recordar, aun a modo ilustrativo.



Desde el punto de vista científico, se sostiene que, en épocas pretéritas de la formación geológica de la Tierra, la América del Sur y la Antártica se encontraban unidas. El desmembramiento posterior del Cabo de Hornos respecto de la Península Antártica trajo consigo los numerosos islotes que forman el arco conocido como las Antillas Australes.



Geográficamente, resulta evidente que nuestro país es el que tiene mayor cercanía física con el continente helado. Ello motivó, históricamente, la consideración que las autoridades españolas de las Indias Occidentales dispensaron a esta zona. Ésta, hasta el Polo Sur, se hallaba comprendida en el dominio de la Madre Patria desde la creación de la Gobernación del Estrecho, al recibirla Pero Sancho de la Hoz, en 1539, de concesiones extendidas, sobre la llamada “Terra Australis”.


Con posterioridad, el conquistador don Pedro de Valdivia solicita a la Corona extender el dominio de la Capitanía General de Chile hasta el Estrecho de Magallanes, y le asigna su administración a Gerónimo de Alderete, tras lo cual Pero Sancho de la Hoz se vio en la obligación de cederla en 1554.



La misma conclusión emana jurídicamente de un sinnúmero de textos hispanos que reconocen la prolongación de sus dominios hasta estas tierras, como son: las Capitulaciones Reales de Toledo, de 1534; la Capitulación Real de Toledo, de 1539; la Real Cédula de Arras, de 1554; la Real Cédula de Valladolid, de 1555; la Real Cédula de Bruselas, de 1558; la Real Comisión del Gobernador Hurtado de Mendoza, de 1560; la Ley 12 de la Recopilación de Leyes de Indias, de 1680.



A todo lo anterior se suman las menciones formuladas a lo largo de la historia por diversos textos, que muestran la continuidad lógica del territorio nacional hacia el continente helado y la consideración que se tuvo sobre éste. Ejemplos de ello se encuentran en “La Araucana”, de Alonso de Ercilla, en la “Tabula Geographica”, de Alonso Ovalle, y en “Política Indiana”, de Juan de Solórzano.



Del mismo modo, dan testimonio de la pretensión soberana de nuestro país las numerosas expediciones científicas, pesqueras y militares realizadas a la Antártica y, en forma más reciente, la preocupación de las autoridades políticas expresada en la instalación de bases y, fundamentalmente, en el esfuerzo soberano que constituye la Villa Las Estrellas, pequeño rincón de Chile ubicado en el continente helado.



Señor Presidente, Honorables colegas:



La importancia de la Antártica para nuestro país y el mundo es indiscutible. Se trata de la mayor -y acaso la única- reserva mineral, de agua y de naturaleza virgen en el mundo.



Por su lejanía y condiciones climáticas y geográficas se mantuvo fuera de la feroz explotación de recursos naturales que ha sufrido la Tierra en los últimos siglos. Decisiones gubernamentales posteriores dieron cauce jurídico a una sabia moratoria, que esperamos que persista y sea respetada.



Nuestro país, por su cercanía y su vinculación con el continente helado, debe ser un constante impulsor de todas aquellas iniciativas que involucren el desarrollo científico y la conservación de la Antártica como reserva mundial. Particular importancia tienen en este sentido el Tratado Antártico y su Protocolo sobre Protección Ambiental.



Para lograr tales objetivos es muy importante incrementar constantemente los recursos que se asignan a esos efectos. En ese sentido,  resulta imprescindible potenciar el Instituto Antártico Chileno (INACH), con sede en Punta Arenas, cuya persistente y destacada acción en la planificación, control y coordinación de las actividades que se desarrollan en dicho territorio son fundamentales.



Por lo anterior, como Senador por la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena, adhiero a la conmemoración del “Día de la Antártica Chilena”, que tuvo lugar el pasado 6 de noviembre. En tal sentido, deseo formular un reconocimiento al Instituto Antártico Chileno por su fecunda labor y enviar, en la persona de la Gobernadora de la provincia Antártica Chilena, doña Bélgica Arismendy, y del Comandante de la Villa Las Estrellas, un afectuoso saludo a los compatriotas que habitan en tan apartado lugar.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Por haber llegado la hora de su término, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:2.








Manuel Ocaña Vergara,









   Jefe de la Redacción 

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 354

ACTAS APROBADAS

SESION 63ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 18 DE OCTUBRE DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Naranjo.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Asisten, asimismo, los señores Ministros Secretario General de Gobierno, don Ricardo Lagos Weber, y de Justicia, don Isidro Solís Palma.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, subrogantes, los señores José Luis Alliende Leiva y Mario Labbé Araneda, respectivamente.

________________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones quincuagésima octava, ordinaria, de 4 de Octubre de 2.006, y quincuagésima novena, ordinaria, de 10 de Octubre de 2.006, que no han sido observadas.

_________________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República. Con el primero, inicia un proyecto de ley que extiende la Asignación de Especialidad al Grado Efectivo a funcionarios civiles de Carabineros de Chile (Boletín Nº 4.620-02) y con el segundo, hace presente la urgencia para su despacho, en el carácter de “suma”.



-- Pasa a la Comisión de Defensa Nacional y a la Comisión de Hacienda. 

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.556, sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.250-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de ley que reduce las tasas del impuesto adicional a la incorporación de conocimiento y tecnología desde el exterior (Boletín Nº 4.510-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



De la señora Contralora General de la República subrogante, por el que informa respecto de la consulta formulada por el Honorable Senador señor Ávila, sobre situación de don Augusto Lobos.



Del señor Ministro de Agricultura, que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la creación de una brigada especial de CONAF.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, acerca de la enajenación de bienes fiscales.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, por el que responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, respecto de la apertura del embalse Colbún.



Del señor Director del SERVIU de la Quinta Región, que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Romero, en cuanto a terrenos de Calle Larga.

 

Del señor Director del SERVIU de la Novena Región, por el que da respuesta a los oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor García, sobre sede de club de adultos mayores de Cholchol.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como feriado el día 16 de julio, fiesta de la Virgen del Carmen, en sustitución del feriado correspondiente a Corpus Christi (Boletines números 3.379-06 y 3.868-06, refundidos).



-- Queda para tabla.

Proyectos de acuerdo



De diversos señores Senadores, sobre financiamiento y subsidio especial para viviendas de Adultos Mayores (Boletín Nº S 915-12).



De los Senadores señor Horvath, señora Matthei y señores Bianchi, Escalona, Gómez, Prokurica, Ruiz-Esquide y Zaldívar, sobre integración física de la Zona Austral (Boletín Nº S 917-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.



De los Senadores señores Horvath, Allamand, Arancibia, Bianchi, Escalona, Larraín y Navarro, sobre protección y regulación del krill antártico (Boletín Nº S 916-12).



-- Por acuerdo de Comités, queda para el Tiempo de Votaciones de esta sesión.

- - - 


Durante su lectura, se agregan a la Cuenta dos oficios de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que suspende plazos de la ley Nº 20.019, que crea sociedades anónimas deportivas (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín Nº 4.619-29).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al informe de la Comisión Mixta constituida para resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, con ocasión de la tramitación del proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales, y otros cuerpos legales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 3.953-04).



-- Queda para tabla.

o o o



A continuación, el Honorable Senador señor Ominani solicita al señor Presidente recabar el acuerdo unánime de la Sala para autorizar a la Comisión de Hacienda y a la Cuarta Subcomisión Mixta Especial de Presupuestos a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se accede a lo solicitado.



En seguida, interviene el Honorable Senador señor Letelier, quien solicita que el proyecto de ley que concede un bono extraordinario a los exonerados por motivos políticos que indica, correspondiente al Boletín Nº 4.395-05, sea discutido por la Sala en la sesión de hoy, con informe oral de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se accede a lo solicitado.

________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia 

y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, correspondiente al Boletín Nº. 4.091-07, para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.



Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento aprobó en general esta iniciativa por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Kuschel y Muñoz Aburto, y propone a la Sala su aprobación en general, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.


Añade que tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, según lo prevé el artículo 77 de la Carta Fundamental, los artículos 1º; 2º; 3º; 4º; 5º, Nos. 1), 2), 3), 4), 5), 6), 7), 8), 9), 10), 11), 12), 13), 14), 15), 16), 17), 18), 19), 20), 21), 23), 24), 25), 29), 31), 32), 33), 34), 35) y 36); 6º, 7º y 8º, y los artículos transitorios 1º, 3º, 4º y 6º, ya que inciden en  la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia y requieren para su aprobación, por tanto, de las cuatro séptimas partes de los Honorables señores Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.


Finalmente, hace presente que el proyecto deberá ser informado por la Comisión de Hacienda durante su discusión en particular.

- - -



En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi y Prokurica y señoras Alvear y Matthei.



Cerrado el debate y sometido a votación en general, el proyecto es aprobado con el voto conforme de 24 Honorables señores Senadores de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento de esta forma a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental..



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 30 de octubre próximo, lo que, no habiendo oposición, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Créase la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil, con asiento en la comuna del mismo nombre, pasando la Corte de Apelaciones de Santiago a denominarse Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal tendrá jurisdicción sobre la parte de la Región Metropolitana de Santiago correspondiente a las provincias de Chacabuco y de Santiago.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil tendrá jurisdicción sobre la parte de la Región Metropolitana de Santiago correspondiente a las provincias de Chacabuco y de Santiago, con exclusión de las comunas de Lo Espejo, San Miguel, San Joaquín, La Cisterna, San Ramón, La Granja, El Bosque, La Pintana y Pedro Aguirre Cerda.



Artículo 2°.- Fíjase la siguiente planta de personal para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal:



a) Dieciséis cargos de Ministro.



b) Cuatro cargos de Fiscal Judicial.



c) Un cargo de Secretario.



d) Diez cargos de Relator.



e) Un cargo de Jefe de Unidad de Causas.



f) Dos cargos de profesional de apoyo de la Unidad de Causas.



g) Dos cargos de Oficial 1°.



h) Cuatro cargos de Oficial 2°.



i) Ocho cargos de Oficial 3°.



j) Veinte cargos de Oficial 4°.



k) Once cargos de Oficial de Sala.



l) Un cargo de Oficial Asistente.



Artículo 3°.- Fíjase la siguiente planta de personal para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil:



a) Veinticinco cargos de Ministro.



b) Dos cargos de Fiscal Judicial.



c) Dos cargos de Secretario.



d) Diecisiete cargos de Relator.



e) Un cargo de Jefe de Unidad de Causas.



f) Dos cargos de profesional de apoyo de la Unidad de Causas.



g) Tres cargos de Oficial 1°.



h) Diez cargos de Oficial 2°.



i) Once cargos de Oficial 3°.



j) Treinta y un cargos de Oficial 4°.



k) Dieciséis cargos de Oficial de Sala.



l) Un cargo de Oficial Asistente.



m) Un cargo de Auxiliar de Aseo.



Artículo 4°.- Suprímense los cargos de Defensores Públicos de Santiago y Valparaíso y los cargos de Oficial de Defensores Públicos de Santiago, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 5° transitorio.



Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:



1) Intercálase, en el inciso primero del artículo 51, la frase “en lo Civil” entre las expresiones “Santiago” y “conocerá”.



2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 54, la palabra “diecisiete” por “dieciocho” y agrégase, a continuación de la palabra “Santiago”, las siguientes expresiones “con dos Cortes, una en lo Civil y una en lo Penal”.



3) Modifícase el artículo 55 en el siguiente sentido:



a) Reemplázase en la letra g) la frase: “El de la Corte de Santiago” por “El de la Corte de Santiago en lo Civil”.



b) Intercálase la siguiente letra h), pasando la actual h) a ser i) y así sucesivamente:



“h) El de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal, comprenderá la parte de la Región Metropolitana de Santiago correspondiente a las provincias de Chacabuco y de Santiago;”.



4) Modifícase el artículo 56 del siguiente modo:



a) En el numeral 3°, intercálase entre la palabra “Valparaíso” y la conjunción “y”, las expresiones “Santiago en lo Penal”, antecedidas de una coma.



b) En el numeral 5°, sustitúyese la frase “tendrá treinta y un miembros” por la siguiente “en lo Civil tendrá veinticinco miembros”.



5) Modifícase el artículo 58 en el siguiente sentido:



a) Sustitúyense las frases “La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá seis fiscales judiciales; la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrá” por la siguiente: “La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal y la Corte de Apelaciones de San Miguel tendrán”.



b) Intercálase entre las palabras “La Serena” y “Rancagua” los términos “Santiago en lo Civil, “.



6) Modifícase el artículo 59 en la siguiente forma:



a) Intercálase entre la palabra “Valparaíso” y la conjunción “y” las palabras “Santiago en lo Penal”, precedidas de una coma.



b) Sustitúyense los términos “tendrá veintidós” por la frase “en lo Civil tendrá diecisiete”.



7) Sustitúyense en el artículo 60 las frases “tendrá dos secretarios. La Corte de Apelaciones de Santiago tendrá tres secretarios” por la siguiente: “y la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil tendrán dos secretarios”.



8) Modifícase el artículo 61 en el siguiente sentido:



a) Intercálase entre la palabra “Valparaíso” y la conjunción “y” las palabras “Santiago en lo Penal” precedidas de una coma.



b) Reemplázase la expresión “nueve” por los términos “lo Civil en ocho”.



9) Agréganse en el artículo 63 los siguientes incisos:



“La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil conocerá, en única instancia, de los recursos señalados en los literales a) y c) del numeral 1°, respecto de los tribunales que se encuentren bajo su dependencia; en primera instancia, de los procesos por amovilidad que se entablen en contra de los referidos tribunales y de los recursos de protección; y, en segunda instancia, de las causas y actos consignados en el literal a) del numeral 3°, de las consultas a que se refiere el numeral 4° y de los demás asuntos que otras leyes le encomienden a las Cortes de Apelaciones y que no sean de naturaleza penal, dentro de su territorio jurisdiccional.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal conocerá, en única instancia, de los recursos señalados en el literal c) del numeral 1°, respecto de los tribunales que se encuentren bajo su dependencia, y de los consignados en el literal b) y de las materias a que se refieren los literales d) y e) del mismo numeral; en primera instancia, de los recursos de amparo, de las materias establecidas en los literales a) y d) del numeral 2°, y de los procesos por amovilidad que se entablen en contra de los tribunales que se encuentren bajo su dependencia; y, en segunda instancia, de las apelaciones a que alude el literal b) del numeral 3° y de los demás asuntos que otras leyes le encomienden a las Cortes de Apelaciones, siempre que se encuentren dentro de su competencia penal.”.



10) Sustitúyese en el artículo 64 la frase “La Corte de Santiago conocerá”, por la siguiente: “La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil conocerá”.



11) Introdúcese el siguiente artículo 65, nuevo:



“Artículo 65.- Las facultades administrativas y disciplinarias que corresponden a las Cortes de Apelaciones serán ejercidas por la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal respecto de los jueces y empleados de los tribunales con competencia en lo penal de su territorio jurisdiccional y de los auxiliares que se desempeñen en ellos y en dicha Corte. La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil lo hará respecto de los demás órganos jurisdiccionales y auxiliares de dicho territorio.”.



12) Sustitúyese en el inciso final del artículo 66 la frase: “La Corte de Apelaciones de Santiago conocerá” por la siguiente: “La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil conocerá”.



13) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 102 la frase “de la Corte de Apelaciones de Santiago”, por la siguiente: “de las Cortes de Apelaciones de Santiago”.



14) Intercálase en el inciso primero del artículo 167, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Penal”.



15) Intercálase en el inciso tercero del artículo 179, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Civil”.



16) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 204:



a) Agrégase en el inciso primero, luego de la palabra “Apelaciones”, el término “respectiva”.



b) Intercálase en el inciso tercero, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Civil”.



17) Sustitúyese en el inciso final del artículo 215 la frase “de la Corte de Santiago”, por la siguiente: “de las Cortes de Apelaciones de Santiago”.



18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 216:



a) Elimínase en su inciso segundo la frase “la de Santiago con la de San Miguel”.



b) Agréganse los siguientes incisos sexto y séptimo, pasando el actual sexto a ser octavo:



“La Corte de Apelaciones de San Miguel será subrogada por la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal o en lo Civil, según la naturaleza de la materia que deba ser conocida en virtud de la subrogación.



Las Cortes de Santiago serán subrogadas por la Corte de Apelaciones de San Miguel.”.



19) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 218, la frase “de la Corte”, por la siguiente “de las Cortes”.



20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 219:



a) Reemplázanse en el inciso primero las frases: “quince para la Corte de Apelaciones de Santiago; nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, San Miguel y Concepción”, por las siguientes: “nueve para las Cortes de Apelaciones de Valparaíso, San Miguel, Concepción y Santiago en lo Civil; seis para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal”.



b) Sustitúyense en el inciso cuarto las frases: “Santiago, de setenta y cinco nombres; para Valparaíso, San Miguel y Concepción, de cuarenta y cinco nombres”, por las siguientes: “Valparaíso, San Miguel, Concepción y Santiago en lo Civil de cuarenta y cinco nombres; para Santiago en lo Penal de treinta nombres”.



21) Sustitúyese el artículo 261 por el siguiente:



“Artículo 261.- Las funciones judiciales son incompatibles:



a) Con toda otra remunerada con fondos fiscales o municipales, y



b) Con las docentes, sean o no remuneradas, y cualquiera sea el origen de éstas. Sin embargo, estas funciones podrán ejercerse hasta un límite máximo de nueve horas semanales.”.



22) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 269:



a) En el párrafo del inciso primero relativo a la Tercera Serie, reemplázase la conjunción “y” por una coma y agrégase a continuación de la palabra “criminal”, precedidas de una coma, las siguientes expresiones: “Jefes de Unidad de Causas de Corte y profesionales de apoyo de dicha Unidad”.



b) En el párrafo del inciso sexto relativo a la Segunda Categoría de la Tercera Serie, sustitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “provincia” por una coma y agrégase a continuación de la palabra “Apelaciones”, lo siguiente: “y Jefe de Unidad de Causas de Corte”.



c) En el párrafo del inciso sexto relativo a la Tercera Categoría de la Tercera Serie, sustitúyese la conjunción “y” que sigue a la palabra “provincia” por una coma y agrégase a continuación de la palabra “Apelaciones”, lo siguiente: “y profesional de apoyo de Unidad de Causas de Corte”.



23) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 314:



a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de las expresiones “de Santiago”, la frase “en lo Civil”.



b) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de las expresiones “de Apelaciones”, la frase “en lo Civil”.



24) Sustitúyese el inciso segundo del artículo 315 por el siguiente:



“En las Cortes de Apelaciones de Santiago permanecerán en funciones durante el feriado de vacaciones dos salas, de acuerdo con el turno que al efecto determine la respectiva Corte. Dichas salas, reunidas y con un quórum mínimo de cinco miembros tendrán las facultades y atribuciones que se indican en el inciso precedente.”.



25) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 347:



a) Intercálase en el inciso primero, entre la palabra “días” y el artículo “la” los términos “en cada trimestre”.



b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “bimestre” por la siguiente “semestre”.



26) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 365 la expresión “habrán” por el término “habrá”.



27) Sustitúyese en el inciso final del artículo 392 la frase “la Corte de Apelaciones de Santiago” por la siguiente: “las Cortes de Apelaciones de Santiago”.



28) Agréganse en el inciso primero del artículo 449 las expresiones “en lo Civil” a continuación de los términos “Apelaciones de Santiago”.



29) Agréganse al final del inciso primero del artículo 459, pasando el punto aparte a ser seguido, los siguientes párrafos:



“En Santiago, la propuesta de los fiscales judiciales, relatores, secretarios, procuradores del número y bibliotecarios se realizará por cada Corte, según corresponda. Con respecto a los restantes auxiliares de la administración de justicia, tal propuesta se realizará por la Corte de Apelaciones en lo Civil.”.



30) Suprímese en el inciso primero del artículo 492, la frase “que no sean de Santiago y Valparaíso”.



31) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 535, la frase “todo el territorio” por las expresiones “el ámbito de competencias”.



32) Agrégase al final del inciso segundo del artículo 564, pasando el punto aparte a ser seguido, lo siguiente:



“En Santiago dicha facultad corresponderá a los ministros de la Corte de Apelaciones en lo Civil.”.



33) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 580, la frase “o el secretario en lo criminal de la de Santiago”, por las expresiones “o, en su caso, el Secretario de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal”.



34) Intercálase en el inciso tercero del artículo 582, entre los vocablos “Apelaciones” y “para”, la palabra “correspondiente”.



35) Agrégase en el artículo 586 el siguiente inciso final:



“En Santiago, los documentos a que se refiere el numeral 4°, serán enviados a la Corte en lo Civil o en lo Penal, según corresponda.”.



36) Agrégase en el artículo 588 el siguiente inciso final:



“En Santiago, la fijación en lugar visible de las estadísticas y su envío al Colegio de Abogados, será efectuado por los secretarios de la Corte en lo Civil o en lo Penal, según corresponda.”.



Artículo 6°.- Intercálase el siguiente inciso segundo en el artículo 29 de la ley N° 19.640, Orgánica Constitucional del Ministerio Público:



“Sin embargo, en el caso de la Región Metropolitana, la terna será elaborada por la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal, con participación de cuatro ministros de la Corte de Apelaciones de San Miguel, nominados por su pleno.”.



Artículo 7°.- Créase, en cada una de las dos Cortes a que  se refiere esta ley, una Unidad de Causas, que estará conformada por un Jefe de Unidad grado 8° y dos profesionales de apoyo grado 9° del Escalafón Superior del Poder Judicial.



Esta Unidad dependerá del Presidente de la Corte respectiva, y tendrá como función asesorarlo en la administración y fijación de las causas en tabla; en el manejo de las fechas y salas para la vista de las causas; en la actualización diaria de la base de datos que contenga las causas de la Corte, y en las estadísticas básicas de la misma.



Artículo 8°.- La presente ley comenzará a regir nueve meses después de su publicación.



Las causas que en conformidad a esta ley sean de competencia de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil y que se encuentren a dicha fecha radicadas en la Corte de Apelaciones de Santiago, pasarán a ser conocidas por aquélla.



Artículo 9°.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley será financiado con los recursos que se contemplen en el presupuesto del Poder Judicial.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS.



Artículo 1°.- Los actuales integrantes de la Corte de Apelaciones de Santiago tendrán un plazo de treinta días corridos, desde la publicación de esta ley, para expresar su interés en integrar una u otra Corte.



Si el número de interesados para integrar cada una de las Cortes excede el número de cargos establecidos para ellas, preferirán los ministros más antiguos. Los restantes ministros, y aquellos que no hayan expresado preferencia en el plazo indicado, deberán integrar la Corte cuyos cargos no hayan sido llenados. Las vacantes de ministros que se produzcan en ambas Cortes se proveerán según las reglas generales.



De la misma forma se determinará a los fiscales judiciales, relatores y procuradores del número que pasarán a conformar cada una de las Cortes de Apelaciones de Santiago. Sin embargo, el secretario que actualmente ejerza funciones en la Secretaría Criminal de la Corte de Apelaciones de Santiago, pasará de pleno derecho a ocupar el cargo de Secretario de la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal.



Artículo 2°.- Lo dispuesto en el artículo precedente también será aplicable a los funcionarios de planta del Escalafón de Empleados del Poder Judicial que actualmente se desempeñan en la Corte de Apelaciones de Santiago y a su bibliotecario, quienes deberán manifestar su interés en integrar la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal o en lo Civil, ocupando en ellas un cargo de igual categoría y grado con independencia de su denominación.



Los cargos que quedaren vacantes serán provistos con funcionarios que actualmente se desempeñen en el Escalafón de Empleados del Poder Judicial, en calidad de titulares o contratas, conforme a las instrucciones que imparta al efecto la Corte Suprema mediante auto acordado.



En ningún caso la aplicación  de este artículo podrá significar una disminución de remuneraciones, pérdida de antigüedad en el Poder Judicial y en la categoría del escalafón, cambios en los sistemas previsionales y de atención de salud, ni menoscabo o pérdida de algunos de los derechos funcionarios que los empleados poseyeren al momento de efectuarse su asignación de funciones. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquélla de las remuneraciones que compensa.



Artículo 3°.- Durante los lapsos que se indican a continuación para cada caso, el funcionamiento extraordinario de las Cortes de Apelaciones de Santiago en lo Civil y en lo Penal, se ceñirá a las reglas siguientes.



La Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil, durante los tres primeros años de funcionamiento, contados a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, funcionará con tres salas extraordinarias. A su vez, la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal funcionará durante el primer año con una sala extraordinaria.



Para efectos de contar con el número necesario de Ministros en cada Corte, créanse nueve cargos de Ministro en la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil, por un período de tres años, y tres cargos de Ministro en la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal, por un período de un año. Los referidos cargos se proveerán de conformidad a las reglas generales.



Los Ministros señalados en el inciso anterior serán nombrados en calidad de suplentes. Sin embargo, a efectos de la integración de salas, se entenderá que actúan como titulares.



Transcurrido el plazo a que se refieren los incisos precedentes, quienes se encontraren sirviendo los cargos de Ministro volverán a ocupar aquellos cargos que ejercían con anterioridad al referido nombramiento.



Los funcionarios que fueren designados como suplentes de aquellos señalados en el inciso tercero, lo serán hasta por un período de uno o tres años, respectivamente.



Artículo 4°.- Para los efectos del funcionamiento de las salas extraordinarias a que se refiere el artículo 3° transitorio, se dispondrá de la dotación transitoria de funcionarios que a continuación se señala para cada Corte:



1. Para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal:



a) Dos relatores.



b) Un Oficial 1°.



c) Un Oficial 2°.



d) Dos Oficiales 3°.



e) Cuatro Oficiales 4°.



f) Tres Oficiales de Sala.



2. Para la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil:



a) Seis relatores.



b) Un Oficial 1°.



c) Un Oficial 2°.



d) Seis Oficiales 3°.



e) Doce Oficiales 4°.



f) Diez Oficiales de Sala.



Lo dispuesto en el artículo precedente será aplicable a los cargos pertenecientes al Escalafón Primario. Los cargos del Escalafón de Empleados se proveerán en calidad de contratas.



Artículo 5°.- Los funcionarios que a la fecha de publicación de esta ley se desempeñaren en los cargos de Defensor Público de Santiago o de Valparaíso, o como oficial de Defensores Públicos de Santiago, continuarán desempeñándose en un cargo en extinción de igual grado y remuneración, adscrito a la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Civil o de Valparaíso, según corresponda. Para este solo efecto, créanse, en las referidas Cortes de Apelaciones, los cargos adscritos necesarios para que dichos funcionarios accedan a un empleo de igual grado y remuneración. Esos cargos constituirán dotación adicional y se extinguirán de pleno derecho al cesar en funciones, por cualquier causa, el funcionario correspondiente.



Una vez suprimidos los cargos de Defensor Público de Santiago y de Valparaíso, se procederá al nombramiento de quienes asumirán sus funciones de conformidad con las reglas generales.



Artículo 6°.- Para las causas en que se continúe aplicando el Código de Procedimiento Penal, la Corte de Apelaciones de Santiago en lo Penal conocerá, en segunda instancia, de las causas criminales de que hayan conocido en primera los jueces de letras o un Ministro de Corte de Apelaciones, con competencia penal, de su territorio jurisdiccional, y, en única instancia, de los recursos de casación en la forma que se interpongan en contra de las sentencias dictadas por los tribunales indicados precedentemente, y de las consultas de las sentencias dictadas por esos mismos tribunales.”.

_________________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que autoriza la construcción de un monumento en 

memoria del artista Roberto Matta Echaurren.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que autoriza  la  construcción de un monumento en memoria del artista Roberto  Matta  Echaurren, correspondiente  al  Boletín  Nº 3.225-04.



Agrega que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°


Ha agregado la siguiente frase final: “Dicho monumento deberá guardar el espíritu del artista expresado en su obra.”.

Artículo 8°


Ha suprimido la expresión “de beneficencia o”.

- - -



En discusión, ofrecida la palabra, ningún Honorable señor Senador hace uso ella.



Cerrado el debate y sometidas a votación las enmiendas, realizadas por la Honorable Cámara de Diputados, son aprobadas por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1º.- Autorízase erigir un monumento en la ciudad de Santiago, en memoria del artista chileno Roberto Matta Echaurren. Dicho monumento deberá guardar el espíritu del artista expresado en su obra.



Artículo 2º.- La obra se financiará mediante erogaciones populares, obtenidas a través de colectas públicas, donaciones y otros aportes privados. Las colectas se efectuarán en las fechas que determine la comisión especial que establece el artículo 4º, en coordinación con el Ministerio del Interior.



Artículo 3º.- Créase un fondo destinado a recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes señalados en el artículo precedente.



Artículo 4º.- Créase una comisión especial, integrada por ocho miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por:



a) Un Senador y un Diputado, designados por sus respectivas Cámaras;



b) El Alcalde de la Municipalidad de Santiago;



c) Un representante del Ministerio de Educación;



d) Un representante del Consejo de Monumentos Nacionales;



e) Dos decanos de facultades de arquitectura o de las artes.



Uno de dichos decanos provendrá de alguna de las Universidades que integren el Consejo de Rectores y será elegido por éste.



El otro decano deberá provenir de alguna de las Universidades privadas que gocen de autonomía. Para tales efectos, el Ministerio de Educación determinará el modo en que dichas Universidades elegirán al respectivo decano; y



f) Un representante de la familia del artista Roberto Matta Echaurren.



La comisión elegirá su presidente. El quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros. En caso de empate, dirimirá el presidente.



Artículo 5º.- La comisión tendrá las siguientes funciones:



a) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas contempladas en el artículo 2º, así como realizar las gestiones pertinentes para su concreción;



b) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la respectiva municipalidad y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervisar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley Nº 17.288, sobre Monumentos Nacionales; 



c) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo;



d) Administrar el fondo creado por el artículo 3º, y



e) Abrir una cuenta corriente especial para gestionar el referido fondo.



Artículo 6º.- Facúltase a la comisión especial para preparar y articular convenios con y entre entidades públicas o privadas con el objeto de constituir un archivo y museo para la custodia y administración de aquellos bienes de interés cultural o histórico que, habiendo pertenecido al artista Roberto Matta Echaurren, sean donados.



Artículo 7º.- Si una vez construido el monumento quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin señalado en el artículo precedente.



Artículo 8º.- El monumento deberá erigirse en el plazo de cinco años, contado desde la fecha de la publicación de la presente ley. Si vencido dicho plazo no se hubiere ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos culturales que la comisión establezca.".

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Núñez, Escalona, Letelier y Navarro, sobre modificación de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, en cuanto a la publicación de las resoluciones que asignan concesiones de radiodifusión radial,  con informe de la Comisión de Transportes y 

Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre modificación de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, en cuanto a la publicación de las resoluciones que asignan concesiones de radiodifusión radial, correspondiente al Boletín Nº 4.299-15.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones discutió este proyecto solamente en general y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Novoa y Sabag, y propone a la Sala la aprobación del siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Sustitúyase el inciso quinto del artículo 13 A, de la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, por el siguiente:



“El Ministro, cumplido los trámites precedentes, asignará la concesión o declarará desierto el concurso público o, de existir solicitudes con similares condiciones, llamará a licitación entre éstas. El Ministro, en los dos primeros casos o en el tercero, resuelta la licitación, dictará la resolución respectiva. Esta se publicará en extracto redactado por la Subsecretaría, por una sola vez, en un diario de la capital de la provincia o a falta de éste de la capital de la región en la cual se ubicarán las instalaciones y equipos técnicos de la emisora.”. 

- - -



En discusión en general, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Novoa.



Cerrado el debate y sometido a votación en general, el proyecto es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 30 de octubre próximo, lo que, no habiendo oposición, así se acuerda.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el anteriormente transcrito.



Queda despachado este asunto.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que elimina beneficio que indica para naves de transporte marítimo en el puerto de Arica, con informe de la Comisión de Transportes 

y Telecomunicaciones.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que elimina beneficio que indica para naves de transporte marítimo en el puerto de Arica, correspondiente al Boletín Nº 4.424-03.



Agrega que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó este proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Horvath, Muñoz Barra, Novoa, Orpis y Pizarro, y propone a la Sala su aprobación en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.



Finalmente, hace presente que la Comisión acordó proponer al señor Presidente que este proyecto, por ser de artículo único, fuera discutido en general y en particular a la vez por la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa, Arancibia, Orpis y Flores.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez, el proyecto es aprobado por los Honorables señores Senadores presentes, con el voto en contra del Honorable Senador señor Arancibia.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Deróganse los artículos 34 de la ley N° 19.420 y 2° de la ley N° 19.478.”.



Queda despachado este asunto.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que concede un bono extraordinario a los exonerados por motivos políticos que indica, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y 

Previsión Social.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que concede un bono extraordinario a los exonerados por motivos políticos que indica, correspondiente al Boletín Nº 4.395-05.



Añade que en virtud del acuerdo adoptado por la Sala en esta sesión, la Comisión de Trabajo y Previsión Social deja constancia en su certificado, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, que la única indicación presentada al proyecto, recaída en su artículo 4º, fue rechazada por 3 votos en contra, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto, y 2 abstenciones, de los Honorables Senadores señores Allamand y Longueira.



El señor Presidente anuncia que en consideración a lo señalado precedentemente, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 124 antes citado, el proyecto queda reglamentariamente aprobado en los mismos términos en que lo fue en general por la Sala, cuyo texto es el siguiente

PROYECTO DE LEY



“Articulo 1º.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario, de acuerdo a los tramos que se indican en el artículo 3° de esta ley, a los ex trabajadores del sector privado y de las empresas autónomas del Estado, exonerados por motivos políticos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 29 de septiembre de 1975, a quienes se les concedió pensión no contributiva conforme a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 12 de la ley N° 19.234, como también a los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia originadas en las pensiones no contributivas descritas. Todas las personas señaladas precedentemente deberán haber percibido la referida pensión al 28 de febrero de 2005 y a la fecha de publicación de esta ley.


Con todo, no tendrán derecho a este bono aquellos beneficiarios de pensión no contributiva que se hubiesen acogido a las presunciones establecidas en el artículo 28 del reglamento de la ley N° 19.234, contenido en el decreto supremo N° 39, de 1999, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, en virtud de las cuales se encontraren percibiendo pensiones no contributivas calculadas en función a sueldos base de la Escala Única de Sueldos del sector público vigentes a la fecha indicada en el señalado artículo, correspondiente a grados superiores al 2°.


Artículo 2º.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de diez meses contados desde la publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, el que deberá llevar también la firma de los Ministros del Interior y de Trabajo y Previsión Social, los valores correspondientes a los bonos relativos a cada uno de los grupos de beneficiarios que a continuación se indican:


Exonerados de 70 años de edad o más a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 1 y 14 años.


Exonerados de 70 años de edad o más a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 15 y 19 años.


Exonerados de 70 años de edad o más a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 20 y 24 años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente al grado 11° o inferiores de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados de 70 años de edad o más a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 20 y 24 años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente a los grados 2° al 10° de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados de 70 años de edad o más a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de 25 o más años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente al grado 11° o inferiores de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados de 70 años de edad o más a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de 25 o más años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente a los grados 2° al 10° de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados menores de 70 años de edad a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 1 y 14 años.


Exonerados menores de 70 años de edad a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 15 y 19 años.


Exonerados menores de 70 años de edad a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 20 y 24 años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente al grado 11° o inferiores de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados menores de 70 años de edad a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de entre 20 y 24 años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente a los grados 2° al 10° de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados menores de 70 años de edad a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de 25 o más años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente al grado 11° o inferiores de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Exonerados menores de 70 años de edad a la fecha de publicación de esta ley, cuando registren cotizaciones a la fecha de su exoneración de 25 o más años y su pensión no contributiva se hubiere calculado en relación al sueldo base correspondiente a los grados 2° al 10° de la Escala Única de Sueldos del sector público.


Para calcular los años de imposiciones, se contabilizará el abono establecido en el inciso sexto del artículo 6° de la ley N° 19.234.


Artículo 3°.- El bono se pagará en su totalidad en un solo acto por el Instituto de Normalización Previsional, en el mes subsiguiente de acreditados por éste los requisitos para acceder al beneficio, junto a la pensión no contributiva correspondiente a ese mes, de acuerdo al siguiente cronograma:


a) En el año en que se publique esta ley podrán pagarse bonos hasta por un monto máximo de $11.433.000.000.


b) Durante el año siguiente al de la publicación antedicha, podrá pagarse el remanente de bonos hasta alcanzar el monto señalado en el artículo 5°.


Para el pago del bono durante el período a que se refiere la letra a) anterior, se preferirá a los beneficiarios que solicitaron su acreditación como exonerados políticos antes del 2 de septiembre de 1999.


Artículo 4°.- Un reglamento, que será emitido por el Ministerio del Trabajo y Previsión Social y suscrito además por el Ministro de Hacienda, regulará la forma de acreditar el cumplimiento de los requisitos para el otorgamiento de este bono extraordinario y los procedimientos y demás normas necesarias para su concesión y pago por parte del Instituto de Normalización Previsional. El reglamento señalará, especialmente, un orden de prelación y un cronograma para el pago del bono. 


Artículo 5°.- El costo total de los bonos que se concedan no podrá exceder de $22.866.000.000.


Artículo Transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el año 2006, se financiará  mediante las transferencias del ítem 50-01-03-24-03-104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público de la ley de presupuestos del presente año, entendiéndose incrementada en el equivalente a dicho mayor gasto la suma del valor neto a que se refiere el inciso primero del artículo 4° de la ley N° 20.083.”.


Queda despachado el asunto.

______________

Informe de la Comisión Mixta, recaído en el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales y 

otros cuerpos legales.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la proposición de la Comisión Mixta recaída en el proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, aprobado por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley, que modifica el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, de Educación, sobre Subvenciones a Establecimientos Educacionales y otros cuerpos legales, correspondiente al Boletín Nº 3.953-04, y para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que la controversia entre ambas Cámaras se produjo por el rechazo de la Honorable Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, a una de las enmiendas efectuadas por el Senado en el segundo trámite constitucional.



Indica que la Honorable Cámara de Diputados dio su aprobación a la propuesta de la Comisión Mixta en sesión del día de hoy.



Añade que, en mérito de las consideraciones contenidas en su informe, la Comisión Mixta propuso, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Ruiz-Esquide y Honorables Diputados señora Tohá y señores Becker, Kast, Montes y Silber, como forma y modo de resolver las discrepancias entre ambas Cámaras, la siguiente proposición:

ARTÍCULO 1º

Número 2

Letra c)

Inciso segundo, nuevo

Sustituirlo por el siguiente:



“Para los efectos de esta ley, se entenderá por Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, aquellas no permanentes que requieran los alumnos en algún momento de su vida escolar a consecuencia de un trastorno o discapacidad diagnosticada por un profesional competente, y que necesitan de ayudas y apoyos extraordinarios para acceder o progresar en el currículum por un determinado período de su escolarización. El Reglamento determinará los requisitos, instrumentos o pruebas diagnósticas para establecer los alumnos con necesidades educativas especiales que se beneficiarán de la subvención establecida en el inciso anterior, debiendo primero escuchar a los expertos en las áreas pertinentes. Con todo el Reglamento considerará entre otras discapacidades a los déficit atencionales y a los trastornos específicos del lenguaje y aprendizaje.”.
- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señor Ruiz-Esquide y Navarro.


Cerrado el debate y sometida a votación, la proposición de la Comisión Mixta es aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda despachado el asunto.



El texto del proyecto de ley aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:
PROYECTO DE LEY



“Artículo 1º.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:



1.- Agrégase, en la letra a) del artículo 6º, a continuación del guarismo “21º” y antes de la expresión “de la ley Nº 18.962;” el guarismo “y 21° bis”.



a) Sustitúyese, en el inciso primero, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial 4,8216” por el de “Educación Especial Diferencial 4,8216”.



b) Intercálase, en el inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial Diferencial 4,8216” y el apartado “Educación Media Humanístico Científica 1,7631”, un nuevo apartado denominado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 4,8216”.



c) Agréganse los siguientes incisos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser noveno y así correlativamente:



“Para los efectos de esta ley, se entenderá por Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, aquellas no permanentes que requieran los alumnos en algún momento de su vida escolar a consecuencia de un trastorno o discapacidad diagnosticada por un profesional competente, y que necesitan de ayudas y apoyos extraordinarios para acceder o progresar en el currículum por un determinado período de su escolarización. El Reglamento determinará los requisitos, instrumentos o pruebas diagnósticas para establecer los alumnos con necesidades educativas especiales que se beneficiarán de la subvención establecida en el inciso anterior, debiendo primero escuchar a los expertos en las áreas pertinentes. Con todo el Reglamento considerará entre otras discapacidades a los déficit atencionales y a los trastornos específicos del lenguaje y aprendizaje.



Se entenderá por profesional competente, el idóneo que se encuentre inscrito en la Secretaría Ministerial de Educación respectiva. En todo caso, será inhábil para realizar diagnósticos de ingresos y egresos, el profesional que tenga la calidad de sostenedor de una escuela especial o de un establecimiento con proyectos de integración o el cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, inclusive, de un sostenedor de los mismos establecimientos.



Se cancelará la inscripción, en la Secretaría Regional Ministerial de Educación, del profesional que efectúe diagnósticos con clara intención fraudulenta destinada a obtener la subvención, sin perjuicio de las acciones judiciales que correspondan.



Será considerada infracción grave a esta ley, el uso de parte del sostenedor de un diagnóstico fraudulento para obtener la subvención de que trata este artículo.



En caso de discrepancia, controversia o apelación, serán los profesionales del Ministerio de Educación, en consulta con organismos auxiliares competentes, los que deberán decidir en última instancia.



Lo dispuesto en los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto de este artículo será aplicable a los diagnósticos de los alumnos que perciban la subvención de Educación Especial Diferencial.



El monto de subvención para alumnos de Educación Especial Diferencial y/o con Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio fijado en el inciso primero, cuando se trate de alumnos atendidos en la enseñanza regular, podrá fraccionarse y pagarse en relación a las horas de atención que efectivamente requiera el alumno para la superación de su déficit, de acuerdo a lo establecido en el reglamento correspondiente. En las escuelas de educación especial que desarrollen en su totalidad el plan y programas de estudio correspondiente, en ningún caso se aplicará este fraccionamiento.”.



d) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasa a ser undécimo, la expresión “educación general básica especial diferencial” por la de “educación especial“.



e) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso sexto, que pasa a ser décimotercero:



uno) Reemplázase la frase “considerados de educación especial diferencial” por la de “ considerados de educación especial”, y



dos) Sustitúyese la frase “subvención de la Educación General Básica Especial Diferencial.” por la de “subvención de la Educación Especial Diferencial o subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, según corresponda.”.



f) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso séptimo que ha pasado a ser inciso décimocuarto:



uno) Sustitúyese la frase “considerados de educación especial diferencial” por la de “considerados de educación especial”, y



dos) Reemplázase la frase “subvención general básica especial diferencial” por la de “subvención de la Educación Especial Diferencial o subvención de Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio, según corresponda”. 



3. Sustitúyese el inciso primero del artículo 9º bis, por los siguientes:



“Artículo 9° bis.- Sin perjuicio de lo establecido en las tablas del artículo precedente, los establecimientos que atiendan alumnos con discapacidad visual, auditiva, disfasia severa, trastorno autista, deficiencia mental severa o con multidéficit, que de acuerdo a las necesidades educativas especiales de dichos alumnos deban ser atendidos en cursos de no más de ocho estudiantes, percibirán por ellos un incremento de la subvención establecida en el artículo anterior, en 4,00 Unidad de Subvención Educacional (USE), y en 4,51 Unidad de Subvención Educacional (USE) si se encontraren adscritos al sistema de Jornada Escolar Completa Diurna, el que se pagará conforme a las normas generales establecidas para los montos de subvención señalados en el artículo 9º.



El reglamento determinará los requisitos, instrumentos o pruebas diagnósticas para establecer los alumnos con discapacidades que se beneficiarán de lo dispuesto en el inciso anterior, debiendo primero escuchar a los expertos en las áreas pertinentes.”.



4. Sustitúyese, en el inciso cuarto del artículo 14, la expresión “Educación General Básica Especial Diferencial” por la siguiente “Educación Especial”.



5. Intercálase, en el inciso primero del artículo 23, entre las expresiones “educación general básica diurna”, y la frase “y de educación media diurna”, la expresión “, educación especial”.



6. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 36, la expresión “educación general básica especial diferencial” por la siguiente: “educación especial”.



7. En el artículo 37:



a) Sustitúyese, en el inciso primero el apartado “Educación Básica Especial Diferencial 1,5674”, por el de “Educación Especial Diferencial 1,5674”.



b) Agrégase, en el mismo inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación Especial Diferencial 1,5674” y el apartado “Educación Media Humanístico-Científica 0,5792”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 1,5674”.



8. En el artículo 41:



a) Sustitúyese, en el inciso primero, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $ 1.353” por el de “Educación Especial Diferencial $ 1.353”.



b) Intercálase, en el mismo inciso primero, entre el nuevo apartado “Educación  Especial Diferencial $ 1.353” y el apartado “Educación Media Científica-Humanista $561”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $ 1.353”.



c) Sustitúyese, en el inciso segundo, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $2.374” por el de “Educación Especial Diferencial $2.374”.



d) Agrégase, en el mismo inciso segundo, entre el nuevo apartado “Educación  Especial Diferencial $2.374” y el apartado “Educación Media Científico-Humanista $985”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $2.374”.



e) Sustitúyese, en el inciso sexto, el apartado “Educación General Básica Especial Diferencial $2.516,44” por el de “Educación Especial Diferencial $2.516,44”.



f) Intercálase, en el mismo inciso sexto, entre el nuevo apartado “Educación Especial Diferencial $2.516,44” y el apartado “Educación Media Científico-Humanista $1.044,10”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio $2.516,44”.



9. En el artículo quinto transitorio:



a) Sustitúyese, en el inciso segundo, el apartado “Educación Básica Especial Diferencial 0,0813 USE” por el de “Educación Especial Diferencial 0,0813 USE”.



b) Agrégase, en el mismo inciso segundo, a continuación del nuevo apartado “Educación Especial Diferencial 0,0813 USE”, el nuevo apartado “Necesidades Educativas Especiales de Carácter Transitorio 0,0813 USE”.



Artículo 2º.- Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo, en el artículo 16 de la ley Nº 19.410, pasando el actual tercero a ser cuarto y final:



“En la evaluación de desempeño de las escuelas especiales que no cuenten con información de niveles de logro provenientes de la aplicación del sistema de medición de la calidad de la educación del artículo 19 de la ley Nº 18.962, no se considerarán los factores establecidos en las letras a) y b) de este artículo, debiendo redistribuirse proporcionalmente los porcentajes asignados en el reglamento para estos factores en los porcentajes asignados por el mismo reglamento a los factores c), d), e) y f) del mismo artículo.”.



Artículo 3°.- Reemplázase el artículo 31 de la ley 19.284, por el siguiente:



“Artículo 31.- A los alumnos y alumnas del sistema educacional de enseñanza pre básica, básica o media que padezcan de patologías o condiciones médico-funcionales que requieran permanecer internados en centros especializados o en el lugar que el médico tratante determine o que estén en el tratamiento médico ambulatorio, el Ministerio de Educación les proporcionará la correspondiente atención escolar en el lugar que por prescripción médica deban permanecer, la que será reconocida para efectos de continuación de estudios y certificación de acuerdo con las normas que establezca ese Ministerio.”.”.

______________

____________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que suspende plazos de la ley Nº 20.019, que crea sociedades anónimas deportivas, 

con informe verbal de la Comisión de Hacienda.



El señor Vicepresidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende plazos de la ley Nº 20.019, que crea sociedades anónimas deportivas, correspondiente al Boletín Nº 4.619-29, para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”.



Añade que según el acuerdo adoptado por la Sala en esta sesión, la Comisión de Hacienda emitió un certificado en el cual se señala que el proyecto fue aprobado en general y en particular a la vez por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Novoa, Ominami y Sabag, y propone a la Sala su aprobación en general y en particular en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados. 



Añade que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión propone al señor Presidente que la Sala discuta en general y en particular a la vez este proyecto. 
- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Ominami, Ruiz-Esquide, Romero, Navarro, Longueira, Escalona, Coloma.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez, el proyecto es aprobado con la abstención del Honorable Senador señores Ruiz-Esquide.



Finalmente, hace uso de la palabra el señor Ministro Secretario General de Gobierno.



Queda despachado el asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Modifícase la ley Nº 20.019, de acuerdo a lo siguiente:



1) En el inciso primero del artículo 2º transitorio, agrégase, a continuación de la coma (,) que sigue a la palabra “vez” la expresión “presentarse a”, y a continuación de la coma (,) que sigue a la expresión “Tesorería General de la República,”, la frase “la que deberá pronunciarse en un plazo de 30 días”.



2) Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 2º transitorio, la expresión “31 de enero” por la expresión “30 de abril”, y



3) Agrégase el siguiente artículo transitorio:



“Artículo 4º transitorio.- Para aquellas organizaciones deportivas que hayan sido declaradas en estado de quiebra con posterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, o sus sucesores legales, los plazos contenidos en los artículos 1º y 2º transitorios, se suspenderán mientras existan recursos judiciales pendientes en contra de la resolución que declaró la quiebra.



Respecto de la suscripción del convenio de pago con el Servicios de Tesorerías, descrito en el artículo 2º transitorio, una vez ejecutoriada la resolución que acogió o desechó la solicitud de quiebra, la organización deportiva o su representante legal, tendrá un plazo de 90 días para acogerse a una de las modalidades de convenio descritas en el articulo 2º transitorio o concesionar sus bienes de acuerdo a lo preceptuado en el numeral 3 de dicho artículo, debiendo para estos efectos adecuar sus estatutos de acuerdo a lo prescrito en esta ley.”.”.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo, de diversos Honorables señores Senadores, sobre reconocimiento de la labor desarrollada por la Vicaría de la Solidaridad 

y la conservación de sus archivos.



El señor Vicepresidente anuncia que corresponde votar el proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Núñez y Ominami, en el Boletín Nº S 910-12, proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:
1. Que en el mes de octubre de 1973, el Cardenal de la Iglesia Católica y Arzobispo de Santiago, Monseñor Raúl Silva Henríquez, constituyó, en colaboración con otras iglesias del país, el Comité de Cooperación para la Paz en Chile, organismo que tuvo como misión prestar asistencia legal, social y humanitaria a las víctimas de las gravísimas violaciones a los derechos humanos que se produjeron a raíz del Golpe Militar del 11 de septiembre de ese mismo año;
2. Que más adelante, el 1° de enero de 1976, se creó la Vicaría de la Solidaridad del Arzobispado de Santiago, Institución que vino a reemplazar al Comité antes mencionado y que asumió la continuación de su tarea. La Vicaría de la Solidaridad desplegó su labor durante todo el régimen militar y concluyó sus actividades el 31 de diciembre de 1992;
3. Que la historia de esa extensa labor de treinta años se encuentra contenida en una gran cantidad de documentación de un valor incalculable, que es parte insustituible de la memoria histórica de Chile, y que constituye el mayor centro de información sobre derechos humanos existente en el país;
4. Que con el objeto de resguardar los antecedentes, y la documentación jurídica, relacionados con la atención de alrededor de 45.000 casos atendidos por la Vicaría de la Solidaridad y su antecesor, el Comité de Cooperación para la Paz en Chile, el Arzobispo de Santiago, Monseñor Carlos Oviedo, creó la Fundación de Documentación y Archivo de la Vicaría de la Solidaridad, quedando así cautelada la información entregada bajo la reserva profesional y el secreto confiado a la Iglesia. La documentación fue ordenada en los mismos centros o archivos que mantenía la Vicaría de la Solidaridad distribuida de acuerdo a las características de los documentos o al tipo de registro de información;
5. Que su Centro de Información Jurídica contiene documentos de carácter jurídico referidos a 45.000 personas que fueron atendidas por el Comité para la Paz en Chile y la Vicaría de la Solidaridad y consiste en copias -y en no pocos casos son documentos únicos- de expedientes judiciales y otros escritos de similar signo, tales como procesos por delitos políticos; recursos de amparo (Habeas Corpus) y de protección en favor de detenidos, expulsados del país, relegados, desaparecidos, etc.; procesos por torturas, muertes, secuestros, testimonios y declaraciones juradas, etc.; denuncias ante organismos internacionales; etc. El número es superior a los 85.000 documentos;
6. Que su Centro de Microfilmes contiene, reproducida en microfilmes, gran parte de la información de mayor grado de confidencialidad y de los documentos de difícil reproducción y de más relevancia del Centro de Información Jurídica;
7. Que su Archivo Computacional contiene información acerca de todos los hechos represivos conocidos por la Vicaría de la Solidaridad, desde 1984 en adelante y de las acciones jurídicas desarrolladas para enfrentar tales situaciones. Respecto de los temas de mayor relevancia histórica, como son todos aquellos casos de violaciones a los derechos humanos con resultado de muerte o desaparición del afectado, la información abarca desde 1973 hasta el fin del régimen militar en Chile, en marzo de 1990;
8. Que su Centro de Documentación Pública contiene una colección bibliográfica sobre derechos humanos de 2.500 títulos; 4.000 documentos editados por la propia Vicaría de la Solidaridad u otros organismos chilenos y extranjeros sobre la materia; 84 títulos de publicaciones periódicas (59 nacionales y 25 extranjeros); 600.000 recortes de prensa nacional, clasificados por temas y que abarcan el período 1973 hasta la fecha;
9. Que estos centros constituyen un Archivo nacional y único en el país, que concentra el mayor porcentaje de documentación e información relativa a los hechos y acciones de defensa ocurridos y desarrollados en el período del régimen dictatorial. Cuenta con información objetiva, que se fue recopilando sistemáticamente mientras sucedían los hechos y no con posterioridad a ellos, junto a la legitimidad alcanzada por las instituciones que generaron este archivo en el ámbito nacional e internacional, le otorga hoy un amplio reconocimiento y prestigio en los diversos sectores interesados del ámbito gubernamental, judicial, parlamentario, no gubernamental, de las instituciones y organizaciones sociales y de las víctimas de violaciones a los derechos humanos en el país;
10. Que el año 1978 la Vicaría de la Solidaridad fue galardonada con el Premio Derechos Humanos de la Organización de las Naciones Unidas. En 1986 le fue entregado el Premio Príncipe de Asturias de la Concordia. El año 1988 fue reconocida con el Premio Internacional Simón Bolívar, entregado por el gobierno de Venezuela y la UNESCO y, el 30 de agosto de 2003, la UNESCO declaró Patrimonio Intangible de la Humanidad a la documentación y archivo de la Vicaría de la Solidaridad, y

11. Que recientemente, con motivo de la conmemoración de los 33 años de trabajo de la Vicaría, el primer Vicario de la Solidaridad, y actual director de la Fundación de ese mismo nombre, Cristian Precht ha señalado que en esa institución hubo un grupo de más de 300 personas entre Santiago y el resto del país, que entregaron su trabajo, energía y su creatividad a la Vicaría y su defensa de los Derechos Humanos, pero que algunas de ellas "están muy necesitadas, han envejecido y creo que haría bien que el gobierno diera algunas pensiones de gracia", agregando que hasta ahora ha existido una legítima preocupación por quienes vieron violados sus derechos, pero que no ha ocurrido lo mismo con quienes trabajaron para salvar vidas.


En virtud de lo anteriormente expuesto, el Senado acuerda:



1. Reconocer la importante labor desarrollada por la Vicaría de la Solidaridad, en la promoción y defensa de los Derechos Humanos en el país, y


2. Solicitar a Vuestra Excelencia que adopte las medidas tendientes a contribuir a la conservación de los archivos de dicha Institución, como un testimonio histórico de incalculable valor y un legado para las futuras generaciones de chilenos.”.
- - -



No habiendo objeción, el proyecto de acuerdo es aprobado, tácitamente, por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.



Queda despachado este asunto.

_______________

Proyecto de acuerdo, de diversos Honorables señores Senadores, que destaca el proceso impulsado para poner término a la violencia y permitir el ejercicio de las libertades políticas del 

Pueblo Vasco.



El señor Vicepresidente anuncia que corresponde votar el proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Chadwick, Escalona, Flores, Frei, Gazmuri, Girardi, Gómez, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar, en el Boletín Nº S 911-12, proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que la vinculación entre Chile y el País Vasco se remonta a los orígenes mismos de la Nación chilena, con la llegada de los primeros inmigrantes venidos de esas tierras que empeñaron su laboriosidad y tesón en la construcción de esta nueva patria. La asimilación de los vascos fue determinante para contribuir, sin duda, a forjar nuestra identidad nacional, al extremo que un gran pensador, como don Miguel de Unamuno, llegó a decir que Chile es una de las mayores creaciones de ese pueblo;
2. Que la reflexión anterior compromete nuestro interés y preocupación por los asuntos del pueblo vasco, particularmente la violencia y división que la han asolado desde hace años;
3. Que en tal contexto de preocupación e interés, observamos con optimismo los últimos acontecimientos que dan cuenta de nuevos caminos de paz que se abren para el pueblo vasco, condición indispensable para afianzar una sociedad democrática, próspera y justa, y
4. Que el Senado de Chile es el foro ciudadano en que el pueblo manifiesta sus distintas opciones democráticas y, por lo tanto, expresa con autoridad el sentir de los chilenos.


En virtud de lo anteriormente expuesto, el Senado de la República de Chile acuerda reconocer y congratularse por la voluntad e iniciativa de impulsar el proceso tendiente a terminar con el flagelo de la violencia y de la división e instalar, en su lugar, un escenario de paz que permita el libre ejercicio de todas las libertades políticas, respetando plenamente la voluntad democrática del pueblo vasco.”.
- - -



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo objeción, tácitamente se da por aprobado el proyecto de acuerdo.



A continuación, el Honorable Senador señor Zaldívar solicita dirigir oficio, en nombre del Senado, al Gobierno Español y a la comunidades autonómicas del País Vasco ajuntándoles el proyecto de acuerdo aprobado por la Corporación.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se accede a lo solicitado.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.



Queda despachado este asunto.

_____________

Proyecto de acuerdo, de diversos Honorables señores Senadores, sobre creación de una 

Superintendencia de Telecomunicaciones.



El señor Vicepresidente anuncia que corresponde votar el proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo y Núñez, en el Boletín Nº S 913-12, proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.- Que en los últimos años, los diversos servicios que otorgan las compañías de telecomunicaciones han aumentado significativamente; lo que se aprecia, especialmente, en el rubro de los teléfonos celulares; Internet, sistemas WIFI, y de telefonía IP, entre otros;

2.- Que dicha situación ha traído innumerables problemas a los usuarios, pues, en muchos aspectos, no existe una normativa clara y precisa de cómo deben actuar cuando sus derechos son vulnerados;

3.- Que si bien es cierto, hoy existe la Subsecretaría de Telecomunicaciones, esta institución no es capaz de enfrentar todos los requerimientos, ya que su accionar se encuentra limitado por aspectos legales y de infraestructura;

4.- Que una proyección a futuro del desarrollo tecnológico en el ámbito de las telecomunicaciones, nos permite visualizar que este sector continuará creciendo, haciéndose necesario que el Estado chileno establezca, cuanto antes, una nueva instancia de control y fiscalización;

5.- Que las Superintendencias tienen como objetivo principal fiscalizar el accionar de ciertos actores, con el fin de que se ajusten a un régimen normativo claramente predeterminado;

6.- Que la experiencia nos ha demostrado que en los sectores económicos que se encuentran fiscalizados por las Superintendencias, - como son los  casos de las ISAPRES, AFP, Compañías de Seguros e intermediarios del mercado de Valores, - no sólo mejora la calidad de los servicios, sino que también los  usuarios o consumidores pueden exigir, en forma más expedita, el reconocimiento de sus derechos, y

7.- Que la creación de una Superintendencia de Telecomunicaciones ha estado presente en el debate nacional desde hace varios años, sin que se haya concretado, siendo, además, una aspiración muy requerida por los usuarios y los chilenos en general.



El Senado acuerda solicitar a Vuestra Excelencia que, si lo tiene a bien, instruya a las autoridades del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y del Ministerio de Hacienda, para que estudien la posibilidad de enviar al Congreso Nacional un proyecto de ley tendiente a crear una Superintendencia de Telecomunicaciones.”.
- - -



No habiendo objeción, el proyecto de acuerdo es aprobado tácitamente por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.



Queda despachado este asunto.

______________

Proyecto de acuerdo, de diversos Honorables señores Senadores, sobre protección y regulación 

del krill antártico


El señor Vicepresidente anuncia que corresponde votar el proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Horvath, Allamand, Arancibia, Bianchi, Escalona, Larraín, Muñoz Barra y Navarro, en el Boletín Nº S 916-12, proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1.-
El fundamental rol del krill en la cadena alimentaria para sustentar las distintas especies animales protegidas de la Antártica y el Océano Austral  como, por ejemplo: pingüinos, albatros, petreles, focas, ballenas, leopardos marinos, lobos de mar y otros;
2.-
Los Acuerdos y Convenciones existentes para el Océano Austral y la Antártica, a saber:

2.1.- El Tratado Antártico (1959).

2.2.- La Convención para la Conservación de las Focas Antárticas (1972).

2.3.- La Convención para la Conservación de los Recursos Vivos Marinos Antárticos (1980), y

2.4.- El Protocolo sobre Protección del Tratado Antártico (1991);
3.-
La creciente presión o esfuerzo para capturar krill, para producir alimentos, harinas, aceites y fármacos que tienen un rol relevante en actividades como la acuicultura;
4.-
El que el krill no se encuentra efectivamente protegido ni regulado, pero sí las especies que dependen de él a consecuencia de la cadena trófica, y

5.-
La conveniencia de que Chile y otros países de la CCAMLR acuerden incorporar al krill en los mecanismos de protección o de regulación en su caso.


El Senado acuerda solicitar a Vuestra Excelencia que el Gobierno de Chile y sus representantes promuevan activamente en la próxima reunión de la Convención para la Conservación de los Recursos Vivos, Marinos Antárticos CCAMLR, en Hobart, Australia, así como en reuniones futuras, la incorporación del Krill Antártico entre las especies protegidas y sometidas a regulación del área de la CCAMLR, con medidas como observadores científicos en las naves pesqueras, instalación de posicionador satelital, fijación de cuotas y períodos en su captura y regular las artes de pesca, con el fin de que no lo dañen ni tampoco a otras especies.


Este proyecto para la conservación del Krill Antártico es una gran oportunidad para que Chile:
1.-
Envíe una clara señal a la comunidad internacional sobre la importancia de proteger la biodiversidad y el ecosistema antártico para el beneficio social, ambiental y económico de las presentes y futuras generaciones;
2.-
Fortalezca el ordenamiento y la regulación basada en los enfoques ecosistemático y precautorio, de acuerdo a lo establecido por la CCAMLR;
3.-
Vigorice el papel del Gobierno de Chile en la lucha contra la pesca ilegal, no reportada y no regulada;
4.-
Promueva el manejo adecuado y la conservación del krill antártico con el objeto de asegurar una fuente de abastecimiento sostenible y responsable para la industria de la acuicultura y salmonicultura en Chile, y
5.-
Asegure la Gobernabilidad en el Océano Pacífico Austral y afiance el papel de Chile como Estado Ribereño y Estado del Puerto.”.

- - -



No habiendo objeción, el proyecto de acuerdo es tácitamente aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito.



Queda despachado este asunto.

_____________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que a continuación se señalan, han solicitado se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- De los Honorables Senadores señores Allamand y Espina al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, solicitando información atingente a delitos que indican cometidos en la Región Metropolitana y en la Novena y Décima Regiones, en el período comprendido entre el 1 de enero y el 30 de junio del presente año.



- Del Honorable Senador señor Cantero:



1) A la señora Intendenta de la Segunda Región, para que informe sobre la opinión que le merece al Gobierno Regional la denuncia formulada por la señora Alcaldesa de la Ilustre Municipalidad de San Pedro de Atacama relativa al funcionamiento de empresas mineras y hoteleras de la zona y para que remita los antecedentes que obren en poder de ese Gobierno Regional sobre la materia expuesta, y 



2) Al señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, solicitando un pronunciamiento en relación al incumplimiento de las normas laborales por parte de la empresa Codelco Norte respecto de personas que indica.



- Del Honorable Senador señor Chadwick al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información respecto del estado de avance de la segunda etapa de construcción del embalse de Convento Viejo, en la Sexta Región.



Del Honorable Senador señor Coloma: 



1) Dos, al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando información acerca de proyectos de agua potable y construcciones viales en localidades que indica de la comuna de Constitución, respectivamente, y



2) A la señora Ministra de Bienes Nacionales, solicitando información acerca de la regularización de títulos de dominio en sectores que indica de la comuna de Constitución.



Del Honorable Senador señor Espina:



1) A la señora Ministra de Educación y a los señores Alcaldes y Concejales de la comuna de Curacautín, en relación con los motivos para caducar el convenio existente entre el Ministerio de Educación y la Corporación Privada de Desarrollo Social de la Novena Región; 



2) A los señores Ministro de Obras Públicas, Secretario Regional Ministerial de dicha Cartera de Estado de la Novena Región y Alcaldes y Concejales de las comunas de Angol y Collipulli, solicitando información acerca del estado en que se encuentra la reparación del canal de regadío en la localidad de Santa Elena, de la comuna de Angol, y 



3) A los señores Alcaldes y Concejales de la comuna de Vilcún y Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de la Novena Región, solicitando información acerca del estado en que se encuentra la construcción de la doble vía que permita el acceso a Temuco por la Ruta 5 Sur, y si la obra atravesará la localidad de Cajón.



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) A los señores Ministros de Hacienda y de Agricultura, solicitando que se estudie la posibilidad de incrementar el presupuesto de esa Secretaría de Estado para el año 2007, sobre la base de los recursos involucrados en los compromisos asumidos con la agricultura con motivo de la rebaja unilateral de aranceles; 



2) Al señor Ministro de Hacienda, solicitando la derogación del inciso final del número 1) del artículo 42 de la Ley sobre Impuesto a la Renta, que afecta a los prácticos de puertos y canales; 



3) Al señor Ministro de Justicia, en relación a las condiciones en que cumplen sus condenas algunas personas de la tercera edad que fueron perseguidos políticos; 



4) Dos, a la señora Ministra de Salud, en relación con la falta de recursos para mantener en buen estado de funcionamiento el Hospital Panguipulli, cuya administración corresponde a la Congregación Hermanas de la Santa Cruz  de Temuco, y en lo referente a la difícil situación que enfrenta el Hospital Santa Elisa de San José de la Mariquina, Décima Región, respectivamente; 



5) Al señor Subsecretario de Pesca, solicitando información acerca del impacto que generarán las leyes que crean nuevas regiones en el país en el régimen establecido en la Ley General de Pesca y Acuicultura, en especial, en materia de pesca artesanal, y 



6) Al señor Subsecretario de Redes del Ministerio de Salud, solicitando se sirva considerar los planteamientos de la Junta de Vecinos de Intropulli, de la comuna de Paillaco, de contar con una posta de primeros auxilios, atendida por un funcionario permanente.



Del Honorable Senador señor García:



1) A la señora Contralora General de la República subrogante, solicitando que se estudie la veracidad de la presentación que se adjunta relativa a presuntas irregularidades en la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; 



2) A la señora Ministra de Educación, solicitando un pronunciamiento respecto de la presentación efectuada por la Red Regional de Educación de Adultos “REDAMIGAS”, de la Novena Región, y 



3) A la señora Subsecretaria Directora Nacional de Deportes solicitando que remita los antecedentes, actualizados al 15 de octubre del presente año, de la información entregada en el oficio I.N.D/DEPTO.INFRA/ORD.Nº 4.006/6990/4006.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A los señores Ministro de Hacienda y de Agricultura, solicitando considerar, en la Partida del proyecto de ley de Prepuestos del año 2007 correspondiente a ésta última Secretaría de Estado, los recursos necesarios para nivelar las remuneraciones del personal de la Corporación Nacional Forestal; 



2) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, en relación con la posibilidad de incorporar la eficiencia energética como factor para otorgar puntaje a los subsidios habitacionales, y 



3) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, y a los señores Director Nacional del Servicio de Vivienda y Urbanización, Secretario Regional Ministerial de dicha Secretaría de Estado y Director Regional de dicho Servicio en la Undécima Región, solicitando que se analice los factores que justifican un aumento en el monto de los subsidios habitacionales de las regiones extremas del país.



- Dos del Honorable Senador señor Naranjo, al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, solicitando efectuar una investigación acerca de la calidad del servicio que la empresa VTR Cable presta a sus clientes y en relación con el cobro a los usuarios por el rescate de mensajes grabados en el buzón o casilla de voz, respectivamente.



- De los Honorables Senadores señores Núñez y Ominami a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia, en relación con la instalación de centrales térmicas de gas y carbón en las Regiones de Atacama y de Valparaíso y la aplicación a ellas de las normas de la Ley de Bases Generales del Medio Ambiente.



El señor Vicepresidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los señalados Honorables señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité del Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro quien se refiere a las siguientes materias, y solicita enviar, en su nombre, los oficios que en cada caso se indican:



1) A la señora Ministra de Salud, solicitando información acerca de diversos aspectos relacionados con el cáncer cérvico-uterino, de mamas y de próstata existente en la población nacional en cada Región del país; 



2) A la señora Ministra de Defensa Nacional y al señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de San Pedro de la Paz, en relación con la posibilidad de contribuir a la construcción de una comisaría en el conjunto habitacional “San Pedro de la Costa”, etapas 1, 2 y 3, de dicha Comuna, y al señora Intendenta de la VIII Región, en relación con el cumplimiento de los compromisos asumidos por el Gobierno con la referida Municipalidad en orden a proveer de servicios de salud, vivienda, educación, seguridad ciudadana y programas especiales de generación de empleos a los integrantes de dicho conjunto habitacional; 



3) A los señores Ministro de Transportes y Telecomunicaciones y General Director de Carabineros de Chile, para que informen de las medidas de fiscalización del transporte de sustancias peligrosas y en especial, para que éste último instruya al Jefe de la Sección de Investigaciones de Accidentes del Tránsito (SIAT) para que informe sobre esta materia y a la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente para que informe acerca de los efectos ambientales del accidente sufrido por un camión que transportaba ácido sulfúrico en Copiapó.



El señor Vicepresidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señalado Honorable señor Senador, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité del Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien se refiere a la forma en que el país debe enfrentar su quehacer nacional e internacional como parte integrante de un planeta globalizado y simultáneamente solidario, cuestión que debe ser vista en sus aspectos económicos y morales, tanto en su misión interna como en su dimensión comparativa con los demás países.

____________



En el tiempo del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a la querella por fraude al Fisco presentada en contra del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Coquimbo, y a la calidad del desempeño profesional de los abogados que representan al Consejo de Defensa del Estado en ese proceso, y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Presidentes del Consejo de Defensa del Estado y del Consejo General del Colegio de Abogados de Chile A.G., adjuntando copia de su intervención.



Adhiere a esta petición, en su nombre, el Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Vicepresidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los mencionados Honorables Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

_____________



En el tiempo del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien se refiere a la reciente resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos que condenó al Estado de Chile por violar el derecho al acceso a la información pública y a la actitud que han tenido diferentes organismos públicos en cuanto a entregar la información requerida por diversos señores parlamentarios, y solicita enviar oficio al señor Ministro Secretario General de Gobierno adjuntando copia de su intervención.



Adhieren a esta petición, en sus nombres, los Honorables Senadores señores Flores, Navarro y Ruiz-Esquide, con expresa mención que lo hacen en el sentido de respaldar el cumplimiento de la ley y el respecto que se merece el Senado, cualesquiera sea el Gobierno o el Senador de que se trate.



El señor Vicepresidente anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, en conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de sus tiempos, los Comités de los Partidos Por la Democracia y Radical Social Demócrata.

- - -



El señor Vicepresidente anuncia que ha llegado la hora de término de la sesión.

_______________

Se levanta la sesión.

JOSÉ LUIS ALLIENDE LEIVA
Secretario General (S) del Senado

SESION 64ª, ORDINARIA, EN MARTES 31 DE OCTUBRE DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei, y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sexagésima, ordinaria, de 11 de Octubre de 2.006, sexagésima primera, ordinaria y sexagésima segunda, especial, ambas de 17 de Octubre de 2.006, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

_________________

CUENTA

Mensajes



Ocho de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los siete primeros, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley sobre competencia desleal (Boletín Nº 3.356-03).



2) Proyecto de ley que complementa la ley N° 19.950, estableciendo pena en caso de hurto falta en grado de frustrado y sancionando como delito el hurto hormiga, cualquiera fuere el valor de la cosa hurtada (Boletines números 3.867-07 y 3.931-07, refundidos).



3) Proyecto de ley que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundial (Boletín N° 4.104-05).



4) Proyecto de ley que crea el cargo de Presidente de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y le confiere rango de Ministro de Estado (Boletín N° 4.148-06).



5) Proyecto de ley que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales (Boletín Nº 4.229-21).



6) Proyecto de ley que modifica la ley Nº 18.556, sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral (Boletín Nº 4.250-06).



7) Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales para suprimir funciones administrativas de Carabineros de Chile (Boletín Nº 4.322-07).



Con el octavo, retira la urgencia y la hace presente, nuevamente, en el carácter de “simple”, respecto del proyecto de ley que extiende la Asignación de Especialidad al Grado Efectivo a funcionarios civiles de Carabineros de Chile (Boletín Nº 4.620-02).



-- Se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que faculta designación de administrador provisional en establecimientos educacionales subvencionados en casos que indica (Boletín Nº 4.503-04).



-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Con el segundo, informa que ha aprobado el proyecto de ley que establece modificaciones en la ley Nº 19.220, sobre bolsas de productos agropecuarios (Boletín Nº 4.329-01).



-- Pasa a la Comisión de Agricultura.



Con el tercero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el Código Penal y el Código Procesal Penal en materia de seguridad ciudadana y refuerza las atribuciones preventivas de las Policías (Boletín Nº 4.321-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre energía eólica (Boletín Nº 4.508-08).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Nueve del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, envía copia autorizada de la sentencia dictada en los autos Rol número 515-2006, relativos al requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 116 del Código Tributario.



Con los siete siguientes, informa que han sido acogidos a tramitación igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, decretándose remitir copia al Senado, con el fin de que en el plazo de diez días presente sus observaciones y acompañe los antecedentes que estime pertinentes.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el octavo, remite copia autorizada del requerimiento de inconstitucionalidad presentado por 31 señores Diputados en contra de la Resolución del Ministerio de Salud, que fija el texto del documento denominado “Normas Nacionales sobre Regulación de la Fertilidad”, decretándose ponerlo en conocimiento del Senado, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 42 y 48 de la ley Nº 17.997.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, mediante el cual contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de las actividades de la secta que indica.



Dos del señor Ministro del Interior, con los que responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos al acceso a la Capilla de Mármol y a la necesidad de un recinto para pasajeros en Quellón.



Cinco de la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia:



Con el primero, da contestación a un oficio expedido en nombre de los Honorables Senadores señores Horvath y Navarro, relativo al patrocinio de una Moción sobre concesiones de energía eólica.



Con el segundo, responde a un Acuerdo del Senado atinente a la prórroga de los beneficios otorgados en la ley Nº 19.853.



Con el tercero, contesta un Acuerdo del Senado relativo a la aprobación de un área marina y costera protegida para Chiloé, el Golfo del Corcovado y Las Guaitecas.



Con el cuarto y quinto, da respuesta a los oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Espina, acerca de la petición de la Asociación de Funcionarios de la Educación Municipal de Renaico y respecto del tema del daño previsional.



Tres de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre ayuda financiera para tres alumnos de Antofagasta.



Con el segundo, responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Letelier, en cuanto a la administración delegada de establecimientos.

 

Con el tercero, da contestación a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto a la subvención de los establecimientos que atienden a niños con autismo y multidéficit.



Cinco del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, responde a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, acerca de la construcción de cárcel en Antofagasta.



Con el segundo, contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a la construcción del nuevo Hospital Militar.



Con el tercero, da contestación a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en cuanto al aporte de agua del Canal Laja.



Con el cuarto, da respuesta a una consulta del Honorable Senador señor Coloma, sobre pavimentación de la Ruta Rauco-La Palmilla.



Con el quinto, responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Romero, atinente al proyecto “Camino Costero Quintero-Concón”.



De la señora Ministra de Salud, por el que contesta los oficios expedidos en nombre de los Honorables Senadores señores Cantero y García, atinente a materias de salud de la Segunda Región y a los funcionarios de los servicios de psiquiatría, respectivamente.



Cinco de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con los dos primeros, da contestación a igual número de oficios despachados en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativos a los programas habitacionales del Ministerio y a la situación de diversos comités de viviendas de Traiguén.



Con el tercero, responde un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, sobre hogar de acogida de mujeres víctimas de violencia intrafamiliar.



Con el cuarto y quinto, contesta los oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, atinentes a las viviendas de la Caleta Candelaria y a los terrenos destinados para viviendas sociales.



Del señor Ministro de Agricultura, que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo al cálculo de mayor demanda eléctrica.



Cuatro del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones:

 

Con el primero, responde el oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, en cuanto al transporte público en la localidad de Cajón.

 

Con el segundo, contesta un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la Barcaza Pilchero.



Con el tercero y cuarto, da respuesta a los oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, sobre fiscalización de las empresas telefónicas y de los pasajes de los buses interurbanos, ferrocarriles y aviones.



Del señor Secretario General del Congreso de los Diputados de España, con el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo y de la Mesa del Senado, respecto a la detención de dos ciudadanos chilenos.



Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile, por el que contesta un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en cuanto a las escuchas telefónicas.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al acceso a las playas de la Caleta de Chome.



De la señora Subsecretaria de Deportes, mediante el cual responde a un Acuerdo del Senado, relativo al desarrollo de las escuelas deportivas de la ANFA.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, que informa respecto de oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor García a la Contraloría General de la República, en materia de asignación de turnos.



Del señor Presidente del Consejo Nacional de Televisión, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor García, sobre programas para los adultos mayores.



De la señora Directora Nacional de Pesca, que contesta un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del número de solicitudes de área de manejo.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor, que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, respecto de oficinas de atención de clientes.



De la señora Superintendenta de Seguridad Social, por el que da contestación a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de situación previsional de viudas de trabajadores.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios suplente, que responde una consulta formulada por el Honorable Senador señor Naranjo, en cuanto al cobro por tratamiento de aguas servidas.



Del señor Director de Compras y Contratación Pública, por el cual contesta un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Longueira, referido al registro denominado CHILE-PROVEEDORES.



De la señora Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, mediante el que da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre restricción vehicular en la Región Metropolitana.



Del señor Director del Servicio Electoral, que contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Frei, atinente a la creación de una junta inscriptora en la Isla Tranqui.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, por el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en cuanto a la construcción de unidades psiquiátricas forenses.



Del señor Director Nacional de Vialidad, que da contestación a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, acerca de un puente para el cruce del río Choroy-Traiguén.



Del señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, por el cual responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, sobre situación previsional que indica.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, por el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la liberación de semillas transgénicas.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Educación de la Undécima Región, mediante el que contesta un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, atinente a una propuesta de la Universidad de Los Lagos.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Undécima Región, que responde un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de fallecimiento del joven Rodrigo Cayun.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Décima Región, que da contestación a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Allamand, sobre reparación de una población de Osorno.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Santa Juana, por el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en cuanto a la recaudación por plantaciones forestales.



Del señor Alcalde de la Ilustre Municipalidad de Lumaco, mediante el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Honorable Senador señor Espina, sobre el estado de los caminos en Lumaco.



De los señores Presidente y Secretario Nacionales de Bomberos de Chile, por el que contestan un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en cuanto al nuevo cuartel de la Tercera Compañía de Bomberos de Chiguayante.



Del señor Director del Servicio de Salud Araucanía Norte, que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de la Posta de Salud en Santa Ana.



Del señor Jefe de la División de Políticas y Estudios de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, sobre planteamientos del Comité Pro Comuna de Tongoy.



Del señor Jefe de la División Jurídica del Servicio Nacional del Consumidor, por el cual da contestación a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor García, referido a las promociones de telefonía celular.



De la señora Secretaria General del Instituto de Normalización Previsional, que da respuesta a un oficio despachado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de situación previsional que indica.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Hacienda, recaído en proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundial (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 4.104-05).

  

De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales (Boletín N° 3.278-05).



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín Nº 4.229-21).



-- Quedan para tabla.

Mociones



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Civil, en materia de inembargabilidad de bienes pertenecientes a personas de la tercera edad (Boletín Nº 4.628-07).



Del Honorable Senador señor Bianchi, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la ley Nº 19.628, sobre Protección de la Vida Privada, en materia de rechazo de instrumento de pago (Boletín Nº 4.629-07).



-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Gómez, Navarro y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley, que modifica la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, estableciendo evaluación de impacto ambiental conjunta, en el caso que indica (Boletín Nº 4.630-12).



-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



De los Honorables Senadores señores Navarro, Muñoz Aburto y Naranjo, con la que inician un proyecto de ley sobre modificación de la ley Nº 19.253, estableciendo la aplicación de la ley penal común a los miembros de comunidades indígenas en los casos que indica (Boletín Nº 4.631-07).



-- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.



De los Honorables Senadores señores Horvath, Gómez, Navarro, Orpis y Prokurica, con la que inician un proyecto de ley que crea el Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo de Energías Renovables Limpias y No Convencionales (Boletín Nº 4.636-08).



-- Pasa a la Comisión de Minería y Energía.



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley sobre proyectos deportivos en bienes provenientes de la Reforma Agraria (Boletín Nº 4.637-06).



-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que interpreta norma respecto del dominio de terrenos destinados a equipamiento comunitario (Boletín Nº 4.638-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaración de inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Espina, García, Prokurica y Romero, con la que presentan un proyecto de ley que modifica atribuciones del Director Nacional y de los Directores Regionales de CHILEDEPORTES, estableciendo la asignación y transferencia de recursos de dicho servicio, previo concurso público e incorpora a esta entidad al Sistema de Alta Dirección Pública.



-- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y en el Nº 2º del inciso cuarto, ambos del artículo 65 de la Constitución Política, al tener relación con la administración financiera o presupuestaria del Estado y con las atribuciones de un servicio público.

Proyectos de acuerdo



De los Senadores señores Navarro, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, relativo a la suscripción del Convenio 167 de la O.I.T., sobre Seguridad y Salud en la Construcción (Boletín Nº S 918-12).



De los Senadores señores Navarro, Escalona, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, sobre la ratificación del Protocolo de las Naciones Unidas contra el Tráfico de Armas Pequeñas y Livianas (Boletín Nº S 919-12).



De los Senadores señores Navarro, Gómez, Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, relacionado con la suscripción de la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes (Boletín Nº S 920-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.

Comunicaciones



De la Delegación de Parlamentarios que concurrió a la Centésima Décima Quinta Asamblea de la Unión Interparlamentaria, celebrada en Ginebra, entre el 16 y el 18 de octubre de 2006, por la que informa de su participación en la misma.



De la Comisión “Deuda Histórica”, mediante la cual hace llegar su agradecimiento a todos los señores Senadores por el apoyo manifestado respecto de sus reivindicaciones.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

ooo



Durante su lectura, se agrega a la Cuenta el segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Coloma, que modifica la Ley General de Ferrocarriles respecto de presunción de responsabilidad y tránsito nocturno de trenes (Boletín N° 3.958-15).



-- Queda para tabla.

ooo


A continuación, el Honorable Senador señor Gómez solicita al señor Presidente recabar el acuerdo unánime de la Sala para otorgar un nuevo plazo, hasta las 12 horas del lunes 13 de noviembre próximo, a fin de formular indicaciones al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre división y especialización de la Corte de Apelaciones de Santiago, correspondiente al Boletín Nº 4.091-07.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se accede a lo solicitado.

- - -



En seguida, interviene el Honorable Senador señor Horvath quien solicita al señor Presidente recabar el acuerdo de la Sala para solicitar el patrocinio del Ejecutivo respecto la moción que presentara junto a los Honorables Senadores señores Espina, García, Prokurica y Romero, que modifica las atribuciones del Director Nacional y de los Directores Regionales de CHILEDEPORTES, estableciendo la asignación y transferencia de recursos de dicho servicio, previo concurso público e incorpora a esta entidad al Sistema de Alta Dirección Pública, que fue declarada inadmisible por corresponder a materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidente de la República.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo objeción, se accede a lo solicitado.

- - -



A continuación, solicita al señor Presidente que someta a votación, en la sesión de hoy, el proyecto de acuerdo, suscrito por los Honorables Senadores que representan a todos los Comités, relativo al establecimiento medidas de resguardo y protección en las áreas de altamar, en las cuales se está ejerciendo pesca ilegal, con graves daños a los ecosistemas y a las áreas de zona económica exclusiva, correspondiente al Boletín Nº S 921-12.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se accede a lo solicitado.

________________

ACUERDOS DE COMITES



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:



1) Incluir en el Orden del Día de la presente sesión los siguientes proyectos de ley, en segundo trámite constitucional:



a) El que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aun cuando no exista sala cuna (Boletín Nº 1.758-13), con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social; 



b) El que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales (Boletín Nº 4.229-21), informado por de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, (con urgencia calificada de “suma”); 



c) El que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundiales (Boletín N° 4.104-05), con segundo informe de la Comisión de Hacienda, (con urgencia calificada de “suma”), y  



d) El que introduce adecuaciones de índole tributaria e institucional para el fomento de la industria de capital de riesgo y continúa con la modernización del mercado de capitales (Boletín N° 3.278-05), con informe de la Comisión de Hacienda.



2) Abrir los siguientes nuevos plazos para presentar indicaciones:



Hasta las 12:00 horas del día 6 de noviembre próximo, respecto de los siguientes proyectos:



a) El que precisa información que debe proporcionarse a los contribuyentes de bienes raíces (Boletín Nº 4.473-05), y  



b) El que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país (Boletín N° 4.237-04).



Hasta las 12:00 horas del día 13 de noviembre próximo, respecto de los siguientes proyectos:



a) El que crea la XV  Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal, en la Región de Tarapacá (Boletín Nº 4.048-06), y



b) El que crea la XIV Región de Los Ríos y la Provincia de Ranco en su territorio (Boletín N° 4.049-06).



3) Modificar el trámite acordado respecto del proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regula el lobby (Boletín Nº 3.407-07), en el sentido que luego que sea despachado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización sea informado, además, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



A continuación, el honorable Senador señor Flores solicita al señor Presidente recabar el acuerdo unánime de la Sala para autorizar a la Segunda Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala.



Consultado el parecer de la Sala, no habiendo oposición, se accede a lo solicitado.
________________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga permiso laboral por 

muerte de parientes que indica



El señor Presidente ofrece la palabra al señor Secretario General.



El señor Secretario General informa a la Sala que en el día de ayer venció el plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga permiso laboral por muerte de parientes que indica, correspondiente al Boletín Nº 4.138-13, el cual fue aprobado en general en la sesión Nº 61, de 17 de octubre pasado.



Añade que, no habiéndose presentado indicaciones, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, debe entenderse aprobado en particular el proyecto.



El señor Presidente declara aprobado en particular el proyecto por el Senado, con el siguiente texto:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo:



1.- Sustitúyese el artículo 66 por el siguiente:



“Artículo 66.- En el caso de muerte de un hijo así como en el de muerte del cónyuge, todo trabajador tendrá derecho a siete días corridos de permiso pagado, adicional al feriado anual, independientemente del tiempo de servicio.



Igual permiso se aplicará por tres días hábiles en el caso de muerte de un hijo en período de gestación así como en el de muerte del padre o de la madre del trabajador.



Estos permisos deberán hacerse efectivos a partir del día del respectivo fallecimiento. No obstante, tratándose de una defunción fetal, el permiso se hará efectivo desde el momento de acreditarse la muerte, con el respectivo certificado de defunción fetal.



El trabajador al que se refiere el inciso primero gozará de fuero laboral por un mes, a contar del respectivo fallecimiento. Sin embargo, tratándose de trabajadores cuyos contratos de trabajo sean a plazo fijo o por obra o servicio determinado, el fuero los amparará sólo durante la vigencia del respectivo contrato si éste fuera menor a un mes, sin que se requiera solicitar su desafuero al término de cada uno de ellos.



Los días de permiso consagrados en este artículo no podrán ser compensados en dinero.”.



2.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 195:



a) Elimínase la expresión “Sin perjuicio del permiso establecido en el artículo 66”.



b) Sustitúyese la expresión “cuatro” por “cinco”.



Artículo 2º.- Agrégase, a continuación del artículo 104 de la ley Nº 18.834, que contiene el Estatuto Administrativo, el siguiente artículo 104 bis, nuevo:



“Artículo 104 bis.- Todo funcionario tendrá derecho a gozar de los permisos contemplados en el artículo 66 del Código del Trabajo.".



Artículo 3º.- Agrégase, a continuación del artículo 108 de la ley Nº 18.883, Estatuto Administrativo de los Funcionarios Municipales, el siguiente artículo 108 bis, nuevo:



“Artículo 108 bis.- Todo funcionario municipal tendrá derecho a gozar de los permisos contemplados en el artículo 66 del Código del Trabajo.".”.
________________

ORDEN DEL DIA

Proyecto ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece como feriado el día 16 de julio, fiesta de la Virgen del Carmen, en sustitución del feriado correspondiente a Corpus Christi, con informe de la Comisión de Gobierno, 

Descentralización y Regionalización.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como feriado el día 16 de julio, fiesta de la Virgen del Carmen, en sustitución del feriado correspondiente a Corpus Christi, correspondiente a los Boletines Nºs. 3.379-06 y 3.868-06, refundidos.



Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización aprobó en general esta iniciativa por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Núñez, Orpis y Pérez Varela, y propone a la Sala su aprobación en general, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.
- - -



En discusión en general, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa y Frei.



Cerrado el debate y sometido a votación en general, el proyecto es aprobado por la unanimidad de los Honorable señores Senadores presentes.



El señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 20 de noviembre próximo, lo que, no habiendo oposición, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Declárase feriado el día 16 de julio de cada año, en que se celebra y honra a la Virgen del Carmen, en reemplazo del feriado correspondiente a Corpus Christi.



Artículo 2°.- Suprímese en el artículo único de la ley N° 19.668, la frase “y el día de la fiesta Corpus Christi,”.”.
_________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aún cuando no exista sala cuna, con informe de la Comisión 

de Trabajo y Previsión Social.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que extiende el derecho de las madres trabajadoras a amamantar a sus hijos aún cuando no exista sala cuna, correspondiente al Boletín Nº 1.758-13.



Agrega que la Comisión de Trabajo y Previsión Social aprobó este proyecto en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto.



En cuanto a la discusión particular, informa que la Comisión analizó dos indicaciones, una de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Letelier y Muñoz Aburto y otra del Ejecutivo, resultando ambas aprobadas, de manera unánime, con la misma votación anterior.



De conformidad a lo anterior, agrega el señor Secretario General, la Comisión propone a la Sala aprobar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Número 1)


Reemplazarlo por el que sigue:



“1. Modifícase el artículo 203, de la siguiente forma:



a) En su inciso primero, sustitúyese la palabra “trabajadoras”, las dos veces que aparece, por el vocablo “personas”, y suprímese la frase “administrados bajo una misma razón social o personalidad jurídica”.



b) Elimínase su inciso séptimo, pasando su inciso octavo a ser inciso séptimo.



c) Suprímese, en su inciso octavo, que pasa a ser inciso séptimo, la frase final “y el de los que deba utilizar la madre en el caso a que se refiere el inciso anterior””.

Número 2)


Reemplazarlo por el siguiente:



“2. Sustitúyese el artículo 206, por el siguiente:



“Artículo 206.- Las trabajadoras tendrán derecho a disponer, a lo menos, de una hora al día, para dar alimento a sus hijos menores de dos años. Este derecho podrá ejercerse de alguna de las siguientes formas a acordar con el empleador:



a) En cualquier momento dentro de la jornada de trabajo.



b) Dividiéndolo, a solicitud de la interesada, en dos porciones.



c) Postergando o adelantando en media hora, o en una hora, el inicio o el término de la jornada de trabajo.



Este derecho podrá ser ejercido preferentemente en la sala cuna, o en el lugar en que se encuentre el menor.



Para todos los efectos legales, el tiempo utilizado se considerará como trabajado.



El derecho a alimentar consagrado en el inciso primero, no podrá ser renunciado en forma alguna y le será aplicable a toda trabajadora que tenga hijos menores de dos años, aún cuando no goce del derecho a sala cuna, según lo preceptuado en el artículo 203.



Tratándose de empresas que estén obligadas a lo preceptuado en el artículo 203, el período de tiempo a que se refiere el inciso primero se ampliará al necesario para el viaje de ida y vuelta de la madre para dar alimentos a sus hijos. En este caso, el empleador pagará el valor de los pasajes por el transporte que deba emplearse para la ida y regreso de la madre.”.”.

- - -



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que la Comisión acordó proponer al señor Presidente que este proyecto, por ser de artículo único, fuera discutido en general y en particular a la vez por la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Longueira, Navarro, García y Bianchi.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Bianchi, en representación del Comité del Partido Renovación Nacional e Independiente, solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, segunda discusión respecto de esta iniciativa.



- Queda para segunda discusión.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales, con informe de la Comisión de Intereses 

Marinos, Pesca y Acuicultura.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que suspende la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales, correspondiente al Boletín Nº 4.229-21.



Agrega que la Comisión de Intereses Marinos, Pesca y Acuicultura aprobó este proyecto en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila y Horvath, con las siguientes modificaciones: 

“Artículo único



“Uno) Sustituir por una coma el primer punto seguido que aparece en el texto e intercalar, a continuación, la siguiente oración:



“o en los casos en que ambas embarcaciones, sustituta y sustituida, sean de propiedad del armador titular de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal.”.



Dos) Reemplazar en la segunda oración del texto de la Honorable Cámara la frase “En este caso” por “En estos casos”, y el vocablo “sustituida” por “sustitutiva”.”.”.


Finalmente, hace presente que la Comisión acordó proponer al señor Presidente que este proyecto, por ser de artículo único, fuera discutido en general y en particular a la vez por la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado.

- - -



En discusión en general y en particular a la vez, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Arancibia.



Cerrado el debate y sometido a votación en genera y en particular, el proyecto es aprobado por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.



Queda despachado el asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Suspéndese, entre la fecha de publicación de la presente ley y el 30 de abril de 2007, la sustitución de embarcaciones pesqueras artesanales de una eslora igual o superior a doce metros inscritas en pesquerías pelágicas pequeñas, con excepción de las que sufran un siniestro con resultado de pérdida total, o en los casos en que ambas embarcaciones, sustituta y sustituida, sean de propiedad del armador titular de la inscripción en el Registro Pesquero Artesanal. En estos casos, la nave sustitutiva deberá tener las mismas características y eslora que la nave siniestrada. Suspéndense, por igual período, las solicitudes de sustitución pendientes en el Servicio Nacional de Pesca a la fecha de publicación de la presente ley.”.
_____________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundial, 

con segundo informe de la Comisión de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundial, correspondiente al Boletín Nº 4.104-05, para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidente de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Agrega que la Comisión de Hacienda deja constancia, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.



II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 4.



III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.



IV.- Indicaciones rechazadas: números 2 y 3.



V.- Indicaciones retiradas: no hay.



VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: número 1.



Añade que la Comisión somete a la aprobación de la Sala el proyecto de ley aprobado en general con la siguiente modificación: 

“Artículo único



Suprimir el inciso segundo.”.



En seguida, el señor Presidente, en aplicación de lo preceptuado por el inciso sexto del artículo 133 del Reglamento de la Corporación, anuncia que se votarán sin debate las enmiendas aprobadas en forma unánime por la Comisión, salvo que algún Honorable señor Senador, antes del inicio de la discusión en particular, solicite debatir la proposición de la Comisión o que exista alguna indicación renovada. 



Sobre el particular, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Novoa y Navarro.



En seguida, el señor Presidente somete a votación la referida modificación, la que no habiendo oposición, es tácitamente aprobada por la unanimidad de los Honorables señores Senadores presentes.


Queda despachado este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Autorízase al Presidente de la República para efectuar, en representación del Gobierno de Chile, aportes hasta por un total de US$ 5 millones anuales, que se convengan como parte de iniciativas internacionales contra el hambre y la pobreza y se canalicen con tal objeto a los Fondos, Programas y Agencias del Sistema de Naciones Unidas. Tales aportes se realizarán desde la fecha en que entren en vigencia los acuerdos correspondientes.”.

______________


El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día.

_________________

Proyecto de acuerdo, de diversos Honorables señores Senadores, sobre adopción de medidas de protección de ecosistemas de alta mar ante 

actividades pesqueras.



El señor Presidente anuncia que, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala al inicio de esta sesión, corresponde votar el proyecto de la referencia, como si fuera en Tiempo de Votaciones.



El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Escalona, Flores, García, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Núñez, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica, en el Boletín Nº S 921-12, proponen aprobar el siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1º.-
Que las aguas profundas de alta mar constituyen una de las mayores reservas de la diversidad biológica del planeta y que en estas áreas, que ocupan el 64 % de los océanos, se estima la existencia de hasta diez millones de especies, la mayoría aún desconocida para la ciencia;
2º.-
Que, a pesar que la alta mar, fuera de las aguas jurisdiccionales nacionales, es considerada Patrimonio Común de la Humanidad, por lo que su conservación y administración constituye una responsabilidad de la comunidad internacional, estas vastas áreas oceánicas se encuentran mayoritariamente desprotegidas, al no existir organizaciones regionales de administración pesquera con competencia legal;
3º.-
Que las operaciones de facto de las flotas industriales de aguas distantes y las actividades de bioprospección se encuentran destruyendo irreversiblemente milenarios y vulnerables ecosistemas de corales y esponjas de aguas frías, existentes en montes submarinos, chimeneas hidrotermales y plataformas continentales entre otros, donde habitan valiosas especies de peces y crustáceos, caracterizados por su alto endemismo, longevidad y baja tasa de fecundidad, afectando los intereses de conservación, pesca sostenible, seguridad alimentaria y acceso equitativo a los recursos de alta mar de los países ribereños;
4º.-
Que la comunidad científica, junto a los gobiernos de Australia, Brasil, Chile, Estados Islas del Foro del Pacífico, Inglaterra, Francia, Noruega, entre otros, y a organizaciones ciudadanas, vienen expresando en diversos foros multilaterales, su creciente preocupación por los irreversibles impactos de las prácticas pesqueras destructivas, incluida la pesca de arrastre de fondo, sobre los ecosistemas marinos vulnerables, especialmente en aquellas zonas de alta mar donde no existen organizaciones regionales de administración pesquera con competencia jurídica;
5º.-
Que en respuesta a estas legítimas peticiones, la Asamblea General de las Naciones Unidas ha realizado sucesivos llamados a sus Estados miembros y a las organizaciones regionales de administración pesquera para que adopten medidas urgentes para enfrentar la amenaza de la pesca destructiva sobre los ecosistemas vulnerables de alta mar, expresados en los parágrafos 66 a 69 de la resolución de pesquerías A/RES/59/25;
6º.-
Que, a su vez, las negociaciones iniciadas en febrero de 2006 para establecer la organización regional de administración pesquera del Pacífico Sur, en la cual Chile participa como co-auspiciador junto a Australia y Nueva Zelanda, constituyen una oportunidad histórica para la construcción de un marco jurídico que asegure el ordenamiento y la gobernabilidad en la alta mar, junto a la protección integral y efectiva de los ecosistemas vulnerables y la diversidad biológica existente en los fondos marinos, fuera de las Zona Económicas Exclusivas de los Estados ribereños, y
7º.-
Que la pesca no regulada y no reportada representa uno de los mayores obstáculos para la conservación y el uso sostenible y equitativo de la biodiversidad marina, por lo que su prevención y eliminación constituyen uno de los principios retos que enfrenta Chile, junto a los Estados de pabellón, los Estados de puerto, las sociedades del Pacífico Sur y los mercados internacionales.



En virtud de lo anteriormente expuesto, el Senado acuerda solicitar a Su Excelencia la señora Presidente de la República que:



a) Impulse la prohibición temporal de las actividades de pesca destructiva que afectan a los ecosistemas vulnerables en la alta mar, incluida la pesca de arrastre de fondo, durante la segunda etapa de las negociaciones de la Organización Regional de Administración Pesquera del Pacífico Sur (6-10 de Noviembre 2006, Hobart, Australia);


b) Apoye durante la 61ª reunión de la Asamblea General de las Naciones Unidas (noviembre de 2006), la urgente implementación de los contenidos de las resoluciones A/59/25 destinadas a la protección de los montes submarinos, arrecifes de coral de aguas frías y otros ecosistemas vulnerables de alta mar, de los impactos de las prácticas pesqueras destructivas, incluida la pesca de arrastre de fondo;


c) Establezca la prohibición transitoria de realizar operaciones de pesca de arrastre de fondo no regulada de la Zona Económica Exclusiva para las naves pesqueras bajo pabellón chileno, hasta que se establezca la Organización Regional Pesquera del Pacífico Sur, y


d) Ratifique el Acuerdo de las Naciones Unidas sobre Pesca de Alta Mar de 1995, decisión ya adoptada entre otros países, por Australia, Nueva Zelanda, la Unión Europea, los países del Foro del Pacífico, y próximamente, Japón.

- - -



Sometido a votación, el proyecto de acuerdo es aprobado por 17 votos y 2 abstenciones. 



Votan por su aprobación los Honorables Senadores señoras Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Escalona, Gómez, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Novoa, Núñez, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.



Se abstienen los Honorables Senadores señora Matthei y señor Frei.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el anteriormente transcrito



Queda despachado este asunto.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha llegado la hora de término de la sesión.

_______________

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS
Secretario General del Senado

SESION 65ª, ORDINARIA, EN MARTES 7 DE NOVIEMBRE DE 2.006



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señores Coloma, Gómez, Kuschel, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Zaldívar.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

___________________



El señor Presidente, siendo las 16.21 horas, declara que la sesión no se celebra, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 56 del Reglamento del Senado,.

_______________

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS
Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE AMNISTÍA A INFRACTORES DE DISPOSICIONES SOBRE RECLUTAMIENTO DE LAS FUERZAS ARMADAS

(4661-02)

Honorable Senado:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que tiene por propósito conceder amnistía a favor de las personas que al 30 de abril de 2006, hayan cometido infracción a los artículos 72 a 75 y 79 del D.L. Nº 2306, de 1978, que dicta normas sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas.
I.FUNDAMENTOS DEL PROYECTO.
El artículo 63 número 16 de la Constitución Política de la República, dispone que sólo son materias de ley las que concedan indultos generales y amnistías y las que fijen las normas generales con arreglo a las cuales debe ejercerse la facultad del Presidente de la República para conceder indultos particulares y pensiones de gracia.
La Ley Nº 19.706, publicada el 25 de Enero de 2001, concedió amnistía en favor de las personas que al 31 de Julio de 2000, hubieren cometido infracción a los artículos 70 a 75 y 79 del D.L. Nº 2306, de 1978 que dicta normas sobre Reclutamiento y Movilización de las Fuerzas Armadas.
Han transcurrido más de cinco años, período en el cual un gran número de personas obligadas por el referido D.L. 2306 de 1978, se encuentran infringiendo disposiciones sobre reclutamiento de las Fuerzas Armadas, y consecuencialmente, con su situación militar irregular.
Los ilícitos contenidos en el mencionado texto legal, desde la dictación de la ley Nº 20.045 originan situaciones jurídicas diferentes. Actualmente se encuentran modificadas las conductas típicas, sanciones, procedimientos y tribunales competentes.
Numerosos jóvenes anualmente incurren en las infracciones de que se trata.  La mayoría de ellas no son denunciadas, si bien quedan registradas en los prontuarios de los infractores y afectan sus antecedentes impidiéndoles la obtención de trabajo e, incluso, la de títulos profesionales.
II. ESTADÍSTICAS.
Para una mejor ilustración se presentan estadísticas de ciudadanos que figuran en la base de datos de la Dirección General de Movilización Nacional.

	Año
	No presentados o remisos

	2006
	321

	2005
	7.763

	2004
	3.990

	2002
	8.148

	2001
	5.318


El proyecto de ley adjunto se encuentra estructurado sobre la base de un artículo único que tiene por objeto conceder amnistía en favor de personas que se encuentran en situaciones previstas en el D.L. Nº 2306.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración, el siguiente proyecto de ley

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“Artículo único.-
Concédese amnistía en favor de las personas que al 30 de Abril de 2006 hayan cometido infracción a los artículos 72 a 75 y 79 del Decreto Ley Nº 2306, de 1978, beneficio que deberá hacerse valer en el Cantón de Reclutamiento correspondiente al domicilio del infractor.

Los infractores del referido decreto ley que se encuentren acuartelados cumpliendo sentencias condenatorias y que hubieren cumplido el tiempo de convocatoria sin el recargo legal, deberán ser licenciados una vez concedida la amnistía.  Los que no hubieren completado su tiempo de convocatoria, podrán continuar en servicio hasta completar dicho tiempo o ser licenciados, de acuerdo a las necesidades de personal de las Fuerzas Armadas.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.):MICHELLE BACHELET JERIA,

VIVIANNE BLANLOT SOZA,
Presidenta de la República
Ministra de Defensa Nacional
ISIDRO SOLÍS PALMA,
Ministro de Justicia
2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO ESPECIAL EN MATERIA DE SOBREVUELOS DE AERONAVES DE ESTADO ENTRE CHILE Y ARGENTINA

(4541-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse el "Acuerdo Especial en Materia de Sobrevuelos de Aeronaves de Estado entre la República de Chile y la República Argentina", y su Anexo Nº 1, adoptados en Buenos Aires, el 16 de diciembre de 1998.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE TIPIFICA EL DELITO DE ROBO DE TAPAS DE ALCANTARILLADO O DE CAUCES Y SEÑALA PENAS PARA EL DELITO DE RECEPTACIÓN DE CABLES ELÉCTRICOS Y TAPAS DE CAUCES

(4266-07 y 4267-07)


Con motivo de las Mociones, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Sustitúyese el artículo 443 del Código Penal por el siguiente:



“Artículo 443.- Con la misma pena señalada en el artículo anterior, se castigará el robo de cosas de propiedad pública o privada, cuando éstas se encuentren en bienes nacionales de uso público o en sitios no destinados a la habitación, si el autor hace uso de llaves falsas, o verdaderas que se hubiere sustraído, de ganzúas u otros instrumentos semejantes o si se procede mediante fractura de vidrios, cierros, candados u otros dispositivos de protección o si utiliza medios de tracción.



Se sancionará igualmente con la pena del artículo anterior al que se apropiare, en cualquier forma, de elementos constitutivos de redes de servicios de suministro público o domiciliario, tales como electricidad, gas, agua, alcantarillado, telefonía o cualquier otro.



Si con ocasión de alguna de las conductas señaladas en el inciso anterior, se produjere la interrupción o interferencia del servicio, la pena se aplicará en su grado máximo.



También se aplicarán las penas del artículo anterior, a quien conociendo su origen o no pudiendo menos que conocerlo, transportare cualquiera de las especies sustraídas 



La sentencia condenatoria por delitos de este artículo dispondrá el comiso de los instrumentos, herramientas o medios empleados para cometerlos o para transformar o transportar los elementos sustraídos; si dichos elementos fueren almacenados, ocultados o transformados en algún establecimiento de comercio con conocimiento del dueño o administrador, se podrá decretar, además, su clausura definitiva, oficiándose a la autoridad competente.


Las empresas se suministro público o domiciliario, tales como de electricidad, gas, agua, alcantarillado, telefonía o cualquier otro deberán reponer el servicio al usuario y no podrán cobrar el suministro del respectivo servicio, mientras éste se halle interrumpido por razón de la comisión de este tipo de delitos.”.”.


Dios guarde a V.E.

ANTONIO LEAL LABRÍN

Presidente de la Cámara de Diputados

CARLOS LOYOLA OPAZO

Secretario General de la Cámara de Diputados

4

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE SANCIONA COMO DELITO EL ATENTADO A PEDRADAS O DE OTRA FORMA SIMILAR A VEHÍCULOS EN MARCHA

(3698-15)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción de los Honorables Diputados señores Eugenio Bauer Jouanne, Julio Dittborn Cordúa, Marcelo Forni Lobos, Alejandro García Huidobro Sanfuentes, José Antonio Kast Rist y Gonzalo Uriarte Herrera y del ex Diputado señor Darío Molina Sanhueza.

La Comisión se permite recomendar al Senado que este proyecto, que consta de un artículo único, sea discutido en general y en particular a la vez, conforme lo autoriza el artículo 127 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO

La idea central de la iniciativa es modificar la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de sancionar como delito el atentado contra un vehículo motorizado en circulación, mediante apedreamiento o arrojándole objetos contundentes o inflamables o por cualquier otro medio similar.

Para ello, el proyecto agrega a la ley N° 18.290, Ley de Tránsito, un artículo 196 H, nuevo, y modifica el artículo 196 F del mismo cuerpo legal, para introducir en él una referencia al precepto penal que se incorpora. El ilícito se sanciona con presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y la pena se aumenta en un grado si se causan lesiones o la muerte.

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

1. Ley de Tránsito, N° 18.290.

2. Ley de Ferrocarriles, artículo 117 bis, que sanciona un ilícito similar en el caso de material rodante ferroviario. El texto definitivo de esta ley está fijado por el decreto N° 1.157, del ex Ministerio de Fomento, de 1931.
3. Del Libro Segundo del Código Penal, el párrafo 3 del Título VIII, sobre el delito de lesiones (artículos 395 a 403 bis); el párrafo 9 del Título IX, sobre el delito de incendio (artículos 474 a 483 b), y el párrafo X del mismo Título IX, sobre el delito de daños (artículos 484 a 488).

- - - - - - -

DISCUSION Y APROBACION 


Expresan los autores de la moción que resulta indispensable reprimir con severidad conductas que se tornan más frecuentes y causan mayor daño y alarma pública. Un ejemplo de ello lo constituye el apedreamiento a vehículos en marcha, especialmente en carreteras, causando daños y, muchas veces, lesiones graves o gravísimas a las personas. 
El proyecto tipifica un delito específico, consistente en el mero hecho de apedrear un vehículo, independientemente de si se causan daños o lesiones. De acuerdo con la legislación actual, la conducta queda impune si no se producen daños en las cosas o no se afecta la vida o la integridad física de las personas, no obstante el peligro que ella representa para la circulación de vehículos e individuos. Se trata, por tanto, de un delito de peligro que, como tal, se sanciona independientemente de los resultados que se produzcan. 

La pena es presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días) y se eleva si el ilícito, además, provoca perjuicios materiales, lesiones o la muerte.

La nueva figura penal se inserta en el Título XVII de la Ley de Tránsito, que versa sobre delitos y cuasidelitos relativos a la circulación vehicular, por tratarse de un delito que tiene directa relación con la seguridad del tránsito público y especialmente de las personas y coches que utilizan calles y caminos para desplazarse.

La figura típica se inspira en el artículo 117 de la Ley de Ferrocarriles, que sanciona, en su inciso primero, al que atente contra el material rodante ferroviario apedreándolo o arrojándole objetos inflamables o por cualquier otro medio semejante, con la pena de presidio menor en su grado mínimo (61 a 540 días).


Su inciso segundo agrega que si con motivo del atentado se producen daños en las cosas, cualesquiera que éstas sean, se castigarán de acuerdo con el monto de los daños, en conformidad a lo establecido en el artículo 477 del Código Penal
.




Su inciso tercero señala que si a consecuencia del atentado se causa la muerte de una persona cuya presencia allí pudo preverse, el castigo será presidio mayor en su grado medio a presidio perpetuo (10 años y un día a presidio perpetuo).




Su inciso cuarto añade que la pena será presidio mayor en sus grados mínimo a medio ( 5 años y un día a 15 años), cuando a causa del referido atentado resulte mutilación de un miembro importante, menos importante o lesiones graves de las del número 1º del artículo 397 del Código Penal. Si resultan lesiones del número 2º del artículo mencionado, la pena será de presidio menor en su grado máximo (3 años y un día a 5 años), y si son lesiones de las descritas en el artículo 399 del Código citado, la pena será de presidio menor en su grado medio (541 días a 3 años).

La Comisión, coincidiendo con el propósito de prevenir y reprimir este tipo de conductas, que se ha hecho más frecuente y ha provocado efectos gravísimos en varias personas, aprobó por unanimidad la idea de legislar.


- Adoptaron el acuerdo de aprobación en general los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.


A continuación, la Comisión se hizo cargo de la necesidad de introducir en el texto del artículo propuesto algunas precisiones.


Se revisó y modificó el inciso final del artículo 196 H contenido en la iniciativa, para que resulte en armonía con una correcta política criminal. Es así que, tal como viene redactado, la penalidad asignada al delito en caso de que se causen daños resulta menos gravosa que la impuesta a la figura del mero atentado, sin que se produzca el resultado dañino.


En efecto, conforme al inciso primero, el castigo del delito de peligro, el sólo hecho de cometer el atentado, es sancionado con presidio menor en su grado mínimo, esto es, 61 a 540 días. El inciso tercero, por su parte, impone al autor del atentado que, además, causa daños, la pena que corresponda al delito de daños según la entidad de los mismos, aumentada en un grado.


Cabe señalar que el artículo 487 del Código Penal castiga con reclusión menor en su grado mínimo, 61 a 540 días, o multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, la figura de daño no calificado. 


Hay, sin embargo, una diferencia en cuanto a la naturaleza del castigo, ya que el presidio impone al condenado la obligación de desempeñar los trabajos prescritos por los reglamentos del respectivo establecimiento penal, en tanto que la reclusión y la prisión no le imponen gravamen alguno, que no sea la privación de libertad.

En consecuencia, la Comisión decidió sancionar la figura del atentado con daños, con la misma pena asignada al atentado simple, presidio menor en su grado mínimo, aumentada en un grado, sin discriminar sobre la base del monto de los perjuicios, ya que se trata de desalentar una conducta gravemente peligrosa, especialmente para las personas que ejercen la libertad ambulatoria reconocida por la Constitución Política de la República.


- Así fue acordado en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- - - - - - -
TEXTO DEL PROYECTO APROBADO 

Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación propone la Comisión:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290:

a) Intercálase en el encabezamiento del artículo 196 F, entre los términos “ley” y “se aplicarán”, entre comas (,), la siguiente frase: “salvo los descritos en el artículo 196 H”.

b) Agrégase el siguiente artículo 196 H:

“Artículo 196 H.- El que atentare contra un vehículo motorizado en circulación, apedreándolo o arrojándole otros objetos contundentes o inflamables o por cualquier otro medio semejante, será castigado con la pena de presidio menor en su grado mínimo.

Si a consecuencias del atentado se causare la muerte o se lesionare a alguna persona, se aplicarán las penas señaladas al delito de que se trate, aumentadas en un grado.

Si sólo se produjeren daños en las cosas, se aplicará la pena del inciso primero, aumentada en un grado.”.”.

- - - - - - -


Acordado en sesión de esta fecha, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 8 de noviembre de 2006.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS

Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO, INCIADO EN MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.628, SOBRE PROTECCIÓN DE LA VIDA PRIVADA, EN MATERIA DE RECHAZO DE INSTRUMENTO DE PAGO

(4629-07)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informar acerca del proyecto de la suma, iniciado en moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech.

- - - - - - - -

OBJETIVOS FUNDAMENTALES Y ESTRUCTURA DEL PROYECTO


Al tenor de la moción que le da origen, esta iniciativa de ley tiene por objetivo proveer un medio de prueba para el caso de que un establecimiento comercial o de servicios rechace un cheque sin expresión de causa o fundado en una información errónea o injustificada entregada por una “aseguradora de cheques”. Al efecto, se obliga a las empresas que informan cheques, a dejar constancia impresa y detallada de las razones del rechazo de uno de dichos instrumentos de pago, la que deberá entregarse al girador.


El proyecto consta de un artículo único, que inserta en la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, un artículo 5° bis, nuevo.

- - - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO


El proyecto en informe se vincula con los siguientes cuerpos normativos:

· Ley Nº 19.628, sobre protección de la vida privada.

· Decreto Nº 950, del Ministerio de Hacienda, de 1928, que entregó a la Cámara de Comercio de Santiago la confección, publicación y mantenimiento del Boletín Comercial.

· Decreto Nº 1.971, del Ministerio de Hacienda, de 1945, que ordenó publicar en el Boletín Comercial los cheques protestados por falta de fondos o girados contra cuenta corriente cerrada.

· Ley Nº 19.496, sobre protección de los derechos de los consumidores.

· Ley Nº 19.223, que tipifica figuras penales relativas a la informática.

- - - - - - -
DISCUSION Y APROBACION EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El autor de la moción explicó que las empresas aseguradoras de cheques, que recopilan información comercial de las personas para informar a sus clientes acerca de la conducta de sus potenciales clientes que desean pagar sus compras o consumos con cheque, no se vinculan de manera alguna con los consumidores. 


Ellas autorizan cada operación consultada, para que sus usuarios, los proveedores de bienes y servicios, acepten o rechacen un cheque. Cuando lo rechazan no expresan las causas y el proveedor tampoco las comunica al consumidor. Ello deja a estos últimos en la indefensión, ya que sin conocer los motivos no pueden hacerse cargo de ellos, para subsanarlos, si son efectivos, o para rectificarlos, si son erróneos. Y obviamente les causa un perjuicio material y moral, si el fundamento no existe o es infundado. En lo económico, porque les impone una barrera en el acceso a determinados bienes y servicios, y en lo moral, porque afecta su reputación.


Por otra parte, hay comerciantes que poseen bases de datos propias y no recurren a las aseguradoras. Y también ocurre que algunos de los informadores o de los comerciantes no se preocupan de mantener actualizadas esas bases. 


Los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, convinieron en la utilidad y conveniencia de la iniciativa, pues estimaron que ella contribuye poderosamente a transparentar los negocios y obliga a los poseedores de las bases de datos a ser más acuciosos en su actualización y depuración, para no causar perjuicios a terceros.


- La Comisión aprobó en general la iniciativa, por unanimidad. Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Bianchi, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

Acto seguido, la Comisión revisó el texto propuesto y le introdujo enmiendas formales que mejoran su entendimiento y facilitarán su aplicación.


De esta manera, se precisó que la alusión a cuentas corrientes se hace a las bancarias; se consignó que la informadora debe entregar una constancia documental del rechazo, en lugar de acotarla sólo a los medios electrónicos; se aclaró que los datos sobre quien ha recabado la autorización del cheque deben ser aquellos que permitan individualizarlo; se agregó entre las menciones de la constancia la especificación del instrumento rechazado; se estableció que el obligado a entregar al girador del cheque la constancia expresa del rechazo, con todas sus menciones, es la entidad que ha dado la información que motiva tal rechazo, sea que se trate de una empresa diferente al proveedor de bienes y servicios o bien de este mismo, que la carga de efectuar la entrega material recae en quien no aceptó el cheque en virtud de la información recibida o que detenta, y que dicha entrega debe hacerse de forma inmediata o, a más tardar, dentro de cinco días corridos.


- Acordado con la misma votación anterior.


- Finalmente, la Comisión propone al Senado discutir este proyecto en general y en particular a la vez, tal como lo permite el artículo 127 del Reglamento del Senado.

- - - - - - -

TEXTO DEL PROYECTO APROBADO 




Se consigna a continuación el texto del proyecto cuya aprobación propone la Comisión:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Agrégase a la ley N° 19.628, sobre protección de la vida privada, el siguiente artículo:
“Artículo 5° bis.- Cualquier empresa que proporcione información sobre cheques, cuentas corrientes bancarias y antecedentes comerciales,  para efectos de que sus usuarios acepten un determinado cheque como instrumento de pago sobre la base de tales antecedentes, está obligada, en caso de negativa, a hacer constar documentalmente lo siguiente:
1. Individualización del requirente de la información o usuario del servicio de información.

2. Fecha y hora de la solicitud de información.
3. Especificación del instrumento de pago rechazado
4. Fundamentos por los cuales no se otorgó la autorización para que dicho cheque fuera aceptado.
Esta constancia deberá ser entregada al girador en forma impresa, por la empresa informadora, a través del usuario del servicio o requirente de la información, en el momento en que el cheque sea rechazado o, a más tardar dentro de cinco días corridos.”.”.
- - - - - - -


Acordado en sesión de esta fecha, con asistencia de los Honorables Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto.


Valparaíso, 8 de noviembre de 2006.

(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,

Secretario de la Comisión
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.253, PARA EXCLUIR DE LA JUSTICIA MILITAR A MIEMBROS QUE INDICA DE COMUNIDADES INDÍGENAS

(4669-07)

Honorable Senado:

I. INTRODUCCIÓN: 

1. Solicitud de CITEM y CERCAS: 

Con fecha 1 septiembre de 2006, los equipos de trabajo de CITEM (Coordinación de Identidades Territoriales Mapuche) en conjunto con CERCAS (Centro de Estudio para la Representación de Causas Sociales) solicitaron cambios a la legislación militar, de frente a los casos que involucran civiles deben ser investigados por Justicia ordinaria, en relación al mapuche muerto en Nueva Imperial. En concreto, solicitaron a quien suscribe que promoviese la discusión y un proyecto legislativo. Para las entidades, lo preocupante del caso es que nuevamente una situación grave que involucra El Derecho a la Vida de un Civil, será investigado por un Tribunal Militar, lo que a juicio de éstas, no procede y no da las garantías de transparencia, probidad y sanción debida. 
Los temores de CITEM y CERCAS, se basan en lo ocurrido con diferentes otros casos, donde a pesar de que ha quedado claramente establecido la responsabilidad de agentes de estado uniformados, éstos han quedado en la absoluta impunidad. 
Esta solicitud se suscitó en los eventos que rodearon la muerte de Juan Collihuín, en Nueva Imperial. “La tendencia internacional para los estados democráticos, es que la competencia de los Tribunales Militares debe limitarse o suprimirse, con más razón cuando estamos en presencia de una víctima civil donde le han quitado la vida. No corresponde que un funcionario militar investigue causas que involucran a otro funcionario Militar”, señaló el abogado Jaime Madariaga, de Cercas
.
2. Los eventos de Nueva Imperial. 

Es del caso que un indígena mapuche murió hoy y otros dos resultaron heridos de bala durante un incidente con la policía en la región chilena de la Araucanía, en la noche del 28 de agosto de 2006 a la 01:00 hrs.
El incidente se produjo en Nueva Imperial, cuando una patrulla policial investigaba un robo de ganado y, según la versión oficial, fue recibida a tiros de escopeta por miembros de dos familias. A raíz de ello, Carabineros señaló que hizo uso de sus armas. La víctima mortal fue don Juan Lorenzo Collihuín Catril, de 71 años, mientras sus hijos Juan y Emilio Collihuín Llanculaf, de 44 y 36 años, respectivamente, permanecen heridos en un hospital de la zona. Los afectados por el robo de animales son miembros de la misma comunidad mapuche que los participantes en el incidente.

Los dos heridos a bala permanecieron internados en el Hospital de Temuco en calidad de detenidos por "porte ilegal de armas" y "homicidio frustrado" contra Carabineros. 
El subsecretario del Interior, Felipe Harboe, calificó el incidente en Nueva Imperial como un hecho 'estrictamente policial' que no guarda relación con el conflicto mapuche.

El director de la Corporación Nacional para el Desarrollo Indígena (Conadi), Jaime Andrade, descartó también que exista reacción entre este incidente y el conflicto que desde hace años mantienen en la zona comunidades mapuches que reclaman tierras y pidió dejar el caso en el ámbito estrictamente policial.

De acuerdo a la versión de la institución, el Director General de Carabineros, José Bernales, ya estaría informado del operativo y de inmediato habría ordenado una investigación interna para establecer con precisión los hechos que terminaron con la muerte del anciano mapuche.

En tanto, el dirigente Aucan Huilcamán, de la organización mapuche Consejo de Todas las Tierras, afirmó hoy que Collihuín 'fue ejecutado por carabineros, por un supuesto acto de abigeato'. 'La vida de un mapuche vale menos que una vaca', afirmó Huilcamán, que acudió hoy al palacio presidencial de La Moneda para denunciar que en el incidente del fin de semana en Ercilla un vehículo de carabineros chocó 'intencionalmente' con su todo terreno 
.
No obstante, la familia, señaló que estas son mentiras, pues los hechos han ocurrido de manera totalmente diferente. Así ha quedado establecido en la prensa. Ante el Diario El Mercurio, en el mismo lugar de los hechos, la hija del campesino y hermana de los heridos, Juana Collihuín, desmintió que hubiese existido un enfrentamiento y que la patrulla fue atacada con una escopeta, pese a que Carabineros en su informe insiste en que fue incautada un arma. "Ellos llegaron con dos civiles -los mapuches que denunciaron el robo de animales- y todos dormíamos. Se levantó mi papá y luego mis hermanos. Hubo una discusión. Los policías dispararon y mi papá, que estaba como a tres o cuatro metros cayó al suelo. Ellos se retiraron, siempre disparando, porque mis hermanos los salieron persiguiendo hasta donde tenían el carro", contó la mujer. Explicó que su padre y sus hermanos fueron trasladados en auto al hospital de Nueva Imperial, ya que desde allí se les dijo que no había ambulancias.

El general Augusto Carmona, Jefe de Zona de la IX región, reconoció a la prensa que los policías no tenían orden judicial para entrar al predio de Collihuín. Cabe agregar que en ese sector no hay conflictos entre comunidades y agricultores, por lo que la policía descartó cualquier relación con los últimos atentados y enfrentamientos registrados en la IX Región. En una nueva diligencia practicada el día lunes, Carabineros no encontró los seis animales robados que buscaban los mapuches.

Ahora bien, la policía dice haber actuado en defensa propia al repeler el ataque de un hombre, en una de las propiedades allanadas, quien les habría disparado con una escopeta mientras otros “les atacaban con armas cortopuzantes”. 

Si se analizan con cierto detenimiento los antecedentes, la eficiencia policial resulta dudosa por varias circunstancias. 

La operación policial se realizó a las dos de la madrugada, más de cuarenta y ocho horas después de recibida la denuncia de robo de ganado. Independientemente de lo que esperaban encontrar en el lugar, y a menos que se trate de un delito flagrante, que no era el caso, es evidente que operar en plena oscuridad constituye un enorme riesgo. No se distingue nada, no se pueden identificar claramente los objetos y las personas ni el tipo de amenaza que puede surgir, y se corre el riesgo adicional de lesionar a inocentes o provocar un daño mayor que el que se quiere reparar. Más prudente hubiera resultado esperar la madrugada -exactamente cuatro horas más- para actuar. 

El intercambio de fuego evidentemente no fue proporcional. La investigación determinará cuantos disparos se hicieron y por parte de quien, pero lo cierto es que se trata de un operativo demasiado letal para un delito recurrente en la zona, si nos atenemos a lo declarado por las propias autoridades. 

La comisión de los delitos de abigeato aumenta en septiembre y, por lo tanto, son de natural ocurrencia, creando una experiencia en el cuerpo policial sobre la manera de realizar las investigaciones y los cuidados que se debe tener al momento de enfrentarlos. 

Por los resultados, se podría concluir que todo fue sorpresivo y que la reacción natural de la fuerza policial fue disparar a discreción mientras se retiraba del lugar. O sea, sorpresa, improvisación e ineficiencia en una investigación de rutina en una zona cargada de tensiones.
Como veremos, en vista de la conducta de la Justicia Militar, existen fundadas sospechas de que nuevamente pueda cometerse una injusticia.

II. CUESTIONAMIENTOS GENERALES A LA JUSTICIA MILITAR 

1. Justicia penal ordinaria moderna v/s Justicia militar arcaica

Por nuestra parte, la preocupación radica en la existencia, por un lado, de una justicia penal ordinaria moderna y, por otro, de una justicia militar arcaica, pues esta dicotomía arriesga la efectiva vigencia del principio de igual consideración y respeto a todas las personas. 

Los cuestionamientos a la justicia militar tienen larga data. Las críticas se refieren, principalmente, a tres aspectos. Primero, a la amplitud de la competencia de los tribunales militares; segundo, a su falta de independencia e imparcialidad, y; tercero, a la vulneración de la garantía del debido proceso. 

El retraso de la reforma de la justicia militar es una de las grandes deudas pendientes de la transición. Curiosamente, las reformas puestas en agenda fueron superadas por los hechos recientes. Desde el regreso a la democracia se subraya la excesiva competencia de los tribunales castrenses y la necesidad de traspasar muchos de sus ámbitos de acción a la justicia ordinaria, por ejemplo, los delitos comunes cometidos por uniformados y por civiles en contra de aquéllos. Desde la aplicación paulatina de la reforma procesal quedaron en candelero los procedimientos penales inquisitivos que ella dejó atrás y que persisten en los de la justicia militar. 

La sociedad chilena democráticamente resolvió reformar integralmente el sistema procesal penal que rigió en nuestro país, reemplazando aquel que se caracterizó por ser inquisitivo, escrito, formalista, por uno en el que se establece un sistema probatorio reglado por uno oral, público, acusatorio, controvertido, concentrado y con un sistema probatorio basado en los principios de la lógica, de las máximas de la experiencia y el conocimiento científicamente afianzado. 

En cambio el Código de Justicia Militar, es del año 1926 y se mantiene casi en forma similar desde su nacimiento a la vida jurídica, en especial su organización y procedimiento y cuyo origen es la Ordenanza de 1768, de Carlos III de España, las cuales estuvieron vigentes en nuestro país hasta la dictación, en 1839 de la Ordenanza General del Ejército. El órgano denominado Ministerio Público, dejó expresa constancia en el inciso 4 del artículo 80 A, que las causas que sean de conocimiento de los Tribunales Militares se regirán por las normas del Código de Justicia Militar y de las leyes respectivas, de los órganos y aplicables a las personas que ese Código y esas leyes determinan. 

Ya es punto pacífico que la competencia, la organización y procedimientos que inciden en los Tribunales Militares deben ser reformados integralmente, pero considerando y respetando las particularidades y características que la propia Constitución Política asignó a las FF.AA. y de Orden en el Capítulo X. 

En términos precisos, son tres los factores que en forma conjunta hacen indispensable la reforma de la Justicia Militar. 

a. El primer factor por ponderar es la adecuación de las normas jurídicas que regulan el ámbito penal castrense, a los principios que se consagran en la Constitución de 1980. En efecto, si cotejamos el Código de Justicia Militar de 1926 con la Carta Fundamental, constatamos que existen normas que son inconciliables con el principio del debido proceso. A modo de ejemplo, el artículo 123 del mencionado Código nos indica que son solo apelables determinadas resoluciones, y la ley de Control de Armas, en su artículo 20, mantiene este mismo criterio 

b. Un segundo factor es el impacto de la reforma procesal penal en el sistema de organización y de procedimiento consagrado en el Código de Justicia Militar. No es sustentable la coexistencia de un proceso penal con las características que contiene la Reforma Procesal Penal con el que se consigna en el Código de Justicia Militar, que como muy bien sabemos, es inquisitivo, escrito, formalista y en que se establece un sistema probatorio reglado, por cuanto a mi entender no habría igualdad ante la Ley; es más, no visualizo razón por la cual los miembros de las Fuerzas Armadas y de Orden no tengan el mismo sistema garantístico que se está aplicando a la ciudadanía en nuestro país; ello, reitero, siempre tomando en consideración las características propias e inherentes de las Fuerzas Armadas y de Orden, que consagran la Carta Fundamental y las respectivas Leyes Orgánicas Constitucionales. 

c. El tercero y último elemento que incide en la Reforma de la Justicia Militar es la competencia, que, sin lugar a dudas, es el agente más criticado y discutido en los estamentos políticos y académicos de nuestra sociedad. 
Es un hecho innegable que en el Derecho Comparado los Códigos de Justicia Militar han ido restringiendo la competencia de la Justicia Militar, excluyendo o restringiendo el juzgamiento de civiles. 
Claramente se debe mantener la competencia para delitos comunes cometidos por militares durante estado de guerra, estando en campaña, en acto del servicio y en recintos militares, lo cual no obsta a que las definiciones que el legislador estableció en el Título III del Libro IV “Disposiciones Complementarias del Código de Justicia Militar” sean reformuladas. 

Lo que aquí venimos en proponer es una reforma a la competencia de la justicia militar, con el objeto de que no contemple la justiciabilidad de civiles, ni de militares cuando cometan delitos contra civiles. 

Sabemos y somos concientes que el tema de la Justicia Militar en Chile no se soluciona simplemente con solo delimitar su competencia, excluyendo a los civiles. La reforma debe ser integral, considerando los tres factores que hemos mencionado precedentemente, lo que permitirá estructurar un nuevo Código de Justicia Militar para nuestro país. Las mociones parlamentarias sometidas a la consideración del Congreso Nacional aunque parciales, inciden esencialmente en la competencia. Pero debido a la injusticia a la que se está sometiendo actualmente a los pueblos indígenas, creemos imprescindible abordar este problema desde ahora, con el objeto de crear una norma de excepción, vigente hasta que no se reforme la justicia militar de manera más profunda.  

2. Casos Antuco y Antártica.
La reforma de la justicia militar ha surgido como uno de los factores principales en los procesos que se incoan por los casos Antuco y Antártica. Las decepcionantes condenas en primera instancia en el primero de ellos y las demoras para establecer la verdad en el segundo hicieron recrudecer las sospechas de presiones, alimentadas de antemano por filtraciones del expediente judicial -concretamente el encapsulamiento de la información que denunció el ex jefe del departamento Antártico del Ejército y por fallas en el debido proceso que se imputan al coronel Juan Arab, instructor de la  causa por la  muerte de 45 soldados en la cordillera. Pero, más allá de tales datos, las dudas provienen de las añosas estructuras de la judicatura castrense y de que ésta se encuentre a la cola de la reforma del sistema procesal penal en Chile. 

Lo ocurrido en la cordillera y la base OHiggins estaría demostrando que ni siquiera la prosecución de delitos típicamente militares como el incumplimiento de deberes estaría debidamente garantizada por las actuales estructuras judiciales. Y ello por la cierta facilidad  con que los mandos podrían, en razón de sus intereses, ejercer presiones sobre los subordinados que sustancian los procesos. Por ejemplo, el comandante de una división es a la vez juez militar en la zona bajo su mando y de este modo lo que ocurra en sus unidades le interesa desde la triple óptica del logro de los objetivos castrenses, de la gestión administrativa y de las eventuales trasgresiones a las normas legales. Es juez y parte a la vez y eso puede conducir a un conflicto de intereses.

En el caso Antártica, se habría llegado a conformar prácticamente un comité de crisis, con la participación del comandante de división y juez militar, para encapsular orientar, acaso tergiversar los informes, y así no perjudicar los intereses institucionales, ya bastante dañados por la tragedia de Antuco.

Es cierto que en la justicia militar están separados los roles del instructor (fiscal), quien emite un dictamen con las conclusiones del sumario, y el sentenciador (juez), que dicta el fallo propiamente tal, pero éste, un oficial de arma, puede acoger o no las propuestas de aquél, un oficial de justicia con título de abogado. Es cierto también que el instructor podría convertirse en dueño del proceso, al decir de un abogado litigante, y que más de alguno se ha comportado como un fiscal de hierro a lo largo de la historia (el más célebre fue Francisco Saavedra Moreno en 1957), pero básicamente hay una dependencia jerárquica del oficial instructor respecto del general que actúa como juez.

Distinta es la situación del coronel Arab, nombrado ministro en visita por la Corte Marcial por la notoriedad del caso Antuco, y de quien se ha argüido que su interés era ascender a general auditor de Guerra, cargo que ocupará a partir de las próximas semanas. No le convenía, por esto, ir contra las corrientes internas y atribuir penas más severas a los responsables de la muerte de 45 soldados. De ahí la aspiración de los abogados de los familiares de que la Corte escogiera, para proseguir las investigaciones de ambas tragedias, de entre sus dos miembros civiles y no de sus tres uniformados. Pero todos ellos acordaron, por unanimidad, rechazar que cualquiera se ocupase de averiguar lo ocurrido en la base OHiggins.

El director del departamento Antártico, por su parte, declaró al fiscal ya en diciembre que fue objeto de presiones y sólo en febrero, cuando la prensa infiltró el proceso, los oficiales involucrados manifestaron su intención de ponerse a disposición de la justicia. En el intertanto, el fiscal no realizó las indagatorias que correspondían. 

No ha habido, entonces, toda la transparencia proclamada por el comandante en jefe del Ejército. Por más que se esté dispuesto a considerar como señera la gestión de cuatro años del general Juan Emilio Cheyre, los vicios revelados por vientos y hielos en los dos episodios hablan de una propensión a mentir y amañar los hechos por algunos mandos llegándose incluso a falsificar la firma de un oficial conducido a la muerte, comportamientos que el ministro Osvaldo Puccio estimó, no sin razón, como una herencia de prácticas legitimadas bajo la dictadura militar.

Los cambios culturales excederán, con mucho, el plazo de la gestión de Oscar Izurieta. Pero un aliciente para sacudir mentalidades podrá ser un epílogo judicial digno para Antuco y la Antártica, que tendrá que escribirse antes de la remoción de las estructuras de una inconfiable justicia militar

Ahora bien, si estas arbitrariedades denunciadas, han sido cometidas contra militares, ¿qué cabe esperar cuando los Tribunales Militares conocen de litigios contenciosos entre militares y civiles? Por lógicas solidaridades institucionales, sólo cabe esperar que estas arbitrariedades se cometan contra los civiles, que son la parte extraña y más débil del proceso.

Ahora, bien dado el nivel de vulnerabilidad social y económica de los pueblos indígenas, se hace más patente que la parte más débil, es aún más vulnerable si se trata de un indígena. El Derecho Penal puede ser un instrumento selectivo: la justicia militar deja de ser ciega cuando se trata de un sujeto vulnerable, sin una adecuada defensa. 

Las injusticias e irregularidades denunciadas arriba, se hacen mucho más patentes cuando se trata de un indígena, como se acredita en INFORMES DE DDHH DE ORGANIZACIONES INTERNACIONALES. 

III. INFORMES DE DDHH Y PUEBLO MAPUCHE RECOMIENDAN QUE EN RELACIÓN A LOS MAPUCHE NO DEBE OPERAR LA JUSTICIA MILITAR. 

1. Informe "Derechos humanos y cuestiones indígenas" del Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas, Sr. Rodolfo Stavenhagen, de 17 de noviembre de 2003.

Como es sabido, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado de Chile preparó un estudio del “conflicto mapuche en relación con el orden público y la seguridad ciudadana” (INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, recaído en el encargo que le hiciera el Senado respecto del conflicto mapuche en relación con el orden público y la seguridad ciudadana en determinadas regiones. BOLETÍN Nº S 680-12.)

La Comisión pone de manifiesto “su profunda preocupación por la grave alteración a la vigencia del principio de la seguridad jurídica en las regiones del Bío Bío y la Araucanía. Considera que el Gobierno no está cumpliendo con sus obligaciones de proteger a los agricultores y legítimos propietarios de actos delictivos e incluso terroristas. Reconoce que solamente una minoría de organizaciones mapuches llevan a cabo actos de violencia contra los agricultores, pero que esta no se justifica ya que sus derechos a la tierra están garantizados en las leyes existentes, y el conflicto se debe a la pobreza y la ineficacia de las políticas públicas”.

No obstante, algunos miembros de la Comisión del Senado, expresando una posición minoritaria, sostienen que el conflicto mapuche no puede ser reducido a la dimensión de orden y seguridad pública, sino que deben atenderse las demandas de las comunidades indígenas. Esta posición es compartida por el Relator Stavenhagen, la que comparte expresamente en el informe sobre Chile para Naciones Unidas. 

Señala el relator de la ONU  en el punto 39 de tal Informe: “El denominado conflicto mapuche debe ser visto desde todos los ángulos y requiere considerar otros aspectos, no sólo el de seguridad pública. Ello ayudaría a evitar acciones contra organizaciones mapuches que resultan ser una manera de criminalizar una reivindicación legítima y de judicializar un conflicto que es esencialmente social. Los mapuche acusados de violencia contra la policía, así como los que han sido víctimas de la violencia o el maltrato policiales, comparecen, independientemente de que sean acusados o víctimas, ante tribunales militares. Tanto los fiscales como los jueces son miembros de las fuerzas armadas en servicio activo. Los jueces no tienen que tener una formación jurídica formal, no disfrutan de estabilidad en el cargo y están sujetos a órdenes superiores dentro de la cadena de mando militar. Estos tribunales no ofrecen las garantías de independencia e imparcialidad necesarias para garantizar que los mapuche en cualquiera de estas situaciones reciben un juicio justo o una oportunidad justa de resarcimiento”. 

2. Informe Indebido Proceso: los juicios antiterroristas, los tribunales militares y los Mapuche en el sur de Chile, de la ONG Internacional Human Rights Watch.  
Aquí expondremos textualmente lo que señala el Informe
: 

a. Los obstáculos presentados por los tribunales militares a los mapuche que buscan resarcimiento por los abusos policiales

El contraste entre los procedimientos que se están aplicando ahora en los tribunales penales ordinarios y el sistema anacrónico de la justicia militar es muy marcado en la Araucanía, donde coexisten muy de cerca. Partiendo de la experiencia de los abogados que se han especializado en el litigio de casos de mapuche en tribunales militares, el Programa de Derechos Indígenas del Instituto de Estudios Indígenas de la Universidad de la Frontera ha descrito los obstáculos que plantea el sistema de justicia militar:

Se trata de procesos muy largos, burocráticos, donde prácticamente no existe derecho a la defensa. Ello, porque el período de investigación es secreto y no existen instancias frente a las cuales hacer valer argumentos y evidencias, sino cuando ya se encuentra formada la convicción del juez. En la mayoría de los casos que involucran a mapuche, los Carabineros desarrollan una investigación interna que es considerada como parte del sumario y constituye un antecedente fundamental para el Fiscal y para el Juez. Esta investigación es realizada por el superior del (los) funcionario(s) involucrado(s), lo que afecta nuevamente la posibilidad de esclarecimiento de los hechos investigados, puesto que la condena eventual de uno o varios Carabineros por denuncias de torturas o malos tratos puede provocar un daño a la imagen institucional.

Han pasado 15 años desde que el Presidente de la Corte Suprema, Luis Maldonado, en un discurso de apertura del año judicial al final de régimen militar, criticó la falta de independencia de los jueces militares. Sin embargo, a pesar de una serie de estudios académicos, sigue sin existir un proyecto de ley integral en el Congreso que limite la competencia de los tribunales militares. Hasta hace muy poco, no se habían propuesto siquiera reformas parciales, tales como las enmiendas para sacar de la jurisdicción militar el delito de maltrato de obra contra Carabineros. Cuando en 1998 el Congreso aprobó una ley para tipificar la tortura como un delito específico dentro del código penal, perdió la oportunidad de trasladar la competencia sobre los delitos de tortura y uso excesivo de la fuerza por parte de la policía a los tribunales penales ordinarios. Estos siguen tipificados como delitos militares si son cometidos por miembros de las fuerzas armadas en servicio activo, o en instalaciones militares o policiales. Durante el período de 1990 a 1996, casi el 70 por ciento de los casos juzgados por los tribunales militares estuvieron relacionados con civiles, ya sea como acusados o víctimas. 

i. Alex Lemún Saavedra

Un claro ejemplo de las deficiencias del sistema de justicia militar es que no enjuiciara al oficial de Carabineros presuntamente responsable del asesinato con arma de fuego del joven de 17 años Alex Lemún Saavedra. El 7 de noviembre de 2002, el Mayor Marco Aurelio Treuer y otros dos Carabineros entraron en el fundo Santa Alicia, cercana a Ercilla y propiedad de la compañía forestal Mininco, que había sido ocupada por un grupo de familias mapuche. Treuer fue enviado a observar la situación en el fundo, pero los mapuche detectaron al grupo, se enfrentaron a ellos y los insultaron, y algunos lanzaron aparentemente piedras con boleadoras. Treuer y su escuadrón usaron gases lacrimógenos y dispararon numerosas balas de goma para repeler el ataque. Durante el enfrentamiento, Alex Lemún recibió en la cabeza el impacto de un perdigón de plomo de una escopeta calibre 12, disparado por Treuer, y murió en un hospital de Temuco cinco días después.

Dos semanas después, el fiscal regional de Temuco anunció que el caso se trasladaría a un fiscal militar ya que las pruebas indicaban que un oficial de Carabineros podría ser el responsable. El 29 de agosto de 2003, tras una detallada investigación interna por parte del Cuerpo de Carabineros e Investigaciones, (la policía de civil encargada de las investigaciones criminales), el fiscal militar de Angol formuló cargos contra Treuer por “violencia innecesaria con resultado de muerte”. El fiscal concluyó que: 

[al efectuarse el disparo mortal, por parte del mayor Treuer, no existía un peligro real e inminente para su integridad y la de sus subordinados que justificara efectuar disparos con la escopeta de la forma que se hizo, razón por lo que la violencia ejercida en el momento de los hechos fue del todo innecesaria y no encuentra motivo racional que la justifique].

Treuer apeló a la Corte Marcial, que decidió que se retiraran los cargos. La corte estaba aparentemente satisfecha con la versión ofrecida por Treuer en su defensa de que había oído un disparo y una bala había pasado cerca de él y sus hombres, y había decidido utilizar munición real para protegerles. A parte de la policía, ningún otro testigo respaldó la versión de los hechos presentada por Treuer. No se encontraron pruebas materiales que demostraran que los mapuche habían disparado realmente un arma: no se halló ningún casquillo de bala a parte de los usados por la policía, y Alex Lemún dio negativo en una prueba de parafina. Los intentos de los abogados que representan a la familia Lemún para que se revoque el fallo de la Corte Marcial y persuadir al fiscal militar de que reanude el enjuiciamiento no han logrado su objetivo. Human Rights Watch ha sabido que Treuer ha sido trasladado fuera de la región de la Araucanía a la ciudad de Rancagua, pero sigue de servicio en Carabineros. La familia Lemún no ha recibido ninguna compensación por la pérdida de su hijo. El padre de Alex, Edmundo Lemún, dijo a Human Rights Watch que no entendía como su muerte podía quedar sin castigo.
ii. Alberto Coliñir Painemil

Otro caso que ilustra el hecho de que los tribunales militares no enjuician a agentes de policía responsables de graves abusos contra detenidos mapuche es el de Alberto Coliñir Painemil. El 16 de diciembre de 1999, los Carabineros detuvieron a Coliñir, junto con su padre, su hermano y otras cuatro personas, cuando estaban durmiendo en sus casas de las comunidades de Quefquehuenu y Ñinqueleo, cerca de la ciudad de Padre Las Casas, en la Araucanía. El modo de proceder fue irregular por varios motivos: los policías viajaban en un vehículo sin distintivos, no estaban uniformados y usaron la fuerza para allanar las casas a altas horas de la noche. Golpearon a algunos de los detenidos en presencia de sus mujeres e hijos. Además, la orden de detención que temían en su poder y, que no mostraron a los detenidos, contenía instrucciones para el arresto de sólo tres de ellos.

Tras llegar a la comisaría de Padre Las Casas, dejaron a Ruperto Coliñir, el hermano de Alberto, esposado y boca abajo en el suelo durante por lo menos cuatro horas. Después, la policía lo obligó a mantenerse de pie esposado a un poste del patio toda la mañana. A Alberto Coliñir le propinaron puñetazos, patadas y golpes con un objeto de goma. Después se lo llevaron a una oficina del edificio, donde lo sometieron a una tortura conocida como el “submarino seco” (le coloca una bolsa de plástico sobre la cabeza de la víctima haciéndole que pierda la respiración). Tras aplicarle repetidamente la bolsa, Coliñir se desmayó. Cuando recobró el conocimiento, sus interrogadores persistieron aplicándole electrochoques mientras le preguntaban por los nombres de personas involucradas en acciones mapuche y ocupaciones de tierras. 

El 23 de diciembre de 1999, los líderes mapuche de las comunidades afectadas presentaron una denuncia ante el fiscal militar de Temuco. El abogado de Coliñir presentó pruebas médicas que incluían una fotografía de rayos x que mostraba una costilla rota y un informe médico en el que se describían extensas contusiones. Sin embargo, en 2001, el tribunal militar de Valdivia sobreseyó el caso por falta de pruebas de que se había cometido un delito. En agosto de 2003, Julio Pino Urbina, un oficial de Carabineros que había recibido presuntamente amenazas de muerte de sus superiores por quejarse de los abusos policiales en general, obtuvo asilo político en el Reino Unido. Pino informó a un juez de inmigración británico que sus colegas agentes de policía le habían hablado de la tortura a Coliñir. 

Basándose en parte en las denuncias hechos por Urbina, los abogados representantes de las víctimas pidieron a la Corte Marcial que reabriera la investigación y el caso contra los cuatro policías presuntamente responsables de los abusos. Sin embargo, en agosto de 2004, la Corte Marcial confirmó la decisión del tribunal de sobreseer la causa. 

iii. Daniela Ñancupil

En enero de 2001, Carabineros que regresaban de un desalojo de tierras en el distrito de Galvarino hirieron a tiros a Daniela Ñancupil, una muchacha mapuche de 13 años. Al pasar por delante de la casa de Daniela, que se encuentra a unos ocho kilómetros del lugar de la ocupación, la policía detuvo el autobús. Uno de ellos salió y disparó su escopeta a Daniela. Las circunstancias anteriores a los disparos eran poco claras. Aunque se identificó a los ocupantes del autobús y a los que estaban autorizados para llevar un arma, nadie ha sido acusado del ataque, y los agentes que viajaban el autobús han sido trasladados a otras partes del país, obstaculizando la investigación. En julio de 2002, personas no identificadas con ropa de civil secuestraron a Daniela durante varias horas poco después de que su abogado defensor, Jaime Madariaga, hubiera presentado una petición de cargos contra el policía responsable del ataque de enero de 2001. Sus secuestradores le vendaron los ojos y le preguntaron por la participación de miembros de su familia en la CAM. También amenazaron con matar a Madariaga si no retiraba el caso contra la policía. A los pocos días, personas sin identificar prendieron fuego al vehículo de Madariaga, que destruyéndolo totalmente. Hasta el día de hoy, nadie ha sido acusado del secuestro de Daniela ni de la destrucción del automóvil de Madariaga.

b. El uso de los tribunales militares contra los mapuche acusados de violencia contra la policía

Los retrasos burocráticos y la falta de transparencia son igualmente evidentes en los procesos de los tribunales militares que investigan los ataques contra miembros de Carabineros. En conjunto, los fiscales militares están investigando actualmente al menos 15 denuncias de violencia por parte de mapuche contra Carabineros (siete en Temuco, seis en Angol y al menos tres en Valdivia). En uno de los casos que sigue investigándose está implicando José Llanca, uno de los mapuche acusados de atacar a dos Carabineros en un incidente confuso que tuvo lugar el 24 de abril de 2003. Los dos agentes, que no llevaban uniforme en ese momento, llegaron al fundo Ginebra, cerca de Ercilla, para arrestar a Llanca, que era buscado por incendio. Posteriormente, declararon que los miembros de la comunidad, entre ellos Llanca, los atacaron después de abrir por la fuerza la puerta de la casa del cuidador, donde se habían refugiado. Se informó que los dos agentes habían sido apuñalados y golpeados y que Llanca había sido golpeado en la cara con una pala. Un año y cinco meses después, todavía no ha concluido la investigación del fiscal militar.

Llanca, que se encuentra ahora en prisión en Temuco a la espera del juicio por asociación terrorista, contó al Observatorio de Derechos de los Pueblos Indígenas una versión muy diferente de los hechos. Dijo que, cuando estaba sembrando en un campo ubicado cerca a la casa patronal de la hacienda Ginebra, varios Carabineros se le echaron encima y lo arrestaron. Llanca intentó deshacerse de ellos con un palo pero los policías lo redujeron y continuaron golpeándolo y pateándolo durante unos 15 minutos, hasta que perdió la conciencia y estuvo cubierto de sangre. Cuando más mapuche acudieron a enfrentar a la policía, montaron a Llanca en un caballo y éste logró escapar. El 6 de mayo de 2003, un escuadrón numeroso de policías, que incluía a agentes de Carabineros e Investigaciones, rodearon la casa de la hermana de Llanca, donde se había refugiado, derribaron la puerta, rompieron las ventanas y amenazaron con matar a todos, incluidos los niños. Llanca, que todavía se encontraba débil por las heridas, se entregó.

Los fiscales militares están investigando otros incidentes relacionados con la presunta agresión por parte de mapuche contra la policía y la agresión policial contra mapuche. Es evidente la necesidad de que un tribunal independiente que pueda examinar las pruebas de ambas partes con imparcialidad se ocupe de estos casos. Como en el caso de Llanca, las versiones de la policía y de los mapuche sobre lo ocurrido difieren radicalmente. Un ejemplo de ello fue el desalojo violento, el 10 de junio de 2003, de estudiantes mapuche de la oficina de la CONADI que estaban ocupando en Temuco. Fueron detenidos 29 estudiantes y resultaron heridos cinco estudiantes y varios policías durante la operación de desalojo del edificio. El Programa de Derechos Indígenas de la Universidad de la Frontera, que entrevistó a los estudiantes e inspeccionó el edificio después de los hechos, concluyó que la policía había intervenido con una fuerza excesiva. Al menos diez Carabineros golpearon presuntamente al líder estudiantil Julio Marileo en la cara y el cuerpo después de que la policía lo hubiera sacado de una de las oficinas. Se informó que la policía había golpeado también a varios de los estudiantes heridos durante su traslado en autobús al hospital. El fiscal militar de Temuco continúa, mientras tanto, investigando los cargos de violencia contra la policía y el uso de bombas molotov.

IV. PROYECTOS DE LEY QUE DEROGAN LA JURISDICCIÓN MILITAR EN RELACIÓN A CIVILES. 

Que en el Congreso Nacional se han presentado diversas iniciativas tendientes a reformar la competencia de los Tribunales Militares, las que se encuentran en la espera de una rápida tramitación. Estos proyectos son los ss: 

	· 841-07 
	MODIFICA EL CODIGO DE JUSTICIA MILITAR EN RELACION CON LA COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES MILITARES. 

	· 854-07 
	MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES EN MATERIA DE COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES MILITARES 


	· 2746-07 
	Proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar en relación a la competencia de los tribunales militares 


	· 3254-07 
	Limita la competencia de la jurisdicción militar y modifica el Código de Justicia Militar en otras materias. 


	· 3257-07 
	Modifica el Código de Justicia Militar y el Código Penal con la finalidad de excluir el juzgamiento de civiles por parte de la justicia militar. 


V. COMISIÓN PARA LA REFORMA DE LA JUSTICIA  MILITAR

Esta iniciativa se enmarca dentro del Programa NUEVA JUSTICIA PARA EL BICENTENARIO (2006 - 2010), cuyo punto 6 consiste en la Justicia Militar: 

“Se modificará el Código de Justicia Militar. Resulta necesario establecer las competencias de los tribunales militares traspasando a la justicia civil materias que en la actualidad se encuentran en ese ámbito, ello en concordancia a la moderna doctrina y la propia organización de nuestros institutos armados; adecuando sus procedimientos a los avances de la justicia en materia procesal penal”
.

En enero de 2006, los ex ministros de Justicia, Luis Bates, de Relaciones Exteriores, Ignacio Walker; y de Defensa, Jaime Ravinet; encabezaron la primera reunión de trabajo de la comisión que se dedicará a construir las bases de la reforma a la Justicia Militar.

El objetivo de esta comisión es redactar un anteproyecto de ley para que sea discutido en el Congreso y posteriormente promulgado como ley de la República. 

El ex ministro Luis Bates sostuvo: "Hemos creído con los ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa que este es el momento oportuno de poner en marcha lo que ha sido una aspiración ciudadana desde mucho tiempo, que es la reforma a la Justicia Militar. Y por eso, se ha constituido esta mesa de trabajo, esta comisión integrada por personeros de Defensa, auditores, señores Subsecretarios, especialistas en el tema, para seguir el mismo itinerario que exitosamente se siguió respecto a la Reforma Procesal Penal. Este es el momento de iniciar un diagnóstico, un estudio serio de la situación de la justicia militar en Chile", que permitirá delinear "una justicia militar acorde con la justicia internacional, acorde con las convenciones y organismos que tienen que ver con derechos humanos"
.
El ex Ministro de Relaciones Exteriores, Ignacio Walker abordó la dimensión internacional de la reforma. "Hay fallos de órganos jurisdiccionales, como la Corte Iberoamericana (sic) de Derechos Humanos, que recomiendan en el caso chileno reformas profundas en el ámbito de la Justicia militar. Esto fue específicamente el fallo que obtuvimos en el caso Palamara, de una requisición de un libro que fue muy controvertido y se llegó a esta corte y que, entre otras cosas, junto con condenar al Estado chileno recomienda que haya cambios en esta dirección, que la Justicia Militar pueda responder a lo que es la doctrina clásica de esta materia. Es decir, abocarse al conocimiento y fallo de delitos militares cometidos por militares". El ex canciller dijo que espera que la iniciativa cuente con la mayor aprobación y respaldo posible en el Parlamento.

El ex Ministro de Defensa Nacional, Jaime Ravinet, sostuvo que la reforma de la Justicia Militar es clave para completar la modernización de la justicia chilena. "No sólo por los tratados internacionales que ha firmado Chile, sino porque también hay todo un esfuerzo interno de agilizar, de hacer más eficaz, más rápida, más moderna nuestra justicia". "Creemos que este grupo de trabajo debe abocarse básicamente, por un lado a estudiar la competencia de la Justicia Militar; en segundo lugar, el procedimiento, de manera de adecuarlo a la Reforma Procesal Penal. En tercer lugar, revisar la tipología de los delitos que son materia de la Justicia Militar", indicó.

El ex ministro Ravinet sostuvo que grupo de trabajo contará con el apoyo de los auditores y los subjefes jurídicos de cada una de las ramas de la Defensa Nacional y también de Carabineros e Investigaciones. "Nuestro Ministerio se compromete a poner a disposición de esta comisión todo el trabajo que se ha venido realizando en los últimos años, por parte de los auditores, por parte del Ministerio, y que tantean nuevos cambios y nuevos temas al Sistema Judicial", afirmó.

La primera sesión de trabajo contó con la presencia de los ex subsecretarios de Justicia, Jaime Arellano; de Marina, Gonzalo García; y de Aviación, Carlos Parra. También participaron los auditores del Ejército, Juan Arab; de la Armada, José Antonio Galván; de la Fuerza Aérea, Renato Nuño; y el auditor general de Carabineros, Gloria Márquez.

VI. PROGRAMA DE GOBIERNO SE COMPROMETE A REFORMA A LA JURISDICCIÓN DE LA JUSTICIA MILITAR

En su Programa de Gobierno “Nuevo Trato ciudadano”, la Presidenta de la República hace el ss. compromiso: 
“Cambiaremos el Código de Justicia Militar, que ha quedado superado tanto por la nueva realidad jurídica como por los propios avances en la doctrina y organización de nuestros institutos armados. Al hacerlo, será necesario que el mismo garantice adecuadamente el debido proceso y que se delimite con precisión la competencia de la Justicia Militar”
.

VII. RECOMENDACIONES DE LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DDHH A FAVOR DE LA DEROGACIÓN DE LA JURISDICCIÓN MILITAR SOBRE CIVILES. 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha adoptado reiteradamente la opinión de que los tribunales militares no cumplen los requisitos de independencia e imparcialidad de los tribunales de justicia. En sus recomendaciones a los Estados Miembros incluidas en su Informe Anual de 1998, la Comisión señaló:

En cuanto a los aspectos jurisdiccionales, la Comisión le recuerda a los Estados miembros que los ciudadanos deben ser juzgados por sus jueces naturales, regidos por el derecho común y la justicia ordinaria. Por lo tanto, los civiles no deben ser sometidos a la jurisdicción de tribunales especiales. La utilización, por ejemplo, de tribunales militares debe estar limitada al enjuiciamiento de miembros de las Fuerzas Armadas en servicio militar activo, por las faltas o delitos de función. En todo caso, esta jurisdicción especial debe excluir los delitos de lesa humanidad y las violaciones a los derechos humanos.119[119] Informe Anual de la Comisión de Derechos Humanos (1998) OEA/Ser.L/V/II.102, 16 de abril de 1999, capítulo VII, párrafo 1. http://www.cidh.org/annualrep/98span/Capitulo%207.htm (consultado el 3 de septiembre de 2004).
La opinión de la comunidad internacional sobre el tema de los tribunales militares es consistente. Ha llegado el momento de que el gobierno chileno introduzca las reformas necesarias para limitar la jurisdicción de los tribunales militares a las infracciones del reglamento militar, traslade las investigaciones de delitos cometidos por civiles a los tribunales ordinarios y ofrezca a los civiles condenados por tribunales militares la oportunidad de que su caso sea revisado por un tribunal competente.

VIII. OBSERVACIONES DEL COMITÉ DE DERECHOS HUMANOS DE NACIONES UNIDAS

Durante los últimos 15 años ha surgido una doctrina clara derivada de la jurisprudencia de los organismos internacionales de derechos humanos que afirma que la competencia de los tribunales militares sobre los civiles viola las garantías procesales protegidas por el artículo 14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. En su Observación General No. 13, emitida en 1984, el Comité de Derechos Humanos sostuvo que, aunque el Pacto no prohibía los tribunales militares, su uso para juzgar a civiles tenía que ser “muy excepcional y ocurrir en circunstancias que permitan verdaderamente la plena aplicación de las garantías previstas en el artículo (Observación General No. 13: Igualdad ante los tribunales y derecho de toda persona a ser oída públicamente por un tribunal competente establecido por la ley (Art. 14), 13 de abril de 1984). 
Durante los noventa, la posición del Comité de Derechos Humanos respecto a los tribunales militares se fue afirmando aún más. Rechazó su uso para juzgar a civiles en cualquier circunstancia o para juzgar a personal militar por infracciones que no fueran las cometidas en el ejercicio de funciones militares. Esta jurisprudencia incluye las observaciones finales del Comité respecto a los informes presentados por Estados Partes del Pacto, tales como Argelia (1992), Colombia (1993), Rusia (1994), Perú (1996), Polonia (1999) y Camerún (1999), así como decisiones en casos individuales.  En el caso de Chile, el Comité señaló en sus observaciones finales  en 1999:

La jurisdicción amplia de los tribunales militares para conocer de todos los casos relacionados con el enjuiciamiento de personal militar y sus facultades de fallar causas pertenecientes a los tribunales civiles contribuyen a la impunidad de que goza dicho personal y que impide su castigo por violaciones graves de los derechos humanos. Además, la persistente jurisdicción de los tribunales militares chilenos para procesar a civiles no es acorde con el artículo 14 del Pacto. Por consiguiente: El Comité recomienda que se enmiende la ley para limitar la jurisdicción de los tribunales militares al enjuiciamiento de personal militar solamente, acusado de delitos de carácter exclusivamente militar. (Observaciones finales del Comité de Derechos Humanos: Chile, 30 de marzo de 1999. CCPR/C/79/Add.104, párrafo 9).

Otros organismos de vigilancia de los derechos humanos como el Comité contra la Tortura, el Comité sobre los Derechos del Niño y el Grupo de Trabajo sobre Detenciones Arbitrarias han adoptado una posición similar.

XI. EL SISTEMA INTERAMERICANO, INCLUIDA LA CORTE INTERAMERICANA, HAN ORDENADO EN DIVERSAS OPORTUNIDADES LA DEROGACIÓN DE LA JURISDICCIÓN MILITAR SOBRE CIVILES.

El sistema interamericano de protección de los derechos humanos limita específicamente la jurisdicción militar sobre las violaciones de los derechos humanos. La Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas declara expresamente que los miembros de las fuerzas armadas u otros actores del Estado implicados en desapariciones forzadas no disfrutarán del fuero militar (Comisión Internacional de Juristas, Fuero militar y derecho internacional: Los tribunales militares y las graves violaciones a los derechos humanos (Ginebra: Comisión Internacional de Juristas, 2004, p. 113).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha opuesto al uso de tribunales militares para juzgar a personal militar en casos de violaciones de los derechos humanos. La corte señaló, con respecto a la investigación por parte de un tribunal militar de la masacre carcelaria ocurrida en El Frontón, Perú:

En un Estado democrático de Derecho la jurisdicción penal militar ha de tener un alcance restrictivo y excepcional y estar encaminada a la protección de intereses jurídicos especiales, vinculados con las funciones que la ley asigna a las fuerzas militares. Así, debe estar excluido del ámbito de la jurisdicción militar el juzgamiento de civiles y sólo debe juzgar a militares por la comisión de delitos o faltas que por su propia naturaleza atenten contra bienes jurídicos propios del orden militar. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Durand y Ugarte v. Peru, sentencia del 16 de agosto de 2000, Series C No. 68, párrafos 117 y 118).

Las violaciones de los derechos humanos no pueden considerarse delitos relacionados con las funciones asignadas por ley a las fuerzas militares bajo ninguna circunstancia. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado también en contra del juicio de civiles en tribunales militares. En un caso relacionado con el juicio ante un tribunal militar peruano de un ciudadano chileno acusado de traición, la corte argumentó:

En efecto, la jurisdicción militar no es la naturalmente aplicable a civiles que carecen de funciones militares y que por ello no pueden incurrir en conductas contrarias a deberes funcionales de este carácter. Cuando la justicia militar asume competencia sobre un asunto que debe conocer la justicia ordinaria, se ve afectado el derecho al juez natural y, a fortiori, el debido proceso, el cual, a su vez, se encuentra íntimamente ligado al propio derecho de acceso a la justicia. (Corte Interamericana de Derechos Humanos, Castillo Petruzzi et al. v. Peru, sentencia del 30 de mayo de 1999, Series C No. 52, párrafo 128).
X. SENTENCIA DE LA CORTE INTERAMERICANA EN CONTRA DEL ESTADO DE CHILE ORDENA DEROGACIÓN DE LA JURISDICCIÓN MILITAR SOBRE CIVILES (CASO PALAMARA).

A las críticas internas se suma la condena internacional en contra del Estado de Chile. El 22 de noviembre de 2005 la Corte Interamericana de Derechos Humanos dictó sentencia en el caso "Palamara Iribarne", afirmando, coincidente con lo expuesto más arriba, que Chile debe respetar el carácter restrictivo y excepcional de la justicia militar, que los tribunales militares carecen de independencia e imparcialidad por estar insertos en una estructura jerarquizada y que se vulneran las normas internacionales relativas al debido proceso, especialmente porque se incumple con los estándares procesales de publicidad, oralidad, inmediación y contradicción.

 La sentencia de la Corte Interamericana obliga a Chile a adecuar la normativa del Código de Justicia Militar a los estándares internacionales mencionados. Leamos textualmente la sentencia: 

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

CASO PALAMARA IRIBARNE VS. CHILE

SENTENCIA DE 22 DE NOVIEMBRE DE 2005
“(…)  Y DISPONE: Por unanimidad, que:

14. El Estado debe adecuar, en un plazo razonable, el ordenamiento jurídico interno  a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, de forma tal que en caso de que considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales penales militares, en los términos de los párrafos 256 y 257 de la presente Sentencia”.
Señalan estos parágrafos: 

“256. En cuanto a la necesidad de adecuar el ordenamiento jurídico interno a los estándares internacionales sobre jurisdicción penal militar, la Corte estima que en caso de que el Estado considere necesaria la existencia de una jurisdicción penal militar, ésta debe limitarse solamente al conocimiento de delitos de función cometidos por militares en servicio activo. Por lo tanto, el Estado debe establecer, a través de su legislación, límites a la competencia material y personal de los tribunales militares, de forma tal que en ninguna circunstancia un civil se vea sometido a la jurisdicción de los tribunales militares (supra párrs. 120 a 144). El Estado deberá realizar las modificaciones normativas necesarias en un plazo razonable.

257. Además, en el ámbito de la jurisdicción penal militar, los miembros de los tribunales deben revestir las garantías de competencia, imparcialidad e independencia indicadas en los párrafos 120 a 161 de la presente Sentencia. Asimismo, el Estado debe garantizar el debido proceso en la jurisdicción penal militar y la protección judicial respecto de las actuaciones de las autoridades militares, tal como se ha señalado en los párrafos 162 a 189 de este fallo”.

VOTO CONCURRENTE DEL JUEZ SERGIO GARCÍA RAMÍREZ
“16. Así las cosas, la Corte ha podido traer a cuentas su constante jurisprudencia a propósito de la jurisdicción militar: sólo para militares en activo y en lo que respecta a asuntos estrictamente vinculados con la función militar, jurisprudencia firme que constituye una apreciable aportación del Tribunal interamericano a la solución de cuestiones que se han presentado con alguna frecuencia en nuestra región. Si esto es así, el desempeño de la jurisdicción militar sobre un civil y a propósito de temas que exceden la función castrense resulta incompatible con la Convención, particularmente en lo que toca al artículo 8: el juez o tribunal no es naturalmente competente, sin que por ahora entremos a discutir si tampoco reúne las otras características requeridas por el mismo precepto, lo cual ha sido objeto de consideración cuando se ha tratado de juicios seguidos por otro género de delitos que afectan o se supone que afectan la seguridad pública o la seguridad nacional, con respecto a las cuales el tribunal y el enjuiciado son --o parecen ser--, cada uno en una trinchera, integrantes de las fuerzas contendientes”.

El Gobierno actual anunció que iniciaría dicha reforma y el ministro de Justicia designado para el siguiente período la señaló como uno de sus principales objetivos. En el intervalo confiamos que los tribunales de justicia apliquen adecuada e imaginativamente los principios y normas jurídicas disponibles para resolver las cuestiones o contiendas de competencia que se traben. Entre aquellos están el principio del contenido mínimo de la jurisdicción militar y el principio "pro homine" que exige procurar la solución más beneficiosa para las personas y sus derechos esenciales o la que restrinja en menor grado estos derechos. Esto implica que en la interpretación de las normas de competencia del Código de Justicia Militar los tribunales deberían considerar que el ámbito de aquella es reducido, pues está destinada a asegurar bienes jurídicos vinculados a la función castrense, y que debe siempre preferirse la norma procesal que garantiza mejor los derechos de todos los intervinientes. Hoy esa norma es el Código Procesal Penal. 

Por último, los tribunales deben decidir los casos que se les sometan sin necesidad de esperar la derogación o modificación de las leyes nacionales que infringen los estándares establecidos en tratados ratificados por Chile, ya que ningún Estado puede excusarse de cumplir normas convencionales internacionales so pretexto de la existencia de normas internas.

XI. POR QUÉ APLICAR ESTA REFORMA PRIMERO A LOS INDÍGENAS

Todo el conflicto entre la sociedad chilena y los indígenas, tienen como motivo procesos históricos dolorosos, de difícil solución. Valorando los esfuerzos del Gobierno a través de su política indígena, debemos reconocer que los indígenas son pobres entre los pobres. Sus índices de indigencia, de salud, de vivienda, de escolaridad, etc. muestran que debemos redoblar esfuerzos para resarcirlos de la usurpación de tierras y aguas. 

Esta pobreza estructural y las usurpaciones de tierras, reconocidas incluso por historiadores conservadores como Sergio Villalobos, han creado conflicto social y una espiral de violencia, no generalizada como se quiere hacer ver, sino radicada en ciertas zonas, las más pobres y más vulnerables, por cierto. 

Este conflicto debe reconciliar a las partes en disputa. Una manera de lograr esta reconciliación es a través de gestos: así como hubo gestos para la reconciliación política después del Gobierno Militar, debemos realizar gestos para la reconciliación étnica entre los indígenas y la sociedad chilena que usurpó sus tierras y los condenó a una pobreza casi estructural. 

En materia judicial, estos gestos tienen un ejemplo vigente, como es la denominada Ley Pascua (Ley 16441 de 01.03.1966 que crea el Departamento de Isla de Pascua). En su artículo 13°, esta ley dispone: 

“En los delitos contemplados en los Títulos VII y IX del Libro Segundo del Código Penal (delitos sexuales y delitos contra la propiedad), cometidos por naturales de la Isla y en el territorio de ella, se impondrá la pena inferior en un grado al mínimo de los señalados por la ley para el delito de que sean responsables”.
Esta norma no es inconstitucional, pues establece una discriminación positiva en materia judicial, una norma especial que se basa en los aspectos culturales y antropológicos de la costumbre indígena. Aplicar la ley común a los indígenas en este aspecto sería inconstitucional pues sería desconocer que son culturalmente diferentes. Si no se reconocieran las diferencias, no habrían leyes a favor de los discapacitados, de los pequeños contribuyentes, de los trabajadores, de los consumidores, etc. Lo igual merece un trato igual, y lo diferente un trato diferente, señala la ya pacífica doctrina de la discriminación positiva.

La misma Ley Indígena, y casi todas sus disposiciones son muestra de ello. Los indígenas son diferentes, y en cierta medida deben ser sujetos de protección especial en sus derechos, que también son específicos. La inspiración de la ley indígena es que han sido vulnerados sus derechos, y establece protecciones especiales, de las que no goza ningún chileno. Esta discriminación positiva  no es inconstitucional 

Los controles de constitucionalidad de la época declararon que la ley Pascua no reñía con la Constitución de la época, que contenía, como no, al igual que la actual, el derecho a la igualdad y a la no discriminación. Inspirada en tales valores constitucionales, la Ley Pascua incluso concede beneficios penitenciarios, y procesales, como la apreciación de la prueba penal en conciencia, la posibilidad de que el juez ordene el cumplimiento de dos tercios de la pena fuera de recintos penitenciarios bajo determinadas condiciones, la improcedencia del recurso de casación en la forma en juicios por simple delitos y faltas, entre otras. 
Nadie podría descalificar esta norma, ni ninguna de esta ley como inconstitucional, pues se justifican como discriminaciones positivas. El mismo Tribunal Constitucional declaró que la Ley indígena y la discriminación positiva se ajustaban a la Constitución de 1980. 

Si en la Ley Pascua, vigente al día de hoy, los delitos contra la propiedad y los delitos sexuales cometidos por naturales tienen automáticamente un grado menos de pena que lo normal, entonces no vemos posibilidad de que se declare inconstitucional el que los presuntos delitos cometidos por efectivos policiales contra indígenas, o viceversa, sean conocidos y juzgados por Tribunales de la Justicia Ordinaria. Significa sólo cambiar de Tribunal natural, de sede jurisdiccional. Nadie pensaría razonablemente que un juicio tributario lo viera un Juez de Menores. Aquí sucede lo mismo.

Tal como señala el Código Orgánico de Tribunales en el inciso 2º de su artículo 5: “Integran el Poder Judicial, como tribunales ordinarios de justicia, la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones, los Presidentes y Ministros de Corte, los tribunales de juicio oral en lo penal, los juzgados de letras y los juzgados de garantía”. El inciso tercero dispone que son tribunales especiales los tribunales militares en tiempo de paz. Que funcionen plenamente los primeros respecto de un civil indígena, implica un gesto para solucionar un problema político, social y jurídico. No es, por tanto, ni un contrasentido ni una inconstitucionalidad.  
Los informes de DDHH nacionales e internacionales son evidentes. La discriminación positiva en este caso no es muestra de desigualad, ni es inconstitucional. Es tan sólo el primer paso para que todos los chilenos no pasen por la jurisdicción militar, cuando no existe causa ni razón alguna para que ello ocurra. Lo contrario seguirá siendo blasón de incumplimiento del Estado de Chile ante sus compromisos internacionales. 
Por tanto, vengo en proponer el siguiente,

PROYECTO DE LEY
Agrégase el siguiente nuevo inciso final al artículo 54 de la Ley Nº 19.253:
 “Los indígenas o miembros de las comunidades indígenas que no pertenezcan a las Fuerzas Armadas y Carabineros de Chile, y que, en la reivindicación de sus derechos consagrados en la presente ley, cometieren hechos que revistieren caracteres de delitos, serán juzgados siempre por los tribunales ordinarios de justicia”.

(Fdo.):Alejandro Navarro Brain,
Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES LETELIER, MUÑOZ ABURTO Y VÁSQUEZ, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE INSCRIPCIONES DE INMUEBLES EN NUEVOS CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES

(4670-07)

Honorable Senado:

Antecedentes. La actual legislación que regula ámbito de competencias y atribuciones que tienen los Conservadores Raíces a lo largo de nuestro país, no prevé expresamente la situación de los bienes inmuebles que pertenecen a la jurisdicción de un determinado Conservador de Bienes Raíces, y que, posteriormente, por la modificación de los límites relativos a la jurisdicción pasan a formar parte de la competencia territorial de otro Conservador de Bienes Raíces.


De esta forma personas que tienen propiedades correspondientes a la jurisdicción de un determinado Conservador de Bienes Raíces, tienen a su inscripción vigente en un Conservador de Bienes Raíces correspondiente a otra jurisdicción. 


En este mismo sentido ha ocurrido que muchos propietarios de inmuebles debidamente inscritos, se han visto obligados a realizar una nueva inscripción, en función de la modificación de los límites de la jurisdicción de Conservadores de Bienes Raíces. Una de las situaciones descritas ocurrió precisamente en esta región, donde el Conservador de Bienes Raíces de Valparaíso tenía jurisdicción respecto de las comunas de Valparaíso y Viña del Mar. Sin embargo, una vez que se creo el Conservador de Bienes Raíces de Viña del Mar, la gran mayoría de las propiedades correspondientes a dicha jurisdicción tenían su inscripción vigente en el Conservador de Bienes Raíces de Valparaíso, motivo por el cual debieron reinscribir en el Conservador de Bienes Raíces de Viña del Mar.


Para evitar situaciones como la anteriormente descrita, es que es necesario dictar normas que interpreten el Reglamento del Conservador de Bienes Raíces, con el objeto de solucionar de una forma más adecuada el inconveniente señalado. 

Ideas Matrices. El objeto del presente proyecto de ley es establecer normas específicas, con efecto retroactivo, respecto de situaciones que se producen al crearse un nuevo Conservador de Bienes Raíces, y sean necesarias nuevas inscripciones. 


De esta forma, se pretende terminar con situaciones en que, al crearse una nueva jurisdicción de un Conservador de Bienes Raíces, se obligue a titulares de bienes raíces que se encuentran inscritos en el registro de otro Conservador de Bienes Raíces a realizar una nueva inscripción, debiendo cancelarse nuevamente por ésta.


De acuerdo con la interpretación que se pretende establecer, será de cargo del nuevo Conservador de Bienes Raíces realizar las inscripciones de los inmuebles que se encuentran inscritos en otro Conservador de Bienes Raíces.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente proyecto de ley:

Proyecto de ley

Art. Único. Agréguese el artículo 78 bis al Reglamento del Conservador de Bienes Raíces, en el siguiente tenor:

“Al crearse una nueva jurisdicción respecto de un Conservador de Bienes Raíces, se entenderá que éste deberá realizar, obligatoriamente y sin cobrar valor alguno, las inscripciones correspondientes a los inmuebles que se encuentran de su jurisdicción recientemente creada y que antes pertenecían a otra jurisdicción”.   

“Lo dispuesto en el inciso anterior, tendrá efecto retroactivo respecto de las situaciones señaladas por la norma que hayan ocurrido con anterioridad a la promulgación de la presente ley”. 

(Fdo.):Juan Pablo Letelier Morel,


Pedro Muñoz Aburto,



Senador




Senador

Guillermo Vásquez Úbeda,


Senador

� 	Ese precepto sanciona a los autores de incendio y establece una escala de penas que toma como parámetros el monto de los daños. Al efecto fija tres tramos: menos de 4 unidades tributarias mensuales, más de 40 unidades tributarias mensuales y entre 4 y 40 unidades tributarias mensuales.


� � HYPERLINK "http://www.mapuexpress.net/?act=news&id=1139" ��http://www.mapuexpress.net/?act=news&id=1139�





� � HYPERLINK "http://actualidad.terra.es/nacional/articulo/policia_mapuche_muerto_heridos_incidente_1057524.htm" ��http://actualidad.terra.es/nacional/articulo/policia_mapuche_muerto_heridos_incidente_1057524.htm�


� � HYPERLINK "http://www.hrw.org/spanish/informes/2004/chile1004/6.htm" ��http://www.hrw.org/spanish/informes/2004/chile1004/6.htm� 


� � HYPERLINK "http://www.minjusticia.cl/prioridades/nueva_justicia_bicentenario.htm" ��http://www.minjusticia.cl/prioridades/nueva_justicia_bicentenario.htm�


� � HYPERLINK "http://www.defensa.cl/paginas/public/noticias/2006/0901reforma_justicia.htm" ��http://www.defensa.cl/paginas/public/noticias/2006/0901reforma_justicia.htm� 


� � HYPERLINK "http://www.gobiernodechile.cl/programa_bachelet/pgm_gob_ciudadano.asp" ��http://www.gobiernodechile.cl/programa_bachelet/pgm_gob_ciudadano.asp�
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